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1) TEXTO DE LA CITACION 
“Montevideo, 21 de noviembre de 1997. 
La CAMARA de SENADORES se reunirá en se- 
sión extraordinaria, en régimen de cuarto intermedio, el 
próximo martes 25, a la hora 16, a fin de informarse de 


los asuntos entrados y considerar el siguiente 


ORDEN DEL DIA 


Fernández Faingold, Gandini, Garat, García Costa, Gar- 
gano, Heber, Hierro López, Irurtia, Korzeniak, Mallo, Mi- 
chelini, Millor, Pereyra, Pozzolo, Ricaldoni, Sanabria, San- 
toro, Sarthou, Segovia, Storace y Virgili. 


FALTA: con licencia, el señor Senador Batlle. 
3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la 
sesión. 


1% Continúa la discusión general y particular del proyec- 
to de ley por el que se introducen modificaciones al 
régimen de salidas transitorias de reclusos. 


(Carp. N* 809/97 - Rep. N* 523/97) 


Discusión general y particular de los siguientes proyec- 
tos de ley: 


2%) Por el que se establece que los contratos de arrenda- 
miento con destino a casa-habitación cuyo precio su- 
pere las UR 60 y con destino a industria y comercio 
cuando el precio supere las UR 120 no están com- 
prendidos en el régimen especial establecido en el De- 
creto-Ley N* 14.219. 


(Carp. N* 272/95 - Rep. N* 510/97) 


3%) Por el que se aprueba la Convención Interamericana 
contra la Corrupción. 


(Carp. N* 823/97 - Rep. N* 522/97) 

4%) Informe de la Comisión de Asuntos Administrativos 

relacionado con la solicitud de venia del Poder Ejecu- 

tivo para destituir de su cargo a una funcionaria del 
Ministerio de Salud Pública. 


(Carp. N* 837/97 - Rep. N* 521/97) 


Mario Farachio 
Secretario.” 


Jorge Moreira Parsons 
Secretario 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Andújar, Arismendi, 
Astori, Atchugarry, Brezzo, Cid, Couriel, Chiesa, Dalmás, 


(Es la hora 16 y 20 minutos.) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 


(Se da de los siguientes: ) 


“Montevideo, 25 de noviembre de 1997. 


La Presidencia de la Asamblea General remite va- 
rios Mensajes del Poder Ejecutivo comunicando haber 
dictado los siguientes Decretos y Resoluciones: 


por la que se resolvió entregar la “Medalla de la 
República Oriental del Uruguay” a los señores 
Michel Platini, Co-Presidente del Comité Orga- 
nizador de la Copa Mundial de Fútbol en Fran- 
cia; a las señoras Catherine Colonna, Annie Lhe- 
ritier, y señor Jean David Levitte; portavoz de la 
Presidencia de la República Francesa, Jefe de 
Gabinete del Presidente de Francia y Consejero 
Diplomático de la Presidencia de dicho país res- 
pectivamente y al señor Embajador de la Repú- 
blica Fancesa Daniel Jouanneau; 


por las que se autoriza al Ministerio de Trans- 
porte y Obras Públicas a efectuar varias traspo- 
siciones de créditos presupuestales, entre Pro- 
yectos de Inversión de las Unidades Ejecutoras 
004, Dirección Nacional de Hidrografía y 003, 
Dirección Nacional de Vialidad. 


-Ténganse presente. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje comunicando la 
promulgación de los siguientes proyectos de ley: 
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por el que se autoriza la salida de aguas jurisdic- 
cionales de la Fragata ROU 02 “General Arti- 
gas” y la Corbeta ROU 24 “Comandante Pedro 
Campbell” y sus tripulaciones a los efectos de 
realizar el viaje de fin de cursos; 


por el que se autoriza la salida de aguas jurisdic- 
cionales del Buque ROU “Vanguardia” y su tri- 
pulación a efectos de realizar la Campaña Antár- 
tica; y 


por el que se aprueba el Protocolo de Integra- 
ción Educativa y Reválida de Diplomas, Certif1- 
cados, Títulos y Reconocimientos de Estudios 
de Nivel Medio Técnico, emanado de la VII Re- 
unión de Ministros del MERCOSUR. 


-Ténganse presente y agréguense a sus antecedentes. 


La Oficina Nacional del Servicio Civil remite la in- 
formación solicitada por el señor Senador Helios Sar- 
thou relacionada con las vacantes generadas y provistas 
desde el 1% de enero de 1996 a la fecha en distintas 
dependencias de la Administración Central, los Gobier- 
nos Departamentales, los Entes Autónomos, los Servi- 
cios Descentralizados y las Personas de Derecho Públi- 
co no Estatales. 


-Oportunamente le fue entregado al señor Senador 
Helios Sarthou. 


La Cámara de Representantes comunica la integra- 
ción de la Comisión Permanente que actuará durante el 
Tercer Período Ordinario de la XLIVa. Legislatura: 
como Titulares, los señores Diputados Adolfo Falero, 
Guillermo Stirling, Fernando Araújo, Juan Carlos Ra- 
ffo, Doreen Javier Ibarra, José Bayardi y Gabriel Cour- 
toisie, y como Suplentes respectivos los señores Dipu- 
tados Jorge Boerr, Mario Espinosa, Jaime Trobo, Hum- 
berto Pica, Pedro Balbi, Marcos Abelenda y Gabriel 
Barandiarán. 


-Téngase presente. 


El señor Presidente del Senado Dr. Hugo Batalla 
presenta un proyecto de modificaciones estructurales 
del Presupuesto del Senado. 


-A la Comisión Especial de Reestructura y a la Co- 
misión de Presupuesto. 


El señor Presidente de la Comisión Administrativa 
del Poder Legislativo Dr. Hugo Batalla comunica que 
aún se continúa con el análisis de las modificaciones 
estructurales del Presupuesto de la Comisión Adminis- 
trativa, el que será elevado a la brevedad a los efectos 
que correspondan. 


-Téngase presente. 
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La Mesa da cuenta que el día 5 de diciembre se 
realizará la sesión conjunta de las Comisiones de Asun- 
tos Internacionales y de Hacienda con la presencia de 
los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Eco- 
nomía y Finanzas, para recibir información y analizar 
las medidas arancelarias recientemente adoptadas por 
los Gobiernos de Argentina y Brasil en relación con el 
MERCOSUR. 


-Téngase presente. 

La Universidad de la República remite copia del 
informe aprobado por el Consejo de la Facultad de Me- 
dicina relacionado con la reconversión del Hospital de 
Clínicas e Inserción en la Red Sanitaria Nacional. 

-A la Comisión de Salud Pública.” 


PEDIDO DE INFORMES 


SEÑOR PRESIDENTE. - Dése cuenta de un pedido 


informes. 


(Se da del siguiente:) 


“Los señores Senadores Gargano y Korzeniak solici- 
tan se curse un pedido de informes al Ministerio de Eco- 
nomía y Finanzas con destino al Banco Central del Uru- 
guay relacionado con los sumarios administrativos sobre 
lo actuado en la gestión del Banco Pan de Azúcar.” 


-Oportunamente fue tramitado. 
(Texto del pedido de informes:) 
“Montevideo, 20 de noviembre de 1997. 


Señor Presidente del Senado de la República 
Dr. don Hugo Batalla 


De nuestra mayor consideración: 


De conformidad con lo dispuesto en el Art. 118 de 
la Constitución de la República, solicitamos a usted se 
sirva cursar al Ministerio de Economía y Finanzas y 
por su intermedio al Banco Central del Uruguay, el 
siguiente pedido de informes: 


1) Si la instrucción de los sumarios administrativos 
(de cuya existencia el Directorio del Banco Cen- 
tral diera cuenta oportunamente a la Comisión 
de Hacienda del Senado) sobre lo actuado en la 
gestión del Banco Pan de Azúcar durante el tiem- 
po en que éste estuvo bajo el control del Grupo 
Benhamou, ha concluido. 


2) Si habiendo culminado la instrucción, el Directo- 
rio del Banco Central ha adoptado resolución. 
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de 


186-C.S. 


3) Si se hubiera adoptado resolución, en qué mo- 
mento se remitieron los antecedentes a la Justi- 
cia Penal que indaga los posibles ilícitos cometi- 
dos durante la gestión Benhamou del Banco Pan 
de Azúcar. 


4) Para el caso de que no se hubiere adoptado reso- 
lución, en qué plazo estima ese Directorio que la 
mismas se adoptará, y si es posible que las con- 
clusiones arriben a la Justicia Penal antes de la 
feria judicial mayor (25 de diciembre de 1997). 


5) Si los informes de la Comisión Interventora del 
Banco Pan de Azúcar surge que se ha confirma- 
do la pérdida patrimonial -durante la gestión del 
grupo Benhamou- de U$S 47:000.000. 


6) Si la Comisión Interventora del Banco Pan de 
Azúcar ha confirmado la incobrabilidad de los 
reaseguros que el grupo Benhamou hizo integrar 
al Pan de Azúcar para “maquillar” el patrimonio. 


7) Si la Comisión Interventora o en su caso la in- 
vestigación administrativa han comprobado la ce- 
lebración de un contrato de asesoramiento cele- 
brado por uno de los Síndicos designados por el 
Estado, el Sr. Cadenas Boix, con una empresa 
colateral del Banco Pan de Azúcar. Si esa em- 
presa se denominaba BPA Seguros, y aún no 
estaba autorizada para Operar en Seguros dentro 
de la plaza uruguaya. 


8) Si dicho contrato existiera, cuál fue su monto en 
dólares. 


9) Si el contrato se hubiera realizado mientras el 
Sr. Cadenas Boix desempeñaba funciones de Sín- 
dico -es decir de control- tal conducta no violen- 
taría los más elementales deberes de la función 
que se le había encomendado. 


10) Si la celebración de dicho contrato ha sido co- 
municada a la Justicia Penal. 


Saludamos al señor Presidente muy atentamente. 


José Korzeniak, Reinaldo Gargano. 
Senadores.” 


5) SALIDAS TRANSITORIAS DE RECLUSOS 


SEÑOR PRESIDENTE - Hay solamente 15 señores Sena- 
dores en Sala. Por consiguiente, el Senado tiene número sufi- 
ciente para considerar asuntos en trámite, pero no para votar 
proyectos de ley. 


El Senado entra al orden del día con la consideración del 
asunto que figura en primer término: “Proyecto de ley por el 
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que se introducen modificaciones al régimen de salidas transi- 
torias de reclusos. (Carp. N* 809/97 - Rep. N* 523/97)”. 


(Antecedentes: ver 69* S.E.) 


-Están anotados para hacer uso de la palabra, los señores 
Senadores Atchugarry y Millor. 


Tiene la palabra el señor Senador Atchugarry. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Señor Presidente: deseamos 
formular algunos comentarios a propósito de este proyecto de 
ley remitido por la Cámara de Representantes. 


En primer lugar, vale la pena considerar que el estado de la 
seguridad pública -por cierto, uno de los temas más comple- 
jos- no puede ser adjudicado ni a este proyecto ni a la situa- 
ción que el mismo regula. Me interesa señalar que desde el 
año 1994 la seguridad pública -que ha sufrido al cabo de los 
años un deterioro perceptible, al cual no es ajena la situación 
de la seguridad que, en general presentan los Estados ante 
nuevas formas de delitos- a nuestro juicio, constituye un fenó- 
meno que debería haber sido considerado teniendo en cuenta 
ciertas medidas puntuales. 


Cuando los partidos políticos fueron convocados en febre- 
ro de 1995, manifestamos nuestra preocupación acerca de que 
el delito organizado -que cada vez, valga la redundancia, se 
organiza más- no puede ser resuelto por la actual constitución 
del Ministerio del Interior. No es pensable que el personal de 
una comisaría o de una dirección puedan atender nuevas for- 
mas más sofisticadas y concentradas de delitos. Por tanto, cree- 
mos que la primera cosa que demanda el estado de seguridad, 
es una respuesta acorde a un delito que se organiza a través de 
una estructura pequeña, bien pagada, con buenos elementos 
técnicos que procure emular o aun sobrepasar las condiciones 
de preparación que pueda tener el nuevo sistema de delitos. 


Tampoco nos parece que el camino sea agravar sistemáti- 
camente las penas. Un conocido criminalista que visitó el Uru- 
guay señaló que más que el monto de la pena, el único ele- 
mento de disuación generalmente es la percepción por parte 
de quien delinque de un alto grado de probabilidad de ser 
descubierto y penado. La inevitabilidad de la pena es el único 
elemento realmente disuasorio y eso está vinculado mucho 
más a la capacidad de investigar y a la de juzgar y condenar 
ágilmente, que al tema de las penas. 


Por último, creo que es necesario investigar más y buscar 
un mecanismo que se acomode mejor y siga la evolución del 
delito. Asimismo, se tendrían que aliviar las tareas administra- 
tivas de un Ministerio que tiene un promedio de 25.000 fun- 
cionarios. Se ha estimado que la población que normalmente 
delinque no pasa de 4.000 ó 5.000 personas. Buena parte de 
las tareas que hoy se asignan a comisarías y establecimientos 
del Ministerio del Interior, son notoriamente de naturaleza ad- 
ministrativa. 
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Estas fueron las reflexiones que hicimos hace tres años y 
muy pocas de ellas fueron recogidas en la Ley de Seguridad 
Ciudadana. Allí se presentaron otras soluciones, entre otras, la 
que hoy estamos considerando. 


Quiero señalar que el argumento que se esgrimió para cam- 
biar este régimen fue la sospecha que tuvo el Legislador a 
propósito del régimen anterior, que funcionó durante 20 años, 
que era de naturaleza administrativa y estaba en manos de la 
administración carcelaria. 


Con respecto al sistema que se presenta ahora, deseo hacer 
tres precisiones. En primer lugar, me pregunto si es posible 
prescindir de las salidas transitorias. El estado de los estableci- 
mientos carcelarios no parece permitirlo. El 92% de quienes 
usan ese sistema, regresan. 


En consecuencia, el mejor mecanismo no es la eliminación 
de este sistema. Tal vez, lo más conveniente sería encontrar un 
método que permita deslindar e impedir que 45 reclusos -mu- 
chos de ellos con antecedentes peligrosos como, por ejemplo, 
rapiña, violación, homicidio- dejen de volver, tal como sucede 
hoy. A esto debe agregarse que, según presunciones, algunos de 
los que vuelven han cometido delitos en ese período. 


Entonces, nos parece que la situación que se ha generado 
en los últimos días ha demostrado, además, que este sistema 
de alguna manera diluye las responsabilidades. Hablo de un 
sistema en el que no se ha acotado por el Legislador la deci- 
sión del Juez -que a estar por lo expresado recientemente por 
el Tribunal de Apelaciones en lo Penal esto se encuentra den- 
tro de la función administrativa- y que, por lo tanto, puede ser 
reglamentada. En definitiva, la legislación actual somete a la 
mera consideración del Juez la decisión final sin marcarle pau- 
tas expresamente. 


Por otra parte, este sistema tampoco adjudica una respon- 
sabilidad a quienes elaboran los informes previos. En este sen- 
tido, precisamente en los últimos días la República, a propósi- 
to del no retorno de un presidiario, ha presenciado una discu- 
sión en cuanto a quién tenía la responsabilidad. Pensamos que 
en este tema el Legislador debe fijar con claridad en qué casos 
admite el uso de esta facultad administrativa en cuanto a quién 
considera la Justicia que debe ser el recluso y permanecer en 
esa condición. A este respecto, existen siete mecanismos a 
través de los cuales la Justicia puede conceder una forma de 
libertad, sin ser éste que estamos considerando pero, eso sí, 
dentro de la función jurisdiccional. 


En este mecanismo, cuya razón última, más que el reingre- 
so progresivo del recluso a la sociedad, básicamente es el 
estado de nuestro sistema carcelario, el Legislador no ha mar- 
cado las pautas. Por este motivo, sentimos que la primera re- 
flexión que hay que hacer es la tendiente a marcar firmemente 
las pautas en cuanto a qué corresponde a cada situación. Sin 
embargo, en el sistema previsto lo primero que se establece 
como condición es que el preso tenga buena conducta. En 
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consecuencia, debe ser claro que cuando no la tiene, no puede 
haber otra solución posible que la de no permitir el acceso a 
este beneficio. 


Asimismo, pensamos que en el último escalón de respon- 
sabilidades debemos considerar, en principio, la función del 
Juez, quien naturalmente tiene una visión del expediente y, en 
particular, del preso, así como de quién es el responsable del 
orden interno. A mi entender, señor Presidente, deben concu- 
rrir ambos puntos de vista. Digo esto porque en un sistema de 
esta naturaleza debe tenerse en cuenta también los 3:300.000 
habitantes y establecer la posibilidad de que si la autoridad 
responsable de mantener la seguridad a estos ciudadanos con- 
sidera que la salida de un recluso los somete a un peligro que 
no están en condiciones de enfrentar -por distintos motivos, 
que pueden ir desde la peligrosidad hasta determinadas situa- 
ciones como, por ejemplo, el surgimiento de una superbanda o 
aquellas que generan un aumento de riesgo con la salida tran- 
sitoria- los Legisladores debemos ser claros y determinar que 
en esos casos el recluso no puede salir. Todo esto, preservan- 
do para el Juez la decisión última de si puede salir o no, aun 
cuando la administración entienda que no es un peligro para la 
sociedad. Quiero destacar el aporte invalorable -y sorprenden- 
te- que hemos recibido del señor Juez Eguiluz a través de un 
trabajo de muy buena calidad técnica que, sin duda nos ha 
ayudado a esclarecer la necesidad de “acertar” cuáles son las 
opciones de la administración y en qué casos procede. 


Por otra parte, pensamos que habría que fijar las responsa- 
bilidades y, en este sentido, el Legislador haría bien en revisar 
el proyecto de ley venido de la Cámara de Representantes, 
pero precisando y asumiendo con claridad las cuatro o cinco 
posibilidades que existen cuando han de tomarse decisiones. 
Una de ellas es la pregunta de si el recluso puede salir cuando 
tiene mala conducta a juicio del organismo respectivo. Parece- 
ría que no, porque la propia ley establece como condición para 
tener derecho a la salida el ejercicio de una buena conducta. 
Otra posibilidad sería la de si el Legislador aprueba la salida 
de un recluso cuando el Ministerio del Interior, a través de sus 
más altas jerarquías -ya sea el Ministro o el Jefe de Policía- 
entiende que en ese momento significa un riesgo para el resto 
de la sociedad. Naturalmente, los restantes casos refieren al 
Juez que toma la decisión de otorgar la salida transitoria. A 
este respecto, nos hemos tomado la libertad de presentar una 
opción tanto para el artículo como viene de Comisión como el 
de la Cámara de Representantes, en la que precisamos estos 
aspectos. En otras palabras, digamos claramente si el Parla- 
mento está dispuesto a aceptar que una persona salga, cuando 
el Ministerio del Interior considera peligroso que acceda a este 
régimen. Insisto, digamos con toda claridad si en el caso de 
que haya un informe que señale que no hubo buena conducta, 
igualmente ello queda librado a la discrecionalidad del Poder 
Judicial o no. Reclamemos, además, que cada organismo asu- 
ma su responsabilidad y sea también claro a los efectos de 
evitar la dilución de las responsabilidades. A mi entender, esto 
también sería una forma de defender al propio Juez -que por 
su conformación y vocación, está siempre aplicando el Dere- 
cho- a quien en el año 1995 lo hemos colocado en una función 
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de administración no reglamentada, pues en definitiva no le 
damos ninguna pauta para decidir. Sin embargo, lo compro- 
metemos al máximo en su responsabilidad sin que pueda ma- 
nifestar si negó o autorizó tal salida porque, a su vez, el Legis- 
lador no instrumentó las pautas debidas. 


Entonces, lo que hoy podemos hacer es, precisamente, fijar 
esas pautas, es decir, establecer claramente cuándo el Parla- 
mento entiende que se puede o no otorgar este beneficio. En 
función de eso, no solamente vamos a determinar las respon- 
sabilidades, sino también aliviaremos a los propios Jueces en 
el ejercicio de sus funciones que, por otra parte -como ya dije- 
tiene otros siete mecanismos diferentes a éste, en el que la 
Justicia entiende que el preso debe seguir en reclusión. Quiero 
señalar, además, que tanto en este régimen como en sus conse- 
cuencias jurídicas cuando el recluso viola el sistema, haríamos 
bien -tal como lo acota el trabajo a que hacía referencia- en 
incluir, dentro de la sanción por la violación de la palabra, por 
el no retorno o por la comisión de un delito mientras está en 
uso de un régimen tan especial, otras situaciones en la salida 
transitoria según las cuales el recluso puede salir en forma 
extraordinaria. De este modo, se daría la misma solución jurí- 
dica a casos que son sustantivamente iguales. Digo esto por- 
que el hecho de que un recluso esté en uso de una salida 
transitoria o extraordinaria en función de un acontecimiento 
familiar, desde la óptica del resto de los ciudadanos, así como 
del propio recluso, sigue siendo la misma situación más allá 
de cuál haya sido su origen. 


Por otra parte, el Senado va a analizar y decidir si desea 
establecer el delito de autoevasión o mantener lo que se apro- 
bó en la Cámara de Representantes. A este respecto, hay un 
par de razonamientos que he leído y sobre los cuales mi espíri- 
tu ya se manifestaba favorable en el sentido de mantener la 
solución aprobada en la otra Cámara. En este trabajo, se hace 
referencia a la siguiente situación: generalmente el recluso ni 
siquiera es penado. Entonces, ¿qué pasa si el recluso cede a 
esa ansia de libertad y pocos días después la Justicia concluye 
que es inocente y, sin embargo, habría cometido este delito 
que se sanciona con un mínimo de seis meses y un máximo de 
cuatro años de penitenciaría? 


En segundo término, señor Presidente, si lo establecemos 
como delito, éste se consuma en forma intantánea, es decir 
que transcurridos el lugar y la hora señalados para el retorno, 
se configuraría como todo delito. De este modo, ya se hace 
acreedor a la pena. Me parece que la solución que se logró 
que, en definitiva, es progresiva en función de los días en que 
está ausente y, por lo tanto, alienta permanentemente a que los 
reclusos retornen, es más acorde y fácil de aplicar. 


Más adelante, en la discusión particular, nos referiremos a 
otros aspectos de este proyecto de ley, pero entendemos que 
estos dos son los centrales. ¿Qué es lo que el Legislador desea 
que se resuelva en esta materia? Creo que la labor preventiva 
es la básica y la misma consiste en que los organismos tengan 
la facultad de vetar esa salida, ya sea el Juez por el estado de 
conocimiento del recluso y del expediente, o la autoridad res- 
ponsable de la seguridad pública. 
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En segundo lugar, señor Presidente, entendemos que hay 
que buscar algún sistema sancionatorio que hoy no existe para 
la ruptura de esta relación de confianza por la cual se adquiere 
esta libertad transitoria. Insisto en que esto debe hacerse sin 
contravenir muchos de los conceptos clásicos en la materia 
que señalan que el espíritu de libertad es irrefrenable en el ser 
humano y cuando es sin violencia no debería considerarse un 
delito autónomo. 


Concluyo diciendo que el estado de la seguridad pública 
no depende -como lo han señalado en jornadas anteriores al- 
gunos señores Senadores- de este proyecto de ley. Esto va a 
resolver algunos casos sonados que, además, los medios de 
comunicación los han mostrado de tal manera que, a veces, el 
observador inadvertido puede pensar que el tema de la seguri- 
dad pública del Uruguay es éste. 


Por cierto, señor Presidente, seguimos creyendo que el es- 
tado de seguridad pública lo que demanda en la actualidad son 
Fiscales especializados en el delito organizado, veinte o treinta 
investigadores especialmente equipados y buscar la forma de 
controlar el delito organizado, no porque sea el que comete 
todos los delitos, sino que, seguramente, es el que comete los 
delitos que, muchas veces, no son los que afligen al ciudadano 
común y corriente que está preocupado por el hurto, por la 
rapiña, por el atentado violento al pudor, etcétera. Pero son, sí, 
los que desarticulan la trama policial y presidiaria, porque con 
su poder económico o de amedrentar, son los que, de alguna 
manera, luego se convierten en un marco protector o cómplice 
del delincuente más común que, tal vez, sí es más fruto de las 
circunstancias. 


Siento que este tema, que para nosotros tiene una gran 
prioridad, merece que sigamos trabajando en él. Hoy acompa- 
ñaremos las fórmulas que se han planteado y las que hemos 
presentado para resolver este punto que, insisto, no nos parece 
que sea central. Además, pensamos que debemos seguir inten- 
tando la comprensión del Parlamento y del Poder Ejecutivo, a 
propósito de las medidas que creemos adecuadas para llegar al 
corazón de la cuestión, allí donde se financia y se organiza el 
delito, que entendemos representan las diferencias cualitativas 
entre el estado que el Uruguay conoció en cuanto a seguridad 
pública y el que hoy tenemos. 


Naturalmente, no es ajeno a nuestra preocupación restable- 
cer la igualdad de oportunidades y compartir las situaciones 
de marginalidad por carencia de medios y, por cierto, esta es 
una obligación ética independiente de la de la seguridad públi- 
ca. Obviamente, a largo plazo, podrá tener que ver con el tema 
de la seguridad pública. 


Termino como comenzamos: sólo la mayor certeza y la 
mayor probabilidad de que una pena va a ser aplicada es el 
verdadero disuasivo, más aun que lo draconiano de la pena y 
que este sistema de salida transitoria. Para ello, insisto, señor 
Presidente, en que se requieren nuevas formas de investigar, 
de procedimiento y nuevos recursos a tales efectos, con la 
total convicción de que es por allí que los países o las ciuda- 
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des que tenían problemas de seguridad mucho más graves que 
nosotros, los han mejorado; los ejemplos están ahí para que 
los observemos. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Senador 
Millor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: entendemos que es 
un acierto retornar al proyecto de ley original del Poder Ejecu- 
tivo, más allá de algunas modificaciones o agregados que al- 
gunos señores Senadores quieren introducir, que en la mayoría 
de los casos, compartimos. 


Reitero que es un acierto volver a dicha iniciativa, porque 
ésta no suprimía el régimen de salidas transitorias pero, evi- 
dentemente, tornaba más estricto su otorgamiento y, podría- 
mos decir, disminuía las posibilidades de que el recluso no 
retornase. 


Es bueno hacer un poco de historia de cómo se introduce 
esta figura que alguien ha tildado de excesivamente liberal. Acla- 
ro que esta figura no fue introducida en el Uruguay en momen- 
tos de gran liberalismo, ya que ello ocurrió en 1975. Lo único 
que se hizo fue extrapolar experiencias de naciones muy civili- 
zadas en las cuales este mecanismo funcionaba bastante bien. El 
mismo tiene como sustracto filosófico permitir al preso compa- 
rar el estado de libertad con el de reclusión, es decir, valorar la 
libertad y reencontrarse con sus seres queridos, con su barrio, 
con sus familiares y con sus hábitos de trabajo. 


Es cierto lo que dice el señor Senador Atchugarry. En 1995, 
el espíritu que primó para cambiar la autoridad responsable de 
otorgar la licencia -antes lo hacía la fuerza policial- fue el de 
terminar con esa suerte de sospecha o discurso que le atribuía 
los no retornos de algunos reclusos a la forma en que la poli- 
cía otorgaba la licencia. Lo cierto es que desde el momento en 
que se le dio esta potestad a los Jueces, son más los que no 
retornan que antes de 1995. Aclaro que descarto -ni se me ha 
ocurrido pensarlo- que pueda existir corrupción en el Poder 
Judicial sino que, en realidad, lo que sucede es que el Juez 
actúa por expediente y el policía por olfato, es decir, por ese 
baquianismo que le permite conocer preso por preso, intuyen- 
do a quién conviene o no otorgar la licencia, con lo que se 
equivocaba menos. Reitero que el Juez actúa por expediente y 
es por esa razón que es muy conveniente tornar más estrictos 
los pasos que ese expediente tiene que dar. 


Estoy totalmente de acuerdo con que este proyecto de ley 
del Poder Ejecutivo -que, en nuestra opinión, es muy bueno- 
no va a terminar con el problema de que algunos presos no 
retornen pero, insisto, hará que más de uno lo piense dos 
veces y minimice los riesgos. 


Es bueno hacer un breve “racconto” de las mejoras que el 
proyecto de ley del Poder Ejecutivo introduce al régimen que 
hasta ahora tenemos vigente. 
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En primer lugar, en las modificaciones que realiza en el 
artículo 62 de la Ley N* 16.707, que viene de la N* 14.470, se 
amplía el plazo que tiene la autoridad carcelaria para formular 
el informe al Juez ante una solicitud de salida. Hasta ahora ese 
plazo es de setenta y dos horas y, realmente, es muy exiguo 
para valorar correctamente una solicitud de salida. A partir de 
este proyecto de ley, el mismo sería de diez días y se dice 
explícitamente que serán hábiles; este plazo es más que pru- 
dencial para que se pueda estudiar y evaluar cada solicitud de 
salida. 


En segundo término, si bien se mantiene el plazo de cinco 
días para expedirse de que dispone el Juez, se agrega que debe 
ser oído en forma preceptiva el Fiscal, con carácter previo, tal 
como ocurre en los incidentes excarcelatorios. 


En tercer lugar, se agrega un inciso en el que se establece 
que si se deniega la solicitud, no se podrá presentar una nueva 
hasta transcurridos noventa días. Creo que este es un gran 
acierto del Poder Ejecutivo, porque evita lo que se ha dado en 
llamar solicitudes en cascada. Actualmente, la costumbre es 
que un preso presente una solicitud de salida transitoria un 
lunes, otro el martes, otro el miércoles, etcétera, y como con- 
secuencia de esto se produce una saturación del trabajo para la 
autoridad carcelaria y para el Juez. Entonces, lo que se procu- 
ra con este proyecto de ley es dar con el técnico del INACRI 
más benevolente y utilizar el informe que le es favorable cuan- 
do, de repente, lo precedieron seis o siete desfavorables. Me 
parece que establecer noventa días entre una solicitud denega- 
da y una nueva, es un plazo mínimo, porque en un plazo 
menor a éste no se pueden realizar evaluaciones de ningún 
cambio de una conducta carcelaria. 


En cuarto término, disminuye y unifica las responsabilida- 
des. Este fue un reclamo realizado por varios Legisladores, en 
el sentido de que tenía que haber algún responsable, en cuanto 
al informe previo que recibía el Juez. Aquí, las responsabilida- 
des disminuyen porque el proyecto habla del Director Nacio- 
nal de Cárceles y de cada uno de los Jefes de Policía. Actual- 
mente, del primero dependen, entre otros, el establecimiento 
de Libertad; la chacra de Libertad, que es una cosa distinta al 
establecimiento penal; el establecimiento de Santiago Vázquez, 
el Tacoma, la Cárcel de Mujeres, la cárcel que en poco tiempo 
se va a inaugurar en Canelones, sobre la Ruta 11, así como 
también los diecinueve Jefes de Policía. 


Considero que está bien que la responsabilidad se manten- 
ga respecto de esos diecinueve Jefes de Policía, porque en la 
órbita del Director Nacional de Cárceles tenemos, por lo me- 
nos, a las dos terceras partes del total de reclusos del país. 


En quinto lugar, en el inciso 6” se establece que la resolu- 
ción es irrecurrible, lo que está bien, porque no se trata de una 
excarcelación provisional. Por lo tanto, el trámite se abrevia, 
estableciendo que la resolución es irrecurrible. Obviamente 
sólo sería recurrible la resolución denegatoria, pero acá se 
establece que es irrecurrible. 
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Por otro lado, dentro de las modificaciones que introduce 
el artículo 63 de la Ley N* 16.707, que también tiene como 
antecedente el Decreto-Ley N* 14.470, tenemos una que ex- 
presa que no se autorizan las salidas hasta que el recluso no 
haya cumplido noventa días de prisión preventiva. Debo decir 
que en la Cámara de Representantes esto se rebajó a sesenta 
días. Personalmente, pienso que se debe mantener el plazo de 
noventa días, porque los técnicos insisten que es imposible 
evaluar una conducta carcelaria en un plazo menor. Además, 
se restringe para los delitos graves, que son los que tienen un 
mínimo de penitenciaría. Acá, se requiere cumplir un tercio de 
la pena mínima prevista legalmente. 


Otra modificación importante, que sería la tercera, es la 
que establece como preceptivo el informe del Instituto Nacio- 
nal de Criminología. 


Debo decir, señor Presidente, que he dejado para el final lo 
que pienso es la modificación más importante que realiza el 
proyecto del Poder Ejecutivo y que, aparentemente, es la que 
ha levantado mayores resistencias. Es la de tipificar un nuevo 
delito, al que se aplicaría la misma pena que al de autoevasión, 
agregándole un inciso segundo al artículo 184 del Código Pe- 
nal. Ese nuevo delito consiste en el hecho de que si el recluso 
no retorna al establecimiento en la fecha prevista, se le aplica- 
rá una pena que irá de los seis meses a los cuatro años de 
penitenciaría. 


Hemos escuchado distintos discursos -no me refiero a los 
que se han pronunciado en el día de hoy- en contra de esta 
figura que dice que siendo la libertad un bien supremo, no 
debe penarse a quien, en búsqueda de esa misma libertad, 
transgrede alguna norma. Pienso que acá hay un error de con- 
cepto, porque el recluso que está haciendo uso de una salida 
transitoria, está preso por haberse portado mal, por haber co- 
metido un delito; es decir que no se encuentra becado en un 
establecimiento de distracción. Se trata de una persona que 
agredió a la sociedad, la que le retribuye -en el concepto retri- 
butivo que tiene la pena- ese comportamiento, aplicándole una 
pena. Ahora bien; según el delito que haya cometido y la 
conducta que haya observado en el establecimiento carcelario, 
la sociedad, los tres millones de uruguayos, le dan una nueva 
oportunidad y, a través del Juez, depositan la fe pública en ese 
recluso. Por lo tanto, el recluso que no vuelve en la fecha que 
el Juez le indica, no creo que esté motivado por su ansia de 
libertad. Lo que está haciendo, es atentar contra la fe pública 
que es pública porque la concede el Juez y porque representa 
la fe de tres millones de uruguayos. Por lo tanto, es eso lo que 
se está tipificando; no se está cercenando el derecho a la liber- 
tad de nadie porque, técnicamente, el recluso no está libre, 
sino preso. Lo que sucede, es que durante la licencia no se 
encuentra recluido en un establecimiento carcelario. Sin em- 
bargo, está cumpliendo una condena y debe ceñirse a determi- 
nadas reglas. Al violentar esa fe que la sociedad ha depositado 
en él es que tipifica una figura delictiva. 


Insisto en este concepto porque este discurso es el mismo 
que, desde hace años hemos escuchado cuando se dice, por 
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ejemplo, que está mal que una persona vaya presa por librar 
cheques sin fondo. Asimismo, también se expresa que no pue- 
de haber prisión por deudas, lo que es otro error de concepto. 
Por ejemplo, hay prisión por deudas si una persona le pide 
dinero a otra que se lo presta y la primera no lo devuelve. Si el 
que prestó el dinero logra probar que realmente lo hizo, ten- 
dríamos una figura que el Derecho uruguayo no admite, que 
sería la prisión por deudas. Sin embargo, librar cheques sin 
fondo es otra cosa; es transgredir la fe pública de un documen- 
to que está avalado por toda una normativa del Estado. El 
sentido común nos indica con claridad que alguna sanción 
debe tener quien empapela toda una ciudad o un país con 
cheques sin fondo, causando un perjuicio muy grande a las 
economías de terceros. Una cosa son las posturas liberales y 
otras las que de liberales pasan a otro nivel, tornándose en una 
desconceptualización de otro tipo de valores. Sería el caso de 
la fe pública de una sociedad que, confiando en una persona 
que la ha agredido, le otorga una nueva oportunidad y, en 
función de ello, el Juez concede la salida transitoria. 


Debemos expresar que compartimos las propuestas formu- 
ladas por algunos compañeros, las que analizaremos en su 
momento. 


Personalmente, considero que en la Exposición de Motivos 
hay un pequeño error. Dicha Exposición de Motivos expresa: 
“* ..aquel que, autorizado a salir del establecimiento de deten- 
ción en que se encuentre, en régimen de salidas transitorias, 
no regresare al mismo en el plazo fijado en la autorización 
respectiva (como se advierte, no se ha estipulado en la norma 
qué sucede en los casos en que el recluso vuelve a su lugar de 
reclusión, pero vencido dicho plazo, dejando librado al buen 
criterio de la autoridad carcelaria la presentación de la denun- 
cia respectiva)”, etcétera. Considero que esto no es así, porque 
la autoridad carcelaria podrá o no hacer la denuncia respecti- 
va, pero el delito igual se configura por el hecho del no retor- 
no. Cualquier persona, enterada de que el recluso no regresó, 
puede efectuar la denuncia. Ahora bien; se entendió conve- 
niente no poner nada en el proyecto de ley del Poder Ejecuti- 
vo, porque si el recluso retorna después del plazo previsto por 
el Juez, se encuentra dentro de lo dispuesto en el inciso 9 del 
artículo 46 del Código Penal, que se encuentra en el Capítulo 
que habla de las circunstancias que alteran el grado de la pena, 
de las circunstancias atenuantes. El referido artículo, en su 
inciso 9 dice: “(Presentación a la autoridad) - El haberse pre- 
sentado a la autoridad, confesando el delito, cuando de las 
circunstancias resultare que el agente pudo sustraerse a la pena, 
por la ocultación o la fuga”. Este es el atenuante a tener en 
cuenta con un recluso que no regrese en la fecha indicada por 
el Juez. Sin embargo, reitero que el delito se configura desde 
el momento en que el recluso no vuelve el día indicado por el 
Juez. Obviamente, por una cuestión de sentido común, la auto- 
ridad carcelaria dispondrá de un margen elemental en cuanto a 
la hora, pero no en cuanto a la configuración del delito. 


Con respecto a las figuras que algunos señores Senadores 
han presentado, debemos decir que nos vamos a ocupar de 
ellas en el momento en que se traten. 


25 de Noviembre de 1997 


A continuación, desearía realizar una consulta. Hay una 
figura introducida por la Cámara de Representantes. Se trata 
del inciso seis del artículo 62 del Decreto-Ley N* 14.470, 
donde se establece que si en el plazo establecido no hubiere 
resolución, el expediente se remitirá al Juez subrogante quien 
dispondrá de igual término. Me pregunto si esta disposición 
no se encuentra en las normas comunes de Derecho Procesal. 
De no ser así, no estaría mal mantener esta figura que, repito, 
creo que está contenida en las normas generales del Código de 
Procedimiento. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


(Ingresan a Sala varios señores Senadores) 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: en estos casos en 
que encaramos temas parciales en relación con el problema de 
la delincuencia y la crisis, de la seguridad, nos sentimos en el 
deber de precisar que el sobredimensionamiento que adquie- 
ren determinadas circunstancias -como es el caso de las sali- 
das transitorias- puede llevar a la errónea creencia de que va a 
Operar una especie de corrección de ese fenómeno excepcional 
del auge delictivo que creó una especial expectativa y angustia 
en la sociedad. En el imaginario colectivo puede creerse que la 
modificación de las salidas transitorias va a detener el proceso 
del delito, pues no siempre existe el afinamiento del alcance 
real de algunos de los aspectos que se llevan a cabo en el 
plano político. Esto ya lo planteamos cuando hablamos de la 
Ley de Seguridad Pública; el formalismo jurídico no logra 
corregir aspectos que tienen que ver con temas de profundidad 
en la estructura y organización de todos los momentos que 
implica el delito, esto es, el de prevención, el de investigación, 
el de reclusión y también el social o genético. 


Reconozco que existe resistencia en cuanto a trasladar una 
temática concreta hacia lo social. De alguna manera, la gente 
siente que se está eludiendo determinado asunto concreto, des- 
viando -aparentemente- la solución. Sentimos, pues, la necesi- 
dad de establecer que esto está ajustado a cierta dimensión. 


Sabemos que de las situaciones de fuga dependientes de la 
Dirección de Cárceles, el 78% -de una cantidad de 119- corres- 
pondió a personas que estaban gozando del régimen de salidas 
transitorias. Naturalmente, no dejo de reconocer que ese es un 
dato de la realidad, que debe llevar a pulir y corregir el sistema; 
pero, al mismo tiempo, siento la necesidad de no desarrollar la 
idea de un Derecho Penal de excepción, porque no es bueno 
que elaboremos un Derecho Penal de excepción en función de 
situaciones de alarma social, lo que en general ha sido sostenido 
en esta Cámara por casi todos los señores Senadores. 


Tal como manifestamos en Comisión, entendemos que hay 
tres aspectos fundamentales. El primero de ellos es que resulta 
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muy difícil que se corrijan los efectos negativos de la conduc- 
ta atípica o delictiva, si no se soluciona el problema de la 
prevención con una reestructura de todo el sistema de investi- 
gación policial, donde sabemos que hay gente muy honesta, 
pero donde también se ha constatado que hay corrupción. Al 
respecto, en la Comisión de Seguridad Pública se ha estudiado 
toda una relación de los Defensores de Oficio sobre situacio- 
nes concretas de procesos de corrupción. Evidentemente, se 
trata de un ámbito en el que habría que buscar solución, en la 
medida en que esto también es un dato surgido de la realidad. 


El segundo aspecto tiene que ver con el régimen carcela- 
rio. Me cuesta entender que el argumento para las salidas tran- 
sitorias sea el del hacinamiento que existe en las cárceles cuan- 
do, en realidad, en ese caso el impulso natural debería ser el 
de gastar para hacer otros establecimientos, a fin de no operar 
esta situación forzada. Sin embargo, he escuchado esto como 
argumento fundamental, inclusive de altos jerarcas del Poder 
Judicial. A mi juicio, eso implica exponer a la sociedad. Sobre 
la base de que no se tienen los recursos para alojar en condi- 
ciones correctas a los detenidos -tal como lo manda la Consti- 
tución de la República- se crea un riesgo para el resto de la 
sociedad. Esto no me parece razonable como explicación. 


Por lo expuesto, entiendo que deberá encararse una moder- 
nización en materia carcelaria. Actualmente ya no se habla 
más de grandes cárceles, tal como se desarrolló en cierto tiem- 
po en los Estados Unidos, sino de la descentralización, contan- 
do con múltiples locales de reclusión. 


Repito: el hacinamiento no puede ser un argumento para 
las salidas transitorias. Sí puede serlo lo que se ha señalado 
aquí en el plano teórico, en cuanto a adaptar al delincuente a 
la libertad, pero en todo caso, debe ser restringido y con los 
controles que se establecen en este proyecto de ley. Además, 
debe contarse con algo que no está dado y que refiere a los 
programas para las salidas transitorias. De lo contrario, el pre- 
so que sale, una vez que visita a la familia y a sus amigos, si 
no tiene una solución de vida, vuelve a delinquir. Aclaro que 
esto ya lo expresaba en la Cámara de Representantes el hoy 
Senador Atchugarry. Decía que ojalá que algún día existieran 
programas de rehabilitación y reinserción en la sociedad, por- 
que la autoridad carcelaria, acá y en todas partes del mundo, 
tiene que ver con esos programas. Es decir, que la salida tran- 
sitoria no sea un instrumento para sacar al preso del local 
carcelario en que está hacinado, sino un instrumento del Dere- 
cho Penal; que no sea una mecánica administrativa para aliviar 
un establecimiento carcelario, sino para que se integre a la 
sociedad. Esto supone la existencia de un programa, tal como 
señalaba el entonces Representante Atchugarry. 


En consecuencia, nosotros no vemos el tema de las salidas 
transitorias despojado de estos otros aspectos que son funda- 
mentales. 


En la discusión que se dio en la Cámara Baja, el Legislador 
Corbo planteó un informe requerido al sociólogo Campaña, de 
la Facultad de Derecho, quien sostenía que el actual sistema 
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institucional de reclusión no permite que el recluso retorne a 
la organización social a desempeñar roles permitidos y acepta- 
dos por el sistema normativo legal. Agregaba que la correla- 
ción entre el tiempo de reclusión, la educación formal sistemá- 
tica recibida en el proceso de reclusión y las actividades labo- 
rales desempeñadas durante la privación de la libertad, permi- 
te sostener que los fines de real adaptación social de los reclu- 
sos y de profilaxis, no se cumplen. 


Esto se planteó en el debate que se llevó a cabo en la 
Cámara de Representantes; se trata de un estudio técnico que 
demuestra que aquí también hay un fenómeno clave. 


Entonces, para que la salida transitoria sea un instituto del 
Derecho Penal, debe estar complementada por los elementos 
técnicos que permitan que la persona que sale pueda utilizar 
dicha salida para su propia adaptación a la sociedad y para 
mejorar su inserción en el medio social. Si esto no se da, es 
muy fácil que el impulso de libertad transforme a esa salida 
transitoria en una fuga. Tengamos en cuenta que si hoy en el 
Uruguay no encuentra trabajo un “santo varón”, más difícil 
será que, por la vía de la readaptación, lo halle un delincuente 
que notoriamente está en uso de salida transitoria. 


Por último, queremos señalar lo relativo a la génesis del 
delito, que tiene que ver con el salario, con todo el proceso 
social de trabajo y con la educación, sobre lo que hay expe- 
riencias importantes. Una Comisión creada por el artículo 37 
de la Ley de Seguridad Ciudadana, integrada por el equipo de 
redes del INAME, la Dirección de la Escuela N* 184, una 
propuesta de Taller de Capacitación, el Grupo Tacurú, el Gru- 
po de Salud CCZ 13, el Programa a Nuestros Niños y una 
Unidad de Montevideo Rural, elaboró un anteproyecto en un 
barrio marginal, el Lavalleja, con equipos interdisciplinarios 
que encaraban los temas salud, educación y recreación, entre 
otros aspectos. A nuestro juicio, esto también tiene que ver 
con lo social, de forma de apoyar la posibilidad del derecho a 
la salida transitoria. 


Tengo conocimiento de que en un Seminario de 1994, una 
figura muy prestigiosa de Argentina, el profesor Zaffaroni, 
planteó las dudas sobre las distintas soluciones al tema peni- 
tenciario -inclusive, existe desconcierto en la doctrina- descar- 
tando de alguna manera el viejo correccionalismo de princi- 
pios de siglo, la tesis positivista del delincuente enfermo que 
debe ser corregido en su peligrosidad y por último eliminado 
por la vía de la reclusión, pero también descartando lo que se 
llama la filosofía de los “Re”, esto es, de la rehabilitación, 
recuperación y de la reinserción, porque evidentemente hay un 
fenómeno de frustración. 


Nosotros creemos que la filosofía de los “Re” puede fun- 
cionar únicamente si lo social está marchando adecuadamente. 
Alguien ha declarado que, por ejemplo, en el Gobierno de 
Clinton mejoró el nivel de empleo y disminuyó la entidad 
delictiva. No existe una correspondencia mecánica al respecto, 
pero se percibe una importante incidencia en un país que tiene 
una macrocefalia del sistema penitenciario, ya que de cada 
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200 norteamericanos, uno ha estado preso. Evidentemente, esta 
temática tiene gran trascendencia. 


Decimos todo esto con respecto a las salidas transitorias, 
porque los ciudadanos uruguayos pueden pensar que estamos 
trabajando para lograr algo muy importante. Sin embargo, si 
todo esto continúa en las condiciones en que se encuentra 
actualmente, el porcentaje de fuga disminuirá, pero no reper- 
cutirá de manera tal que pueda pensarse en la adopción de 
soluciones más rigurosas en el tema de las salidas transitorias. 


En cuanto al proyecto de ley en general, en la Bancada 
hemos resuelto que lo vamos a acompañar, con algunas dis- 
crepancias o salvedades que indicamos en nuestra exposición. 
Por ejemplo, no vamos a acompañar el delito de autoevasión. 
En ese sentido quiero señalar tres aspectos que considero im- 
portantes. La inclusión en la figura de autoevasión de un com- 
plemento anormal no nos parece adecuada técnicamente. La 
autoevasión supone violencia en las cosas; introducir forzada- 
mente en esa tipología de delito el caso de un individuo que 
utiliza el estado de libertad en que se encuentra para mante- 
nerse libre, no nos parece que tenga armonía con la tipifica- 
ción delictiva de esa figura. Ambos tienen una naturaleza jurí- 
dica distinta, ya que uno incurre en violencia en las cosas -lo 
que genera el delito de autoevasión- y el otro es simplemente 
el impulso de quedar libre cuando existe una oportunidad para 
serlo. Ese es uno de los puntos que no vamos a acompañar. 


Asimismo, en lo personal, no nos parecen buenos los par- 
ches penales. Esto lo manifestamos al considerarse la Ley de 
Seguridad Ciudadana y es una posición que también se plan- 
teó a nivel de la Comisión en alguna reunión en que concu- 
rrieron profesores de Derecho Penal. En general, el sistema 
penal de delitos está interrelacionado en cuanto a la dosifica- 
ción de las penas y sus tipologías. El hecho de introducir un 
parche atípico dentro de una figura delictiva sin realizar una 
consulta adecuada a nivel técnico-penal, no nos parece conve- 
niente. Por eso preferíamos la solución aprobada en la Cámara 
de Representantes que, en lugar de admitir este delito de au- 
toevasión, incluyó un agravante número 16 en el artículo 47 
del Código Penal. Esto sí lo vamos a compartir, porque cree- 
mos que es lógico que el que aprovecha el estado de salida 
transitoria para cometer un delito pueda estar afectado por un 
agravante. 


De todas maneras, reitero que vamos a acompañar el pro- 
yecto de ley en todos los demás aspectos y también el aditivo 
presentado por el señor Senador Korzeniak en el sentido de 
que esto se plantea para una hipótesis absolutamente excep- 
cional, que es la existencia de dolo o culpa grave en el funcio- 
nario que viabiliza o hace posible la salida transitoria. 


Esto puede cubrir irregularidades que se produjeron en el 
pasado en el otorgamiento de salidas transitorias. Evidente- 
mente, deben comprometer la responsabilidad y, en este caso, 
el Estado repetiría contra los funcionarios responsables. 


Por todo lo expuesto, reitero que vamos a acompañar el 
proyecto de ley, discrepando con los puntos que hemos seña- 
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lado y algún otro al que haremos referencia en la discusión 
particular. 


SEÑOR SANABRIA. - Pido la palabra 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANABRIA. - No puedo resistirme a la tentación 
de dejar alguna constancia. 


La primera de ellas es que comparto los informes de nues- 
tros compañeros de Bancada vinculados con este proyecto de 
ley. 


Evidentemente, el tema de la seguridad en el Uruguay es 
tal vez el de la inseguridad. La inseguridad pública es algo 
relativamente nuevo en nuestro país y, si lo relacionamos con 
la problemática de la vivienda, vemos que aunque no existe 
relación directa entre ambos temas, juntos quizá nos den la 
explicación de lo que está pasando. 


El Uruguay no crece poblacionalmente y venimos de déca- 
das favorables en la economía y el desarrollo del país, más 
allá de las crisis regionales, mundiales o aquellas en las que 
también estuvimos involucrados. En esta época de globaliza- 
ción de economías, el Uruguay está asistiendo a problemáticas 
que le eran ajenas. Un extranjero no conocedor de nuestra 
realidad no puede entender cómo un país que ha vivido épocas 
muy buenas tiene carencia de viviendas. A pesar de no tener 
crecimiento de la población -ya que seguimos siendo los mis- 
mos 3:000.000 de habitantes de hace bastante tiempo y así 
continuaremos, ya que la tasa de natalidad realmente es baja-, 
ha habido una migración interna y una transformación seme- 
jante a la que tienen todos los países del mundo, sean de 
izquierda, de derecha o del medio: la gente se ha trasladado a 
las zonas que cuentan con más servicios. Esta industria, con el 
correr del tiempo, se está convirtiendo en la principal a nivel 
mundial. Por este motivo, la vivienda que falta para determi- 
nadas familias en Montevideo, Canelones, Colonia, Rocha o 
Maldonado, quizá quedó desocupada en Flores o en Tacua- 
rembó. Evidentemente, existió una migración interna y la si- 
gue habiendo porque, a pesar del crecimiento histórico que 
está teniendo el sector agropecuario, hoy el mundo tiene una 
marcada tendencia hacia la tecnología -la que por suerte tam- 
bién se está aplicando en el Uruguay-, que hace que se esté 
produciendo cada vez más, pero con más máquinas y con 
menos gente. 


La realidad que hemos descripto está golpeando fuerte en 
el tema de la seguridad pública. Dejamos de ser una sociedad 
en la que todos se conocían. Muchos de los pueblos de campa- 
ña se han reducido demasiado y ciudades como Montevideo, 
Maldonado y la Costa de Oro se han tornado metrópolis donde 
la gente no se conoce, ni importa el sistema de vida o la 
convivencia social. Esa situación nos ha llevado a tomar nue- 
vas herramientas para defendernos de aquellos que se apartan 
de la ley. En ese contexto, creemos que el tema de la seguri- 
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dad pública, más allá de medidas que hay que adoptar y de 
herramientas que se deben otorgar a la población, pasa inexo- 
rablemente por un compromiso de toda la sociedad, que debe 
ser asumido, no solamente a través de los elementos que el 
Poder Legislativo que integramos puede dar al Ministerio del 
Interior o al Poder Judicial, sino también por medio de una 
responsabilidad política como país, como uruguayos, y no como 
sector o partido político. Esta es una de las grandes cuestiones 
que tenemos que resolver entre todos. Mala cosa sería politi- 
zar este tema, tratar de captar ideas o buscar proyectos inapli- 
cables, que puedan generar esperanzas que luego no se condi- 
gan con los hechos. Considero que todo aquello que se rela- 
ciona con los temas de seguridad pública, la educación y la 
marcha económica del país -en un contexto internacional que 
poca cintura nos deja para resolver y en el que en muchas 
oportunidades no existen distancias ideológicas, filosóficas o 
políticas y, por cuestiones políticas, aparecemos en la escena 
pública distanciados o enfrentados- debemos resolverlo entre 
todos, con pasos pequeños o grandes. 


En definitiva, no quiero entrar -ni corresponde que lo haga, 
porque lo han hecho muy bien distintos Legisladores- en el 
tema jurídico y legal sino, fundamentalmente, en el del sentido 
común. Se trata de que la licencia de los delincuentes o de los 
que se han apartado de la ley no signifique vedar, para siem- 
pre, la licencia del ciudadano común y su familia, que no 
puede salir de su casa por miedo a la inseguridad de la calle o 
el peligro que puedan correr sus bienes materiales. 


Evidentemente, de lo que aquí se trata es de dar un nuevo 
instrumento que no será el único ni resolverá todos los proble- 
mas pero, en definitiva, implica una señal de que el sistema 
político está preocupado por un tema que hoy -desde nuestra 
óptica- es muy importante para los uruguayos. Seguramente, 
alguien me podrá recordar el problema de la desocupación, a 
pesar de que entre todos estamos tratando de vencerla, en 
virtud de que el país está reencontrando caminos de produc- 
ción, exportación, crecimiento y ocupación de mano de obra y 
trabajo nacional. Reitero que si bien esto lo estamos haciendo 
entre todos, el tema de la seguridad pública no se mide por ese 
porcentaje de desocupación, a pesar de que es importante y 
tenemos que combatirlo. Es un problema de todos y, obvia- 
mente, desde ese punto de vista, esta es una herramienta que 
se aplicará más allá de la eficacia que, como tal, puede tener 
cuando es utilizada fundamentalmente por seres humanos. Creo 
que la voluntad política tiene que estar al servicio de las herra- 
mientas que el Poder Judicial nos pida o le podamos dar; de 
las herramientas que la Policía y el Ministerio del Interior nos 
soliciten y les podamos ofrecer pero, fundamentalmente, debe 
responder a la vocación política asumida en cuanto a que el 
tema de la inseguridad pública es tarea de todos. Sostenemos 
esto, porque -fundamentalmente- de lo que se trata es de un 
estado de seguridad que todos los uruguayos tenemos que de- 
fender y valorar, para no perderlo y para no cometer errores. 


Se dice que la penalización de los delitos pequeños, come- 
tidos en países que han logrado un desarrollo importante, ha 
actuado desestimulando el crecimiento de la delincuencia. Evi- 
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dentemente, en esa tarea no sólo inciden los instrumentos que 
le podamos dar al Poder Judicial y al Ministerio del Interior, 
sino que también cuenta la forma en que ellos se aplican. En 
este caso, evidentemente se trata de una nueva herramienta 
que, reitero, no creemos que sea el único elemento que tenga- 
mos que dar al Poder Judicial, además tenemos que ir creando 
una voluntad política para asumir que este es un tema de todos 
y que entre todos lo tenemos que resolver. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota:) 

-19 en 19. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo 1*. 


SEÑOR POZZOLO. - Formulo moción para que se supri- 
ma la lectura de los artículos en la discusión particular. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 

-19 en 21. Afirmativa. 

En consideración el artículo 1*. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 1”. - Modifícase el artículo 184 del 
Código Penal, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“Artículo 184. (Autoevasión). - El que hallándo- 
se legalmente preso o detenido se evadiere em- 
pleando violencia en las cosas, será castigado 
con seis meses de prisión a cuatro años de peni- 
tenciaría. 


Igual pena se aplicará al que, autorizado por la 
autoridad competente a ausentarse de su lugar 
de reclusión, en régimen de salidas transitorias, 
no regresare al mismo, en el plazo fijado”.”) 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - En el artículo 1? del proyecto de ley 
que estamos considerando se comienza por modificar el artículo 
184 del Código Penal, al que se le da una nueva redacción, 
incluyendo un inciso segundo relativo a la sanción que se 
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aplicaría al delito, asimilándolo al de autoevasión cuando el 
recluso, en uso de una salida transitoria, no vuelve al estable- 
cimiento en el plazo fijado. 


Por nuestra parte, hemos presentado iniciativas en el senti- 
do de mantener -en el uso del régimen de salidas transitorias- 
como agravante, la comisión de un delito mientras la persona 
se encuentra al amparo de dicho régimen. Ello determina que 
se tome como artículo 1” de este proyecto de ley -esto, siem- 
pre que la Comisión y el Senado lo consideren procedente- el 
artículo 1% del proyecto enviado por la Cámara de Represen- 
tantes. De acuerdo con esta última disposición, se sustituiría el 
artículo 47 del Código Penal -que es el que habla de agravan- 
tes- agregándole el inciso 16) que hace referencia a aquellos 
casos en que el recluso, en uso del régimen de salidas transito- 
rias, comete un delito. En ese caso, dicha conducta se conside- 
rará como agravante. 


En consecuencia, formulamos moción en el sentido que se 
incluya como artículo 1%, el originario enviado por la Cámara 
de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Quiero aclarar que cuando esté 
en Sala el Miembro Informante, señor Senador Ricaldoni, se- 
guramente expresará su opinión al respecto, a los efectos de 
determinar el orden en que debemos votar los artículos. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Tal como se establece en este 
artículo 1%, no estamos de acuerdo con que el hecho de que 
una persona en régimen de salida transitoria no regrese a su 
lugar de reclusión en el plazo fijado, se convierta en un delito 
autónomo que tiene la misma pena -de acuerdo al proyecto 
sustitutivo de la mayoría de la Comisión y al original del 
Poder Ejecutivo- que el de autoevasión. En realidad no es que 
a esta conducta se la tipifique como autoevasión, sino que al 
artículo del Código Penal que la tipifica, se le agrega un inciso 
que dice: “Igual pena se aplicará al que, autorizado por la 
autoridad competente a ausentarse de su lugar de reclusión, en 
régimen de salidas transitorias, no regresare al mismo, en el 
plazo fijado”. 


Las razones por las cuales esto no nos convence, ya han 
sido explicadas durante la discusión general. A este punto se 
refirió el señor Senador Santoro aunque, de alguna manera, en 
su proyecto sustitutivo hay una parte en que esto se contem- 
pla. También hicieron referencia a esto los señores Senadores 
Sarthou y Atchugarry. 


Entiendo que desde el punto de vista técnico e, incluso, 
desde la óptica de la justicia -no referida al Poder Judicial, 
sino como concepto- es un error muy importante no incluir 
esta especificación y voy a explicar sintéticamente las razones. 
La primera razón es que se aplica una pena que, reitero, puede 
llegar a ser grave... 


25 de Noviembre de 1997 


(Campana de orden) 


SEÑOR PRESIDENTE. - Creo que es importante que haya 
silencio en Sala, de otra manera es muy difícil que pueda 
determinarse la forma y el contenido de la votación que va a 
dar el Senado. 


Puede continuar el señor Senador Korzeniak. 
SEÑOR KORZENIAK. - Muchas gracias, señor Presidente. 


La situación más grave -esto ya lo hemos explicado- del 
que sale en forma transitoria es que cometa un nuevo delito y 
no el hecho de que no vuelva en el plazo fijado. Esto está muy 
claro y lo primero es más fuerte y violatorio. El hecho de no 
regresar en el plazo fijado se puede erigir en figura penal si lo 
dice una ley, pero hay una cierta relación entre lo que las 
normas establecen y tipifican como figuras penales. No es 
razonable que cualquier cosa se pueda tipificar como figura 
penal. Esta sería una consideración inicial en virtud de cierta 
descolocación en el tema. 


En segundo lugar, en el sistema jurídico uruguayo, cuando 
una persona está en salida transitoria, hay un presupuesto ob- 
vio: esa persona cometió un delito, porque si está en salida 
transitoria era un recluso y, por lo tanto, había delinquido. 
Puede estar preso por un delito muy grave, que merezca pena 
de penitenciaría, o por uno de 24 meses para abajo, que me- 
rezca pena de prisión. En el sistema uruguayo, cuando una 
persona comete dos, tres o cuatro delitos, no se procede como 
en algunas legislaciones -sinceramente, no sé cómo todavía no 
han corregido ese defecto- en las que se hace una suma arit- 
mética de las penas y se llega, por ejemplo, a una pena de 452 
años y 11 meses. Como es conocido, nuestro sistema tiene 
como principio general el de tomar la pena del delito mayor y 
aumentarla hasta un tercio o la mitad -no recuerdo bien- en 
función de otros delitos que haya cometido. 


En este artículo no se dice nada; simplemente se establece 
que tiene la misma pena. ¿Cómo se concilia esto con ese prin- 
cipio general? Evidentemente, esa persona ya ha cometido un 
delito, porque por algo está presa, y quizá esté cumpliendo ya 
la pena o la preventiva. En este caso, ¿qué se hace? Tiene que 
efectuarse nuevamente un examen del expediente para que el 
Juzgado determine qué sucede ahora, ya que hay un nuevo 
delito. Por supuesto, debe tomarse la pena mayor, pero para 
ello hay que estudiar -porque, como se sabe, en nuestro Códi- 
go Penal las penas no son fijas, sino que tienen un mínimo y 
un máximo- el expediente y determinar cuál sería la pena por 
haber regresado luego del día fijado -que iría de los veinte 
meses a los cuatro años- para luego saber si es a esa pena a la 
que hay que aumentarle el otro delito o a la inversa. De mane- 
ra que el Juez tiene que estudiar los expedientes para saber si a 
la otra pena se le aumenta esta. Creo que es una carencia que 
debió ser aclarada. 


Es verdad que hay modos de resolver este problema con 
imaginación y razonabilidad, pero lo cierto es que se establece 
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igual pena para el que no vuelve en el plazo fijado. Sin embar- 
go, evidentemente, no es lo mismo quien no regresa porque lo 
pisó un ómnibus, que el que no vuelve porque no quiso. Por 
supuesto que en el artículo 18 del Código Penal están las 
soluciones generales, ya que allí se prevé el dolo, la culpa, la 
ultraintención y el elemento general de haber actuado con con- 
ciencia y voluntad: si la persona no vuelve porque la pisó un 
ómnibus, obviamente no tuvo dolo ni culpa. Pero como en 
este artículo 1 no hay descripción del tipo penal, ya que sim- 
plemente se hace referencia a que no volvió en el plazo fijado 
y no se aclara si es una cuestión objetiva, quien no regresa 
tiene la misma pena. 


Desarrollando de alguna manera el concepto que señaló el 
señor Senador Atchugarry, si se toca tanto el clasicismo penal, 
debió haberse hecho con mucha más técnica. Creo que hay 
que prever estos elementos, porque en materia penal no se 
puede establecer solamente que tendrá la misma pena. Con 
esta lectura, sería lo mismo si el delito fuera cometido con 
dolo o culpa. ¿Es el mismo caso el de la persona que tiene que 
volver el domingo, porque lo dejaron ir a pasar un fin de 
semana con la familia, que el de quien vuelve a los dos años o 
regresa porque lo van a buscar? Creo que no. Como señaló el 
señor Senador Santoro, en la Exposición de Motivos del pro- 
yecto del Poder Ejecutivo hay algo que orienta sobre esto, 
pero en Derecho Penal estos asuntos no se regulan en una 
Exposición de Motivos, sino que deben establecerse claramen- 
te en una norma. Sabemos que el principio de la literalidad y 
la legalidad es, sobre todo en los sistemas como el nuestro, 
tremendamente exigente; la tipificación del delito es muy im- 
portante. 


Es cierto que hay algunas figuras un poco innominadas en 
el Código Penal, con una pena muy reducida, que no tienen 
una descripción adecuada del delito. Pero en este caso, en el 
que aparecen todas estas dificultades técnicas, que estoy seña- 
lando a vuelo de pájaro -y que seguramente son muchas más- 
esta omisión no es aceptable. 


En síntesis, creemos que la solución adecuada es la que se 
había aprobado en la Cámara de Representantes, que establece 
que si la persona delinque en uso de la libertad transitoria, 
tiene su delito agravado. Nosotros hemos presentado, para sus- 
tituir la figura de la autoevasión, un agravante para incorpo- 
rarlo a la lista que traía el proyecto aprobado en la Cámara de 
Representantes y que, por cierto, el proyecto aprobado por la 
mayoría de la Comisión no la contempla como tal, porque lo 
considera un delito. 


Por todas estas razones, no votamos este artículo 1” y, en 
su lugar, proponemos la fórmula contenida en el proyecto apro- 
bado en la Cámara de Representantes: agregar a la lista de 
agravantes de un delito, prevista en el artículo 47 del Código 
Penal, el de que sea cometido en uso de la libertad transitoria. 
Por supuesto, hemos presentado también un aditivo, con res- 
pecto al cual debo aclarar que no estoy haciendo una usurpa- 
ción. El señor Senador Michelini, de manera informal -segura- 
mente lo va a explicar mejor que yo- me adelantó que su 
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posición era volver íntegramente al proyecto aprobado en la 
Cámara de Representantes. Preguntamos qué sucedía con el 
aditivo que habíamos presentado en la sesión anterior y, luego 
de hacer las consultas del caso, estoy en condiciones de expre- 
sar que, si la mayoría del Senado estuviera de acuerdo en 
volver íntegramente al proyecto aprobado por la Cámara de 
Representantes, nosotros retiraríamos ese aditivo para que ya 
hoy el país tuviera aprobado un proyecto que mejora el siste- 
ma de las salidas transitorias. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Cuando el señor Presidente sometió 
a consideración del Cuerpo el artículo 1* del proyecto elabora- 
do por la Comisión, propusimos que se tomara, como primer 
artículo, una disposición que nosotros habíamos redactado -y 
que venía incorporada en el proyecto aprobado en la Cámara 
de Representantes- con relación al agregado al artículo 47 del 
Código Penal, que refiere a los agravantes, de un numeral 16 
que estableciera como tal el delito cometido por un recluso en 
uso de una salida transitoria. Nosotros hicimos esta propuesta 
en la Comisión, volvimos a plantearla en la sesión pasada, y 
hoy se ha repartido nuevamente. A su vez, esta disposición 
coincide con un proyecto similar que nos han entregado, fir- 
mado por los señores Senadores integrantes de la Bancada del 
Frente Amplio y por el señor Senador Michelini, por lo cual 
reiteramos nuestra solicitud de que se tome, como artículo 1% 
del proyecto, una norma que establezca el agregado de un 
numeral 16, que es el que tiene que ver con los conceptos que 
hemos señalado. 


Eso es lo que nosotros estamos reclamando porque el señor 
Senador Korzeniak hizo una exposición con argumentos con- 
trarios al artículo 1 que viene de la Comisión, que tiene que 
ver con una pena similar a la de autoevasión para quien no 
vuelve en el uso de salidas transitorias. 


SEÑOR PRESIDENTE - Evidentemente el señor Senador 
Santoro ha planteado el tema con claridad y las opciones se 
refieren al artículo 1% que, tal como viene de la Comisión, 
alude al delito que establece el inciso segundo del artículo 
184. Creo que son soluciones incompatibles, salvo que se en- 
tienda que el cometer delito se constituya en agravante y que 
también se tipifique como delito la evasión durante la salida 
transitoria. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Creo que son dos cosas distintas. El 
agravante es para el delito que comete el recluso en uso de 
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salidas transitorias. Si este comete, por ejemplo, una rapiña la 
pena tendrá un agravante por haber sido cometida en uso de 
una salida transitoria. La sanción de seis meses de prisión 
como mínimo, que puede llegar a cuatro años de penitenciaría 
-similar a la autoevasión-, se debe al delito cometido contra la 
administración de justicia. Lo que se coloca como inciso se- 
gundo y que viene en el proyecto originario del Poder Ejecuti- 
vo, sanciona otro tipo de conducta; es decir, sanciona al reclu- 
so que sale del establecimiento carcelario en uso de salida 
transitoria y no vuelve. Ese individuo va a tener un delito por 
no volver en el plazo fijado y, además, si comete un delito en 
uso de la salida transitoria, el mismo va a tener un agravante. 
Por lo tanto, se trata de dos cosas distintas y no de que sean 
incompatibles. 


SEÑOR PRESIDENTE - La Mesa había entendido otra 
cosa luego de escuchar algunos argumentos del señor Senador 
Korzeniak, pero creo que se ha clarificado el tema y perfecta- 
mente pueden votarse ambos artículos independientemente. 


Por otra parte, quiero señalar que aun con esta fórmula nos 
queda fuera de toda sanción la autoevasión con engaño, como 
ha sucedido recientemente. La misma no es tipificada como 
delito por el sistema actual ni por el proyectado, pero tal vez 
el tema esté fuera de discusión en el día de hoy. Entendí 
importante la opinión del señor Miembro Informante en la 
medida en que se habían planteado opciones distintas sobre el 
tema. Puede entenderse que no son incompatibles, pero impli- 
can modificar la instrumentación del proyecto de ley. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Creemos que cuando la evasión su- 
cede como producto del engaño, hay un agravante actual. El 
artículo 47, que refiere a premeditación y engaño, dice que 
agravan el delito obrar con premeditación conocida o emplear 
astucia, fraude o disfraz. La astucia es un término muy amplio 
e incluye el engaño. 


SEÑOR PRESIDENTE - Este no es el tema de discusión y 
simplemente lo señalaba como algo que se experimentó re- 
cientemente en el país. Eso se refiere al caso de que haya un 
delito y a las respectivas condicionantes, pero reitero que no 
debemos entrar en discusión sobre un tema que no hace a la 
cuestión. 


SEÑOR MICHELIN|L. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MICHELINI. - Estamos discutiendo el artículo 1? 
del proyecto sobre salidas transitorias y, naturalmente, hay 
una discrepancia sobre cómo encarar el mencionado proyecto. 
Nosotros vamos a acompañar el proyecto tal como vino de la 
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Cámara de Representantes porque si bien puede ser perfectible 
en un futuro, nos parece que el Parlamento y el Gobierno en 
su conjunto debe dar una respuesta inmediata a este problema. 
Nosotros sospechamos que este proyecto demore aún más en 
aprobarse en la Cámara de Senadores y que luego con modifi- 
caciones pase a la Cámara de Representantes, por lo que llega- 
rá el receso y no será aprobado. Por lo tanto, lo que sentirá la 
gente es que no hay respuesta. 


Lo cierto es que este artículo 1% que por la moción del 
señor Senador Santoro pasaría a ser 2*, en mi opinión, no va a 
solucionar el tema de la autoevasión cuando se sale por este 
régimen. Es más, si sólo votáramos este artículo y dejáramos 
el régimen tal cual está, quedarían varias imperfecciones pen- 
dientes para corregir. Por lo tanto, el hecho de imponer una 
pena en el caso de evasión durante las salidas transitorias, no 
ayudaría en nada. 


Nosotros proponemos votar lo que viene de la Cámara de 
Representantes, dando una respuesta hoy a este problema que 
tenemos pendiente, ya que nadie está conforme con este régi- 
men de salidas transitorias. Se le está agregando al artículo 1* 
este inciso 16 creando otro agravante dentro del artículo 47. Si 
hubiera mayoría en el Senado para aprobar el proyecto de la 
Cámara de Representantes, algunos agregados que nos pare- 
cen interesantes se podrían incorporar por ley aparte, vía in- 
forme de la Comisión, o directamente ahora por parte del Se- 
nado de la República. De esta forma, el Parlamento estaría 
dando una respuesta ya que es lo que nosotros queremos. Lo 
peor que puede pasar es que esto termine postergándose a 
marzo del año que viene por una actitud perfeccionista y que 
se siga aplicando el régimen de salidas transitorias tal cual 
está. Independientemente de los reparos que tengamos respec- 
to a este artículo venido del Poder Ejecutivo vinculado al tema 
de la autoevasión, entendemos que el problema no se va a 
solucionar mientras persistan las imperfecciones existentes en 
el régimen actual. 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!L. - Simplemente deseo decir que co- 
incidimos con el punto de vista expuesto por el señor Senador 
Santoro. No me parece algo preocupante que en estas circuns- 
tancias efectuemos modificaciones al proyecto de la Cámara 
de Representantes para ver si las aceptan o no. Tengo la espe- 
ranza de que así ocurra. Por diversas razones vinculadas con 
la tarea, no pude estar en Sala durante buena parte de esta 
discusión -que se me ha informado ha sido muy profunda- 
aunque sí retuve las palabras finales del señor Senador Santo- 
ro. De todas formas, siento la necesidad de esclarecer ciertos 
equívocos en esta materia. En el delito de autoevasión, que 
hoy en día existe y que a veces se piensa que lo está creando 
el proyecto del Poder Ejecutivo, falta, en cambio, una forma 
distinta de autoevasión que es la que venía en dicho proyecto. 
La diferencia es que en el artículo 184 del Código Penal la 
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autoevasión se configura cuando se emplea violencia en las 
cosas, de lo contrario no hay autoevasión. A nuestro juicio, el 
proyecto del Poder Ejecutivo, muy acertadamente, incluye den- 
tro del delito de autoevasión el supuesto de ausentarse del 
lugar de reclusión con la autorización de la autoridad compe- 
tente y no regresar en el plazo fijado. Allí no hay violencia en 
las cosas ni en las personas, sino que simplemente el preso o 
detenido no regresa, y para ello no necesitó utilizar violencia. 


Entonces, esto no tiene relación fáctica ni jurídica con algo 
que sí acompañamos -como también lo sostuvieron en la Co- 
misión los señores Senadores Santoro y Mallo-, que es el agre- 
gado del numeral 16 del artículo 47 del Código Penal, que 
refiere a otro aspecto -como lo señalaba el señor Senador San- 
toro-, es decir, al de cometer un nuevo delito distinto a aquel 
que dio mérito a la pérdida de libertad del beneficiado por el 
régimen de salidas transitorias. Eso sí es un agravante, pero lo 
que ahora estamos proponiendo es replantear el agregado al 
artículo 184 que venía en el proyecto de ley enviado por el 
Poder Ejecutivo. 


Por lo expuesto, nuestra posición es totalmente coincidente 
con la que expresó previamente el señor Senador Santoro. 


SEÑOR PRESIDENTE - En función de lo manifestado, el 
señor Miembro Informante estaría admitiendo que el Senado 
votara como artículo 1” de la iniciativa la primera disposición 
del proyecto de ley que viene de la Cámara de Representantes. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el primer 
artículo del proyecto de ley, que es el que oportunamente fuera 
aprobado por la Cámara de Representantes como artículo 1*. 


(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: en realidad, 
como muy bien se explicó, se trata del agregado de un agra- 
vante. Deseo expresar -no para discrepar- que cuando se agre- 
ga un numeral generalmente existe la tendencia de transcribir 
un artículo entero, lo que no es bueno porque el lector -creo 
que debemos pensar en el lector que no es avezado- puede 
pensar que estamos incorporando una disposición completa, 
de 16 numerales. Reitero que ello no es bueno y no se debe 
hacer. De cualquier manera, no se trata de una falta de técnica, 
sino más bien de un cuidado excesivamente eserupuloso de no 
tocar artículos del Código Penal. 


SEÑOR PRESIDENTE - Si el proyecto de ley aprobado 
fuera el de la Cámara de Representantes, obviamente, la nor- 
ma se mantendría de esa manera. No obstante, el señor Sena- 
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dor Santoro hizo llegar a la Mesa un artículo que establece la 
modificación del artículo 47 única y exclusivamente agregan- 
do el numeral 16 a los agravantes previstos. 


Entonces, reitero, si el Senado aprueba la iniciativa de la 
Cámara de Representantes, este artículo quedaría redactado de 
esta manera; pero si se sancionara otro, en su momento, po- 
dríamos reconsiderarlo a los efectos de agregar solamente el 
numeral 16. 


En consideración el artículo 2%, que es el artículo 1” del 
proyecto de ley elevado por la Comisión. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir es el 
siguiente: 


“ARTICULO 2”. - Modifícase el artículo 184 del 
Código Penal, el que quedará redactado de la siguiente 
manera: 


“Artículo 184. (Autoevasión). - El que hallándo- 
se legalmente preso o detenido se evadiere em- 
pleando violencia en las cosas, será castigado 
con seis meses de prisión a cuatro años de peni- 
tenciaría. 


Igual pena se aplicará al que, autorizado por la 
autoridad competente a ausentarse de su lugar 
de reclusión, en régimen de salidas transitorias, 
no regresare al mismo, en el plazo fijado”.”>) 


-Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-17 en 23. Afirmativa. 

SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - De acuerdo con lo que expresamos 
en la discusión general, nos parece que el hecho de que se 
diga que se aplicará igual pena, de todas maneras, está modifi- 
cando el tipo del delito. Un delito que consagraba un fenóme- 
no doloso como es el de la violencia, se transforma en un 
fenómeno de una tipificación y una ampliación de tipo delicti- 
vo para una figura que aparentemente es hasta objetiva, por- 
que puede suceder que la persona en cuestión no tenga volun- 
tad ni culpa cuando exista una circunstancia que le impida 
regresar. Según la forma objetiva en que está planteado este 
segundo inciso, pensamos que la ampliación del tipo de delito 
es inadecuada. Como hemos señalado, todos los delitos tienen 
su correlación en la tipología y en las penas y, de esta forma, 
estaríamos introduciendo una figura que no se enmarca en las 
características que tiene el actual artículo 184. 
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Por estos motivos, hemos votado en contra. 
Muchas gracias, señor Presidente. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Solicito que se rectifique la 
votación. 


SEÑOR PRESIDENTE - Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 
-18 en 24. Afirmativa. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: no voy a reite- 
rar los fundamentos por los cuales sostuve que técnicamente 
no sería prudente incluir la autoevasión aquí, pero sí voy a 
formular un amable pedido al Cuerpo. Solicito que se explique 
qué es lo que va a pasar; digo esto a los efectos de que la 
historia fidedigna de la sanción de la norma dé elementos de 
juicios para los intérpretes, sobre todo, en Derecho Penal. Pre- 
gunto cómo se hace para valorar, cuál se toma como base y 
cómo se aumenta la pena. También habría que expresar si se 
trata de un delito en el que se exige dolo o no, si se trata de 
una infracción de tipo objetivo y si el solo hecho de no volver 
en el plazo fijado, cualquiera sea la circunstancia, generará 
una pena. 


Si esta iniciativa resulta aprobada, me parece que esas res- 
puestas tienen que constar, por lo menos a los efectos de la 
historia fidedigna de la ley, porque se trata de un tema técnico 
ineludible en Derecho Penal. 


Entonces, mis palabras, más que un fundamento de voto 
constituyen una especie de pedido de aclaración para saber 
qué pasaría en esas situaciones. 


Muchas gracias. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: en realidad, no 
iba a fundamentar el voto, pero por esta vía no demasiado 
ortodoxa voy a intentar dar una respuesta al señor Senador 
Korzeniak. A mi entender, en este caso, habría que aplicar los 
criterios rectores del Código Penal. Lamentablemente, habrá 
que recurrir al artículo 18 que, según creemos algunos de los 
aquí presentes -entre otros el que habla- en función de la últi- 
ma reforma que se le hizo, puede complicar las cosas. No 
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obstante, fatalmente, habrá que ir al artículo 18 del Código 
Penal para poder contestar la pregunta que tan agudamente 
plantea el señor Senador Korzeniak. 


Muchas gracias. 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para fundamentar 
el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - En el mismo sentido que lo hicie- 
ron los señores Senadores Sarthou y Korzeniak, debo decir 
que me parece muy grave la forma como se está legislando, 
incorporando este segundo inciso al artículo 184. Digo esto 
por cuanto el primer inciso tipifica un delito y habla de la 
violencia en las cosas, atribuyendo una pena mínima de seis 
meses de prisión a cuatro años de penitenciaría. 


En el inciso segundo se dice: “Igual pena se aplicará al 
que, autorizado por la autoridad competente a ausentarse de su 
lugar de reclusión, en régimen de salidas transitorias, no re- 
gresare al mismo, en el plazo fijado”. Supongamos que la 
persona que salió sufre un accidente, tiene un impedimento de 
otra naturaleza, carece de transporte y no puede regresar a 
tiempo, llegando con veinte horas de retraso. Objetivamente 
está configurando un delito y el Juez no puede apartarse de 
eso, por lo que debe sancionarlo, por lo menos, con seis meses 
de prisión. A mi juicio, de esta forma, el esfuerzo que está 
haciendo el Parlamento para tratar de regular de una manera 
más precisa el régimen de salidas transitorias, se transforma en 
un exceso, en el cual se ha recaído varias veces, de pretender 
amedrentar con el Código Penal a quien no regresa de una 
salida transitoria. Creo que hay que tener presente que los 
delincuentes que no regresan por voluntad propia de una sali- 
da transitoria no leen el Código Penal y no se ilustran desde el 
punto de vista jurídico para hacerlo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra para fundamentar el 
voto. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Creo que aquí volvemos a discutir lo 
relativo al delito objetivo. La modificación del artículo 18 que 
se hizo en la Ley de Seguridad Ciudadana, al fin y a la postre 
no sirvió para nada, no hizo ninguna alteración, porque de 
acuerdo con la tesis que me trasmitió el doctor Cairoli, no hay 
delitos objetivos porque el inciso primero de esta disposición, 
artículo 18 del Código Penal, dice que nadie puede ser castiga- 
do por un hecho que la ley prevé como delito, si no lo come- 
tió, además, con conciencia y voluntad. Quiere decir que el 
delito objetivo está excluido. Si la persona perdió el transpor- 
te, tuvo una accidente o una imprevisión, sería como si reca- 
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yera en delito objetivo, que está excluido porque se exige 
conciencia y voluntad. En otras palabras, si no tuvo concien- 
cia y voluntad de no volver, si no volvió con la conciencia de 
que cometía un delito y con la voluntad de cometerlo, no 
puede ser sancionado porque no se configura el delito. Este 
artículo 18 está en un Título cuyo nombre es “Principios Ge- 
nerales”, por lo que alcanza a todos los tipos de delitos. 


Se podrá estar en desacuerdo con esta disposición -tuve y 
tengo muchas dudas sobre la misma- pero no por las razones 
que se han expresado, no hay delito objetivo. Salvo algún 
delito objetivo que se estableció sobre animales feroces, este 
artículo 18 excluye la posibilidad de este tipo de delitos. Es 
decir que no se sancionan movimientos objetivos del cuerpo 
que producen un resultado sino una causalidad entre el inte- 
lecto, conciencia y voluntad, y la acción. Si no existe esa 
relación causal, no puede haber delito. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Pido la palabra para funda- 
mentar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Coincido con las expresiones 
del señor Senador Mallo pese a que hemos votado en forma 
diferente. 


No tengo dudas de que se requiere conciencia y voluntad 
para cometer este delito, pero este es un tema diferente, de 
política criminal. De acuerdo con la asimilación de penas que 
se propone, si una persona con conciencia y voluntad no re- 
gresa, parecería que estaría en el ánimo del Parlamento tratarla 
en forma más dura que si durante la salida transitoria cometie- 
ra un hurto y volviera. 


¡Fíjese, señor Presidente, qué situación curiosa! De apro- 
barse esta ley, se trataría en forma mucho más dura, por lo 
menos en los mínimos y en los máximos, al que simplemente 
llevado por esa ansia de libertad natural del ser humano, sin 
cometer ningún tipo de mal a la sociedad -salvo que no ha 
regresado- no retorna, que al que vuelve -como dicen que 
acontece con muchos reclusos- después de haber cometido un 
delito en el uso de estas salidas transitorias. 


De manera que por tratarse de una cuestión de política 
criminal y por haber sido una transacción -tengo el deseo de 
que culmine, aunque también tuve muchas dudas, al igual que 
el señor Senador Mallo- me he volcado por la otra tesitura. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Quiero dar una breve fundamen- 
tación de mi voto negativo al artículo 2”, que ha considerado y 
votado afirmativamente el Senado. 


Deseo explicar que esto no implica un pronunciamiento 
afirmativo o negativo sobre esta disposición, aunque creo que 
debe mejorarse el texto. He notado en este artículo tal vez la 
única diferencia en profundidad con el proyecto aprobado por 
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la Cámara de Representantes; no he participado en el trabajo 
de la Comisión, pero me parece advertir que no existen otras 
diferencias sustanciales entre este proyecto y el aprobado por 
la otra Cámara. Creo que sería profundamente positivo que el 
Senado, el Parlamento, diera una respuesta rápida a un tema 
que está realmente preocupando a la ciudadanía. 


En consecuencia, mi voto negativo a este artículo simple- 
mente lo que busca es aprobar el proyecto, si fuera posible -lo 
que quedará librado, obviamente, a la decisión del Senado- tal 
como vino de la Cámara de Representantes, de manera que lo 
sancionemos cuanto antes. Si se lograra una voluntad mayori- 
taria con respecto a este artículo, propondría aprobarlo como 
proyecto separado, de tal manera que fuera a la otra Cámara 
sin alterar el trámite y sin llevar a marzo del año que viene la 
aprobación de una iniciativa en la cual las discrepancias, diría, 
son sólo en matices, porque en líneas generales hay una clara 
coincidencia en las dos Cámaras en cuanto a su importante 
contenido. 


Reitero que mi voto negativo pretende, de ser posible, que 
el proyecto aprobado por el Senado sea el mismo que el que se 
votó en la Cámara de Representantes, de modo tal que hoy 
podamos dar una respuesta a un tema que realmente inquieta a 
la ciudadanía. 


SEÑOR MALLO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Como sobre mi ánimo ejercen un gran 
imperio las opiniones del señor Senador Atchugarry -lo que 
no es actual, sino que viene de vieja data- quiero decir que su 
observación prueba demasiado y, en consecuencia, no prueba 
nada. Como estamos en un Código estructurado sobre la indi- 
vidualización de la pena, y el hurto tiene una pena máxima de 
seis años, el que en la salida transitoria cometa un delito de 
este tipo puede ser castigado con dos años más que el que 
omitió, con conciencia y voluntad, volver. Es decir que es un 
argumento efectista. El Juez, al individualizar la pena, puede 
sancionarlo con seis años de penitenciaría, dependiendo de la 
conexión de delitos y de la vinculación de las causas, pero ese 
es otro problema. En rigor de legalidad, el que hurta en la 
salida transitoria puede ser castigado con una pena mayor que 
el que solamente incurre en no volver en la fecha establecida. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se plantea ninguna modifi- 
cación de la votación del artículo 19, obviamente, quedaría el 
artículo... 


SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR RICALDON!. - La convocatoria para reconsiderar 
el artículo no me parece procedente. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Simplemente he formulado una 
sugerencia al Senado, que tengo todo el derecho de hacer, 
señor Senador, le guste o no. 


SEÑOR RICALDON!I. - No me gusta, señor Presidente. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Perfectamente, señor Senador. 
Atendida su expresión, téngase por desahogado. 


Léase el artículo 2*, que pasa a ser 3”. 
(Se lee:) 


“ARTICULO 3". - Sustitúyese el artículo 62 del De- 
creto-Ley N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, en la 
redacción dada por el artículo 29 de la Ley N* 16.707, 
de 12 de julio de 1995 (Ley de Seguridad Ciudadana), 
por el siguiente: 


“Artículo 62. - Para la concesión de la salida transi- 
toria, se requerirá poseer buena conducta y podrá 
ser otorgada toda vez que el recluso, personalmente 
O por intermedio de su defensor, presente solicitud 
por escrito, ante la Dirección del Establecimiento 
donde se encuentre recluido. 


En un plazo que no excederá de los diez días desde 
la presentación de la solicitud, la autoridad carcela- 
ria formulará un informe al Juez de la causa. 


Si el informe carcelario fuera opuesto a la conce- 
sión de la salida transitoria, sea porque el recluso no 
tiene buena conducta o por existir otro motivo que 
determine la inconveniencia de su otorgamiento, se 
hará saber al Juez de la causa el que, en definitiva, 
resolverá, en forma fundada, previo dictamen del 
Ministerio Público. 


Si el informe de la autoridad carcelaria fuere favo- 
rable a la salida transitoria, deberá establecer, en 
forma precisa, el régimen a seguirse, y en especial: 


A) El lugar o distancia máxima a que podrá tras- 
ladarse el recluso; 


B) Las normas de conducta que el recluso debe- 
rá observar durante la salida, así como las 
restricciones o prohibiciones que se estime 
convenientes; 


C) El tiempo de duración de la salida, el motivo 
y el grado de seguridad que se adopte; 


D) Cualquier otro requisito o condición que se 
estime necesario para el mejor cumplimiento 
del régimen. 


El referido informe le será entregado, en original y 
una copia, al recluso o su Defensor, a fin de ser 
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presentado ante la sede judicial competente, donde, 
al momento de recibirse, se sellará la copia y se la 
devolverá con la constancia de día y hora de presen- 
tación. 


El Actuario del Juzgado, bajo la más seria responsa- 
bilidad, deberá poner el informe al despacho del 
Juez en forma inmediata, quien, sin más trámite, 
dará vista al Ministerio Público por un plazo de 
cinco días hábiles. Vuelto el expediente, el Juez de 
la causa, dentro de igual plazo y bajo su más seria 
responsabilidad funcional, deberá expedirse sobre 
el régimen propuesto o sobre las modificaciones que 
entendiere pertinentes al mismo. La resolución que 
se dicte no será pasible de recurso alguno. 


Si la autorización de salida transitoria fuera en defi- 
nitiva denegada, el recluso no podrá presentar nue- 
va solicitud, hasta que no hayan transcurrido noven- 
ta días desde la anterior denegatoria. 


A los fines del presente régimen, se entenderá por 
autoridad carcelaria al Director Nacional de Cárce- 
les y Centros de Recuperación y a los Jefes de Poli- 
cía, en el ámbito de sus respectivas jurisdicciones”?” 


-En consideración. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: este artículo 2* 
sustituye al artículo 62 del Decreto-Ley originario, es decir, el 
N* 14.470 de 1975, en la redacción dada por la Ley de Seguri- 
dad Ciudadana, o sea, la Ley N* 16.707. 


Prácticamente, esta disposición reitera el texto aprobado 
por la Cámara de Representantes, aunque introduce algunas 
modificaciones en relación a los plazos y al trámite general de 
la salida transitoria. 


Hemos propuesto una modificación al inciso que comienza 
diciendo: “El Actuario del Juzgado, bajo la más seria respon- 
sabilidad”. En ese sentido, sugerimos hacer una mención a la 
responsabilidad del Juez de la causa, para lo cual incorpora- 
mos a esta disposición las referencias a los artículos 109 y 
siguientes de la Ley Orgánica de la Judicatura, es decir, la 
N* 15.750, del 24 de junio de 19853, y normas concordantes. 


Cabe señalar que la Ley Orgánica de la Judicatura es la 
que establece la responsabilidad para los señores jueces. Te- 
niendo en cuenta cómo se ha producido esta serie de situacio- 
nes que generan la necesidad de introducir modificaciones a la 
actual legislación en materia de salidas transitorias, nosotros 
estimamos procedente que se establezca una referencia precisa 
a la Ley de la Judicatura y Organización de los Tribunales, la 
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denominada Ley Orgánica. En ese sentido, cabe recordar que 
en ésta se establece la responsabilidad para los señores jueces 
y, además, se la determina en forma genérica para toda agre- 
sión contra derechos de las personas y también para cuando 
exista separación de la forma de actuar establecida en la ley. 
Asimismo, hace referencia a la responsabilidad civil de los 
señores jueces y a lo que tiene que ver con la responsabilidad 
disciplinaria. Cabe indicar que eso es lo que proponemos en el 
apartado que comienza con la redacción: “El Actuario del Juz- 
gado”. Prácticamente quedaría con el mismo texto salvo, en 
una parte, que diría: “Vuelto el expediente, el Juez de la causa, 
dentro de igual plazo y bajo su más seria responsabilidad fun- 
cional, conforme a lo previsto por los artículos 109 y siguien- 
tes de la Ley Orgánica de la Judicatura N* 15.750, de 24 de 
junio de 1985 y normas concordantes, deberá expedirse sobre 
el régimen propuesto o sobre las modificaciones que entendie- 
re pertinentes al mismo”. Es decir que la única incorporación 
que proponemos es la cita a los artículos 109 y siguientes de la 
Ley Orgánica de la Judicatura, la numeración de la ley y la 
fecha. 


La otra propuesta es incorporar a este artículo 62 una dis- 
posición que ya vino en el proyecto de la Cámara de Repre- 
sentantes y que a nivel de la Comisión no recibió aprobación. 
Dice así: “Al recluso que, autorizado por la autoridad compe- 
tente a ausentarse del lugar de reclusión, no regresare al mis- 
mo en el plazo fijado sin causa justificada, se le incrementará 
el mínimo para obtener la libertad anticipada a razón de dos 
días por cada día de retraso, debiendo la autoridad carcelaria 
comunicar al Juez de la causa dicho hecho en un término no 
mayor a los diez días de producirse el reintegro del recluso al 
establecimiento respectivo”. 


SEÑOR GARGANO. - ¿Me permite una interrupción? 
SEÑOR SANTORO. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Leí con mucha atención la pro- 
puesta del señor Senador, especialmente esta última parte. Con 
todo respeto creo que es incongruente con lo votado en el 
artículo 2”. Obsérvese que en dicho artículo, cuando se incor- 
pora como un delito similar a la autoevasión el hecho de no 
regresar en el tiempo previsto a la cárcel, además de transfor- 
marse en un delito -cosa que ya está votada- si se aprobara 
esto, sumado a la pena de prisión -porque se trata de un delito 
autónomo- o de penitenciaría por el delito cometido antes, se 
le incrementaría la cantidad de tiempo para pedir la libertad 
anticipada. 


Me parece que es un doble castigo y no sé si eso se puede 
hacer en Derecho Penal. Aclaro que solamente realicé el pri- 
mer curso de Derecho Penal y no recuerdo bien esto, pero creo 
que no se puede castigar dos veces, o con penas distintas, un 
mismo delito. Creo que este es un principio, y aquí hay aboga- 
dos muy expertos que me podrían aclarar esta duda. En primer 
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lugar, me parece incongruente y, en segundo término, consi- 
dero que desde el punto de vista de la técnica del Derecho 
Penal no sería de recibo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Santoro. 


SEÑOR SANTORO. - Es exacto lo que dice el señor Sena- 
dor Gargano en muchos sentidos, empezando por el hecho de 
que no somos especialistas en Derecho Penal, sino simple- 
mente Legisladores que procuramos redactar las disposiciones 
de la mejor forma posible para colaborar con el trabajo del 
Senado. También es cierto lo relativo a que por una misma 
conducta delictiva no se puede penar dos veces, pero no esta- 
mos en esa situación. 


Rápidamente vamos a explicar que el origen de esta dispo- 
sición estuvo en la Cámara de Representantes. Esta norma 
comprende únicamente a los que están penados, porque hace 
referencia a la libertad anticipada, y es sabido que ésta se da 
cuando se ha cumplido cierto tiempo de la pena. Quiere decir 
que tiene que ser el caso de un recluso penado al que se le 
autoriza la salida transitoria y no vuelve al carcelaje en el 
tiempo estipulado. Entonces, se le sanciona con el incremento 
de dos días por cada día de retraso para obtener la libertad 
anticipada. 


Se puede considerar -así se ha dicho- que por el hecho de 
no volver, el recluso incurriría en dos penas; es decir que por 
no regresar en el plazo estipulado sería penado por autoeva- 
sión y, además, incurriría en esta pena que acarrearía el au- 
mento de dos días por cada día de retraso para obtener la 
libertad anticipada. Hay que hacer una diferencia: esta disposi- 
ción solamente alcanza a los reclusos con pena, y es sabido 
que son pocos en relación a las causas en trámite. Sin embar- 
go, ahora se ha superado en algo esa relación entre penados y 
encausados y creo que se superará definitivamente cuando esté 
vigente el nuevo Código del Proceso Penal, porque con el 
sistema de audiencias, la intervención directa de los Fiscales y 
los Jueces únicamente en la condición de ser los que dictan la 
sentencia, se va a lograr rapidez en el trámite. 


Quiere decir que esta disposición alcanza solamente a los 
reclusos que están penados y pueden merecer la libertad anti- 
cipada, y no a los otros. Cabe indicar que, además, este texto 
se basa en el proyecto original del Poder Ejecutivo, en cuya 
exposición de motivos -a la que se refirió hace unos instantes 
el señor Senador Millor- se habla de cuando el recluso no 
vuelve en el plazo estipulado, pero sí al otro día. Se ha dicho 
en Sala que en este caso ya estaría incurriendo en la pena de 
autoevasión, pero cabe determinar que eso lo va a manejar la 
autoridad carcelaria y, naturalmente, también el Juez. 


Entonces, en esas circunstancias, con respecto a un recluso 
que está en la condición de penado y no regresa en el plazo 
estipulado, pero sí a las 24, 48 ó 72 horas, las autoridades 
carcelarias y el Juez -siempre y cuando se vote esta disposi- 
ción- podrán habilitar una sanción mucho menor, que tiene 
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que ver con postergarle la libertad anticipada dos días por 
cada día de ausencia. 


Es decir que no estamos penando dos veces por un mismo 
hecho a la misma persona, sino generando alternativas para 
que el régimen de la sanción por autoevasión no sea tan rígido 
y de aplicación prácticamente mecánica y pueda aplicarse de 
acuerdo a las circunstancias del caso y al criterio de las autori- 
dades carcelarias y del Juez de la causa. 


También vale la pena señalar que en el Código del Proceso 
Penal se crea el Juez de Vigilancia, o sea, el Juez que vigila 
cómo el recluso cumple el encausamiento, lo que habilitará 
que estas cosas tengan realmente su efectividad. 


SEÑOR PRESIDENTE - Se han presentado dos textos mo- 
dificativos del artículo 2* que ahora pasaría a ser 3%, presenta- 
dos por los señores Senadores Santoro y Atchugarry. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!. - Señor Presidente: en realidad, creo 
que la mayoría de la Comisión está retirando el texto que 
ingresó a Sala. Además, por razones prácticas, no sé si podría 
considerarse el que propuso la mayoría de la Comisión -que es 
el planteado por el señor Senador Santoro- o el que fue pre- 
sentado en primer lugar en el Plenario. 


Nosotros, en nombre de la mayoría de la Comisión, retira- 
mos el texto anterior y adherimos al del señor Senador Santo- 
ro. 


SEÑOR PRESIDENTE - Quedaría por considerar el texto 
modificativo que, sobre un aspecto muy parcial, plantea el 
señor Senador Atchugarry. Concretamente, se trata de agregar 
un inciso que dice que la salida transitoria no podrá otorgarse 
cuando el informe establezca que el recluso no tiene buena 
conducta o fuere negativo, fundado en razones de pública con- 
veniencia. Además, en el parágrafo anterior se establece un 
plazo de seis días hábiles en lugar de diez. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Siempre en aras de facilitar la 
votación, solicitaría que se votaran los incisos por separado. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR ATCHUGARRY. - Señor Presidente: El artículo 
que hemos planteado es sustantivamente igual al de la Comi- 
sión, pero tiene algunas diferencias en cuanto a plazos y ex- 
presiones, recogiendo algunos aportes que nos han brindado 
en el trabajo que mencionamos en la primera alocución. Sin 
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embargo, como bien ha señalado la Mesa, se trata de agregar 
este inciso sin oponerme a lo que expresaba el señor Miembro 
Informante en el sentido de incluir el concepto en un aditivo. 


Sin perjuicio de ello, francamente, me gustaría que lo que 
se ha incorporado ahora como texto de la Comisión se votara 
por separado. Me refiero al inciso que alude a la incorporación 
de este sistema que propone incrementar dos días por cada día 
de retraso a los efectos de la obtención de la libertad anticipa- 
da. Personalmente lo voy a acompañar, señor Presidente, para 
ser coherentes, ya que hemos votado en contra el delito de 
autoexclusión. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: en primer lu- 
gar, voy a hacer referencia a una cuestión de tipo formal, con 
toda amabilidad, hacia los señores miembros de la Comisión. 
Me consta que en ella hay mayoría y minoría, y también que a 
veces el Miembro Informante, mi amigo el señor Senador Ri- 
caldoni, acepta cambios o no. Que yo sepa no consultó a la 
Comisión. No lo hizo conmigo ni tampoco con el señor Sena- 
dor Sarthou; no sé si consultó al señor Senador Mallo y al 
señor Senador García Costa es muy difícil que lo haya hecho, 
ya que no estaba en Sala. 


De modo que sugeriría que en estos casos, cuando no se 
presenta de una manera tan clara la posibilidad de que la ma- 
yoría de la Comisión retire el texto, no perdiéramos tiempo y 
se votara la redacción venida de Comisión. 


En segundo término, nosotros éramos partidarios -y así lo 
estuvimos conversando con los distintos compañeros de Ban- 
cada- de votar el artículo tal como venía de la Cámara de 
Representantes. Nos parece que las propuestas que vienen no 
incluyen cambios relevantes más que aquél que plantea el se- 
ñor Senador Atchugarry, lo que no significa que sea comparti- 
ble. En realidad, es el único que propone un cambio y estable- 
ce que si el informe no es favorable, entonces, no hay salida 
transitoria. Lo demás, son correcciones de pura redacción. ¿Qué 
ocurre, señor Presidente? Que el Senado ya ha votado que la 
persona que no vuelve en el plazo fijado comete un delito. No 
hay duda de ello si lo hizo con conciencia y voluntad. Este es 
un tema discutible. Los principios generales del Código Penal 
están contenidos en una norma igual que ésta que dice que 
aquél que no vuelve en el plazo fijado comete un delito. De 
modo que existe una vieja discusión acerca de si en el Dere- 
cho Penal privan los principios generales, como los del artícu- 
lo 18 del Código Penal, o si se aplica el otro criterio de que la 
norma especial priva sobre la general. Pero dejando de lado 
eso, el Senado ya aprobó que es delito -creo que en un profun- 
do error- no regresar en el plazo fijado, sin que se haya deter- 
minado si ello supone que va a haber un expediente judicial 
que servirá de base para luego aumentarle la pena, vale decir, 
un juicio. Entendemos que no puede ser que el Juez resuelva 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-203 


que va a aplicarle una sanción por un delito sin previo juicio. 
La respuesta a dicha inquietud no se ha dado y no basta con 
invocar los principios generales. 


Señor Presidente: ahora ni siquiera podemos votar lo que 
habíamos tomado como criterio general, lo que venía de la 
Cámara de Representantes, porque en esta situación estamos 
votando, primero, contra nuestra voluntad -pero así lo quiere 
el Senado- de que si llegó después del plazo cometió delito y, 
además, le estamos aplicando otra sanción. Se le llame pena o 
no, el “non bis in idem” no encierra dos delitos por un mismo 
hecho, sino dos sanciones. Tanto es así que hasta se habla de 
este aspecto en materia administrativa y fiscal. De manera que 
ahora no estamos en condiciones de votar el artículo que venía 
de la Cámara de Representantes, que era muy razonado. La 
modificación que plantea el señor Senador Santoro lo que hace 
es remitirse a las normas que regulan la responsabilidad del 
Juez aunque no menciona el artículo constitucional que refiere 
a esa responsabilidad del Juez, pero menciona la ley, la que 
muestra una especie de señal, aunque sin duda esa no fue la 
intención. ¿Qué sucedió, que motivó que este tema se pusiera 
de moda? ¿El de los delitos? No; en realidad se debió a que 
“el Pelado” no volvió. Seamos realistas: quién sabe dónde 
estaría este tema si “el Pelado” no se hubiera escondido por 
ahí hasta que lo fueron a buscar y lo agarraron. Esa es la 
realidad. 


Entonces, ¿qué es lo que ha pasado? A raíz de eso han 
surgido comentarios acerca de si se equivocó el Juez o el Jefe 
de cárcel. 


Aquí solamente se habla de la responsabilidad, cuando la 
que le correspondía al Juez ya estaba prevista en el proyecto 
enviado por la Cámara de Representantes -me refiero a lo que 
figura en la página 8, penúltimo párrafo- cuando dice “bajo su 
más seria responsabilidad funcional”. De manera que esto ya 
estaba previsto y la Cámara de Representantes no era ni bené- 
vola ni excesivamente severa con los jueces, como no debe- 
mos ser ni benévolos ni excesivamente severos con los poli- 
cías que dieron información, porque en ámbitos informales 
también se habla de cómo se expiden los certificados de con- 
ducta y cuántas veces se consiguen en forma ilícita. 


La verdad es que se nos pone en la encrucijada de votar 
también en contra un artículo que a nuestro juicio había sido 
bastante bien trabajado en la Cámara de Representantes. Inclu- 
sive, el Senado acaba de aprobar una norma -que no votamos- 
en la cual se sancionaba esa conducta. 


Por lo tanto, nuestro voto a este artículo va a ser negativo, 
con la aclaración de que no es porque estamos en desacuerdo 
con el texto enviado por la Cámara de Representantes -que 
compartimos- sino porque si lo contrastamos con lo que el 
Senado acaba de aprobar, no lo podemos votar, porque esta- 
mos aplicando dos sanciones por una misma situación jurídica 
utilizando un criterio más técnico. Reitero que entre la pro- 
puesta del señor Senador Santoro y la que venía de la Cámara 
de Representantes no hay grandes diferencias. En cambio, sí la 
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hay en el sentido de que se comparta o no la propuesta del 
señor Senador Atchugarry cuando le dice al Juez que el dicta- 
men es medio vinculante -digo medio, porque en el caso del 
dictamen previo o administrativo si es negativo no lo puede 
dar y si es positivo el Juez lo puede negar- lo que significaría 
una transformación importante. El tema está en que se com- 
parta o no ese cambio, pero en esta situación que a mi juicio 
apunta hacia el fondo de las cosas, creo que tampoco estamos 
en condiciones de votar ese artículo porque el Senado acaba 
de votar que se sanciona al que vuelve fuera de los plazos. Por 
lo tanto, estas son las razones por las cuales vamos a votar 
negativamente este artículo. 


Debo decir que comparto lo que ha expresado la Mesa en 
el sentido de que al margen de cuestiones reglamentarias tene- 
mos que hacer un esfuerzo por llegar al consenso que todos 
estamos buscando. Inclusive, si en algún momento este Sena- 
do pasara a un cuarto intermedio -y aclaro que no lo estoy 
proponiendo- con la idea de sancionar de una vez por todas 
una ley que mejore el régimen de salidas transitorias, natural- 
mente estaríamos dispuestos a retirar nuestros aditivos, que 
hemos defendido con vehemencia, con la posibilidad de que 
no se genere una situación como la que hoy señaló el señor 
Senador Michelini. 


Debemos tener en cuenta que quizás este asunto permanez- 
ca en el Parlamento durante muchos meses -tal como ha ocu- 
rrido con otros proyectos- sin que se apruebe una ley que 
mejore o perfeccione el régimen de salidas transitorias; en este 
momento estamos cambiando el que ha enviado la Cámara de 
Representantes. Si bien conozco el tema del bicameralismo 
-que sin duda contiene argumentos serios que respeto profun- 
damente- creo que todos los días debemos llegar a determina- 
dos acuerdos que no siempre son el desiderátum para noso- 
tros. 


SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: en realidad el se- 
ñor Senador Korzeniak ha manifestado algunos de los funda- 
mentos que íbamos a expresar. Nosotros estamos dispuestos a 
votar el agregado planteado por el señor Senador Santoro por- 
que nos parecía adecuada la consecuencia de la infracción en 
el sentido de que mereciera una extensión en el tiempo para 
lograr la libertad anticipada. No obstante, al haberse aprobado 
esta nueva tipificación del delito de autoevasión con la incor- 
poración de esta figura, realmente estamos incurriendo, frente 
a un hecho que es una infracción, en una doble sanción. Cuan- 
do el señor Senador Santoro señaló que no se superponen en 
lo subjetivo con toda exactitud, tenía razón, porque basta con 
que haya un cambio subjetivo de quienes tienen derecho a la 
libertad anticipada y sobre ellos recaigan las dos sanciones 
establecidas en el segundo inciso sobre el delito de autoeva- 
sión y además ésta que nos coloca en la hipótesis de una 
máxima del “non bis in idem”, que es una regla de oro en el 
Derecho Penal. Estrictamente, la prevista aquí no es una pena 
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de reclusión, pero es una sanción; se trata de un fenómeno de 
crear un mal, además de establecer expresamente una pena. 
Por eso, el principio del “non bis in idem” no sólo tiene que 
ver estrictamente con las penas que le corresponden al delito, 
sino con lo que es una sanción, aunque en el caso de este 
agregado sea de tipo “sui generis” en el sentido de que no se 
trata de un número de años de reclusión sino un perjuicio en el 
disfrute de un beneficio. Es una afectación provocada por un 
solo hecho: el no haber respetado el plazo y el retorno debido 
quien estaba en régimen de salida transitoria. 


Aprovecho para señalar -no lo pude hacer porque ya había 
fundado el voto- que en nuestra legislación es posible estable- 
cer en un artículo un delito con responsabilidad objetiva, por- 
que no hay ninguna norma constitucional que lo impida. Aun- 
que exista el artículo 18 que prevé todas las hipótesis de res- 
ponsabilidad subjetiva, se estaría operando una modificación 
en el sentido de que en ese delito se está aplicando la respon- 
sabilidad objetiva. No hay una mayor jerarquía normativa del 
artículo 18 por establecer principios generales, respecto de 
uno y otro artículo que establezcan una responsabilidad objeti- 
va. En ese caso no sería una técnica adecuada insertar en un 
campo guiado a través del artículo 18, por un concepto de 
responsabilidad penal subjetiva, una figura de responsabilidad 
objetiva, pero puede ser jurídica y de ninguna manera podría 
interpretarse que el artículo 18 impide que esa figura de res- 
ponsabilidad objetiva tenga exactamente la misma eficacia. 
No invalidaría los principios generales si está claramente esta- 
blecido el tipo de responsabilidad objetiva. Si hubiera una 
hipótesis de oscuridad que llevara a utilizar la interpretación 
del contexto, las grandes líneas generales de interpretación de 
la responsabilidad subjetiva, podría ser que la hicieran discuti- 
ble. No estoy diciendo que este segundo inciso sea típicamen- 
te la hipótesis de introducir en lo explícito la responsabilidad 
objetiva, pero tal como está planteado así puede entenderse. 


Quería señalar que por sobre todas las cosas no hay una 
mayor eficacia normativa en el artículo que establece princi- 
pios generales, si en una norma especial aparece típicamente 
caracterizada por una filosofía distinta. Esto fue lo que más 
nos interesó. Por eso habíamos aludido a ese segundo inciso 
que tenía las características de objetividad que a nuestro juicio 
no eran desmentidas por el artículo 18 fuera mas claro, sería 
más eficaz esta afirmación que realizo. 


SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - Señor Presidente: pretendía hacer 
una aclaración, pero luego de haber escuchado a los señores 
Senadores Korzeniak y Sarthou he decidido eliminar parte de 
lo que iba a decir, ya que ha quedado clara la diferenciación 
entre la responsabilidad objetiva y subjetiva. 


No puede razonarse en ausencia de conocimiento u olvido 
de lo que dice el artículo 18 del Código Penal, ya que es 
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básico y fundamental. Luego de que el doctor Irureta Goyena 
lo incorporara, hubo un sinnúmero de estudios a cargo de 
catedráticos y especialistas ya que, en relación al Derecho 
Penal y al régimen de la culpabilidad, es una disposición muy 
rica, tanto que cuando se agregó una norma a la ley de seguri- 
dad ciudadana -que nosotros, al igual que otros señores Sena- 
dores, no votamos- quedó como extraña, o sea que no resultó 
familiar con las otras. Digo esto, porque se estableció un con- 
cepto, una condición al decirse que en ningún caso podrá cas- 
tigarse por un resultado antijurídico distinto o más grave que 
el querido, que no haya podido ser previsto por el agente. La 
disposición quedó como extraña por cuanto el artículo 18 es 
completo en su composición. 


Entonces, en todas estas figuras que se están determinan- 
do, en el caso de aplicarse la pena de autoevasión, regiría el 
artículo 18. Habrá que determinar la intención con la que se 
cumplió esa conducta que no habilitó el regreso en tiempo. 
¿Cuál fue la decisión del recluso o acaso intervinieron elemen- 
tos de hecho que inhabilitaron la posibilidad de que volviera? 
Por eso pensamos que tenemos razón cuando insistimos en la 
reimplantación de la disposición relativa a los reclusos que 
estén en condiciones de merecer la libertad anticipada. En ese 
caso también rige de manera fundamental este artículo 18. 
Considero que si se aplicara esta norma se eliminarían todas 
las dudas, problemas e inconvenientes. Se ha señalado que se 
está penando dos veces por un mismo delito y que hay respon- 
sabilidad objetiva en el caso de la autoevasión asimilada en la 
pena. A nuestro juicio, estas afirmaciones no se compadecen 
con la vigencia de este artículo 18, que constituye un principio 
de carácter principal y es, nada menos que vertebral del Códi- 
go Penal de nuestro país. Es sabido que sin este artículo 18 
toda la estructura penal caería. 


Nada más. Muchas gracias. 
SEÑOR MALLO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MALLO. - Señor Presidente: deseo hacer dos ob- 
servaciones. 


En primer lugar, quiero esclarecer la parte correspondiente 
de la ley en la que se establece que el Juez resolverá en forma 
fundada. No me voy a oponer a que diga eso, pero creo que, 
en rigor, es pleonástico, porque ninguna resolución puede no 
ser fundada. Me voy a amparar en los célebres “Fundamentos” 
de Couture, quien expresaba con sabiduría que “la motivación 
del fallo constituye un deber administrativo del magistrado. La 
ley se lo impone como una manera de fiscalizar su actividad 
intelectual, a fin de poder comprobar que su decisión es un 
acto reflexivo, emanado de las circunstancias particulares y no 
de un acto discrecional de su voluntad autoritaria. Una senten- 
cia sin motivación priva a las partes del más elemental de los 
poderes de fiscalización”. Aunque no se dijera “fundado” el 
Juez tiene obligación de fundarlo. 
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En segundo término, señor Presidente, no voy a acompañar 
el inciso que propone el señor Senador Atchugarry porque 
introduce un cambio fundamental en la posición que sostuvo 
como esencial. Condiciona un 50% vinculante -como dijo el 
señor Senador Korzeniak- al Juez respecto de lo que opine la 
Policía. No voy a volver a plantear todo lo que implican las 
funciones policial y judicial y el deslinde entre ambas. No 
creo que nadie pueda defender que la Policía tiene competen- 
cias para determinar quién tiene buena o mala conducta. Esa 
es una potestad de los Jueces. Si en relación a la potestad de 
éstos, el concepto de peligrosidad que asoma en algún artículo 
del Código Penal ha motivado resistencias aun determinado 
por un magistrado -porque podría fundar una sentencia en una 
apreciación subjetiva del Juez y no en las circunstancias del 
delito y, además, en cuanto a la pública conveniencia- no veo 
por qué la Policía o la autoridad carcelaria van a estar en 
mejores condiciones que el Juez para apreciar cuál es la públi- 
ca conveniencia. Creo que el Juez incurriría en responsabili- 
dad si, frente a un informe aún no vinculante de la autoridad 
carcelaria que estableciera que el recluso tiene mala conducta, 
concediera la salida transitoria. He dicho que en ese caso el 
Juez ni nadie tiene el derecho a equivocarse. El que se equivo- 
ca reiteradamente incurre en responsabilidad. 


Eran las observaciones que deseaba señalar. 

Muchas gracias. 

SEÑOR PRESIDENTE. - De acuerdo con lo que oportuna- 
mente se estableció, en la medida en que no ha existido un 
pronunciamiento de la Comisión sobre el tema, correspondería 
votar primero el artículo 2*, que pasaría a ser 3%, con la redac- 
ción que figura en el repartido. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 

(Se vota:) 

-0 en 23. Negativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el artículo 2? 
con las modificaciones planteadas por el señor Senador Santo- 
ro, que figuran en el texto que ha sido repartido. 

(Se vota:) 

-18 en 25. Afirmativa. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el aditivo 
propuesto por el señor Senador Atchugarry, que iría a conti- 
nuación del párrafo que comienza diciendo “En un plazo”. 

(Se vota:) 


-1 en 25. Negativa. 


En consideración el artículo 3*. 


206-C.S. 


(El texto del artículo cuya lectura se resolvió suprimir, es 
el siguiente: 


“ARTICULO 3". - Sustitúyese el artículo 63 del De- 
creto-Ley N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, en la 
redacción dada por el artículo 30 de la Ley N* 16.707, 
de 12 de julio de 1995 (Ley de Seguridad Ciudadana), 
por el siguiente: 


“Artículo 63. - En ningún caso podrá autorizarse 
la salida transitoria de un recluso que no haya cum- 
plido, como mínimo, una preventiva de noventa días. 


Tratándose de personas procesadas o condena- 
das por un delito cuya pena mínima, prevista le- 
galmente, sea de penitenciaría, la salida transitoria 
no podrá concederse, hasta tanto no se haya cum- 
plido una tercera parte de dicha pena. Asimismo, 
en dichos casos, será preceptivo, como requisito 
para poder conceder la respectiva autorización, el 
informe del Instituto Nacional de Criminología o, 
en su defecto, de los abogados regionales depen- 
dientes del Ministerio del Interior, que, por razo- 
nes de jurisdicción corresponda, el que deberá ser 
recabado por la autoridad carcelaria y evacuado, 
dentro del plazo de que ésta dispone, conforme a 
lo previsto en el artículo anterior”.”>) 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: nosotros va- 
mos a seguir coherentes con la posición de defender el proyec- 
to de ley remitido por la Cámara de Representantes. 


A esta altura -salvo que ocurriera uno de esos milagros 
difíciles de suceder en el ámbito parlamentario- no hay chance 
de que haya una reflexión para lograr que en el día de hoy 
quede sancionado un proyecto que mejora el actual sistema de 
salidas transitorias, porque ya se han votado modificaciones. 


Repito que esto significa que este proyecto vuelva a ser 
tratado, que no sea aprobado en esta Legislatura y que quién 
sabe cuando tendremos uno que mejore el actual régimen de 
salidas transitorias. De todos modos, es una experiencia. No 
digo que tengamos que aprobar los proyectos que vienen muy 
mal hechos, pero aquí nadie ha expresado eso. Todo el mundo 
ha reconocido el esfuerzo importante que en ese sentido hizo 
la Cámara de Representantes. Inclusive, las modificaciones 
que se han introducido -más allá de tres o cuatro escaramuzas 
gramaticales- justamente, intentan agregarle a este artículo, el 
más conflictivo de todos, la expresión que refiere a que el 
hecho de no volver en el plazo fijado es un delito. De todas 
maneras, ni siquiera se dice expresamente que es un delito, 
sino que se aplica la misma pena. Sin embargo, sigue sin 
aclararse si eso va a motivar la realización de un proceso 
penal; personalmente y según los principios generales, me ima- 
gino que sí, aunque nadie los contempla. Reitero que eso sigue 
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sin aclararse y en tanto se aplique la misma pena, da la impre- 
sión de que no volver en el plazo fijado es otro delito que 
requeriría la realización de un proceso penal. Sabemos que no 
hay pena sin ley y no hay pena sin proceso, si ésta se aplicara 
habría ley. Pero, en realidad, no lo sé. ¿Se supone que es algo 
automático o que hay que abrir nuevamente un proceso, aun 
con todo lo que sabemos que dura un proceso en el Uruguay 
para aplicar la pena? Al parecer, la respuesta es sí, porque 
nadie va a sostener que no. De todas maneras, ello no deja de 
ser un obstáculo. 


Quiero dejar aclarado -buscando mi tranquilidad desde el 
punto de vista técnico- que, aun cuando no afirmo categórica- 
mente que acá se haya consagrado una figura de delito objeti- 
vo -porque tengo en cuenta que el artículo 18 del Código 
Penal es una de esas normas generales- tengo mis dudas y dije 
que aquí en el Uruguay se había sostenido la figura de los 
delitos objetivos dejando de lado el mencionado artículo. Pre- 
cisamente, no hace mucho hubo una propuesta que la Comi- 
sión, por cierto, rechazó en gran parte, relativa al tema de los 
estupefacientes. Este asunto fue tratado en la Comisión en un 
debate muy rico al que asistieron especialistas y autoridades 
importantes del Poder Ejecutivo participantes de ese proyecto. 


En síntesis, quiero decir que no afirmo que acá hay un 
delito objetivo; si fuera Juez, exigiría la figura del dolo con- 
cretamente. 


A los efectos del mayor entendimiento, voy a referirme al 
siguiente ejemplo. Tal vez se pueda calificar de exagerado, pero 
para facilitar la exposición y lograr un mayor entendimiento los 
ejemplos tienen que ser drásticos. Supongamos que una perso- 
na, que tenía que volver el sábado, no lo hace porque el domin- 
go es el cumpleaños de su hijo menor, al que acaba de recupe- 
rar. Entonces, se dice a sí mismo: “El lunes no voy”. Ante la 
supuesta pregunta de por qué, diría: “Porque no quiero”, con 
total intención de provocar el resultado previsto en la manera 
como se define el dolo en el artículo 18. A mi entender, es 
dolo porque la persona pensó en el resultado que tendría no 
llegar a la cárcel a su debido tiempo, pero igualmente lo hace. 
Por lo tanto, incurre en una pena mínima de seis meses y un 
máximo de cuatro años. 


Pensemos en la situación de otra persona a la que le dan 
una salida transitoria por una semana, quien no tiene la inten- 
ción de volver tarde, sino de cometer un delito de cierta im- 
portancia, aunque no de tanta como para que el mínimo sea de 
más de seis meses. Me refiero, por ejemplo, al robo a una 
viejita en la Plaza de los Treinta y Tres, que acababa de salir 
de la sucursal “19 de Junio” del Banco de la República. Esto 
ha sucedido cantidad y cantidad de veces; esperemos que se 
haya corregido y que en el futuro mejore aún más. A esa 
señora jubilada, entonces, luego de cobrar un préstamo social 
de $ 700, le roban la cartera. ¿Qué pena tendría ese señor que 
comete ese delito? Tal vez habría que combinarlo con el pro- 
ceso anterior y también jugarían los elementos agravantes. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia aclara, señor Se- 
nador, que ese sería un caso de rapiña, por tratarse de un hurto 
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con violencia a la persona, cuya pena alcanza a los cuatro 
años. 


SEÑOR KORZENIAK. - No me refiero a un hurto con 
violencia, señor Presidente; el hurto sin violencia no es rapiña. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Sin embargo, el arrebato de un 
bolso es un acto de violencia a la persona. 


SEÑOR KORZENIAK. - En todo caso, señor Presidente, 
supongamos que ese recluso la engañó con el cuento del tío, 
pero sin violencia, quedándose con $ 30. A mi entender, el 
tema no se puede juzgar desde el punto de vista ético, aun 
cuando el Derecho Penal lo tenga en cuenta. Es más, el bien 
jurídico protegido determina que los delitos se tipifican con 
racionalidad. 


Por lo tanto, en el artículo 3% se incurre nuevamente en una 
falta de lógica y de atención a lo que se llama política crimi- 
nal, es decir, las decisiones que se toman antes de consagrar 
las normas. Téngase en cuenta, precisamente, que esta disposi- 
ción dice que en ningún caso podrá autorizarse la salida transi- 
toria de un recluso que no haya cumplido como mínimo una 
preventiva de 90 días. No me parece mal que se establezca un 
límite para el otorgamiento de las salidas transitorias. Pense- 
mos en una persona que incurrió en una riña de esas que sin 
estar exoneradas de pena -como, por ejemplo, el insulto recí- 
proco y alguna otra expresión que incluye el Código Penal- 
tiene una sanción probable -me refiero al caso de que la perso- 
na está presa porque tiene una pena probable de menos de 90 
días- o una pena establecida de menos de 90 días, por ejem- 
plo, dos meses de prisión. Todos sabemos que hay delitos a 
los que se aplica penas de este tipo. Entonces, esa persona que 
cometió un delito tan irrelevante que sólo tiene cuarenta, se- 
senta o noventa días de prisión, por ejemplo, el caso de que un 
sobrino saque a su tía un diario pensando devolverlo más tarde 
y ella lo denuncia por hurto, ante lo cual el Juez lo condena a 
25 días, no puede tener una salida transitoria para ir al cum- 
pleaños de su hijo, y aquí vuelvo al ejemplo del comienzo. Por 
el contrario, otra persona que cometió una violación o un ho- 
micidio -que lleva más de 90 días- y a la que estando en la 
cárcel se le otorga el certificado de buena conducta, recibe un 
buen informe del Director de la cárcel y el Juez consulta a los 
psiquiatras quienes establecen que no va a volver a delinquir, 
por lo cual a pesar de que tendría que cumplir una pena de 90 
días, obtiene una salida transitoria. 


A mi entender, señor Presidente, esto está mal y el poner 
términos y condiciones... 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia le aclara, señor 
Senador, que este artículo lo estamos considerando tal como 
vino de la Cámara de Representantes y, por lo tanto, el señor 
Senador estaría dispuesto a votarlo. 


SEÑOR KORZENIAK. - Precisamente, señor Presidente, 
estoy dispuesto a votarlo y así lo aclaré desde el principio. 
Aún cuando en algunos casos no es el desiderátum, queremos 
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que hoy exista una ley que mejore el régimen de salidas transi- 
torias, más allá de que mantenemos ciertas reservas. Esta dis- 
posición, a mi entender, no es de adecuada política criminal. 
Como se hace siempre en materia penal, tendría que haber 
graduaciones para que, atendidas las circunstancias del caso, 
se den o no salidas transitorias, sin fijación de límites. Sé que 
los límites temporales habitualmente pueden ser arbitrarios, 
pero en este aspecto concreto de la materia penal hay que ser 
muy cuidadoso. 


SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR MILLOR. - Señor Presidente: el artículo 3” tiene 
otra expresión que al pronunciarla el señor Senador Korzeniak 
parecería que aquí hay una suerte de unanimidad de que el 
proyecto de ley aprobado por la Cámara de Representantes sea 
excelente, salvo la modificación del artículo 184. 


Pero vamos a empezar por analizar el artículo 3%. Tal como 
señalaba el señor Presidente, el texto aprobado por la Cámara 
de Representantes establecía que había que cumplir una pre- 
ventiva de sesenta días y lo que propone el Poder Ejecutivo es 
que sea de noventa días. El mismo dilema que planteaba el 
señor Senador Korzeniak se presentaba con el texto de la Cá- 
mara de Representantes. A esto agrego que en esos casos que 
él plantea como, por ejemplo, una riña, lo más probable es que 
sea procesado sin prisión. En la otra situación que planteó, es 
que la libertad provisional le llegue al recluso muchísimo an- 
tes que la solicitud de licencia. Esta es la práctica constante y 
permanente de lo que es el Derecho Penal en el Uruguay. 
Nada tiene que ver con el tema de la condena que él menciona 
porque, lamentablemente, el Derecho uruguayo es tan lento 
que los condenados de toda la población carcelaria represen- 
tan el 8%, quedando el 92% encausado o procesado. 


Además de esto, que es clarísimo, sin replantear una polé- 
mica por los artículos anteriores para ahorrarle al Senado una 
discusión bizantina, quiero decir que el proyecto de ley apro- 
bado por la Cámara de Representantes no solamente tenía el 
defecto de haber suprimido el inciso segundo del artículo 184, 
sino que además incurría en gruesas confusiones y en grandes 
errores desde el punto de vista de la redacción. Por ejemplo, 
todavía estoy por entender el inciso quinto del artículo 62, 
porque si se lee bien se puede apreciar que confundieron “re- 
solución” con “informe”. Digo esto, porque al abogado defen- 
sor del recluso no se le envía la resolución -en definitiva, es el 
Juez el que resuelve- sino el informe. Esta confusión del texto 
aprobado por la Cámara de Representantes queda clarísima si 
se lee todo el inciso quinto. Además, en el inciso noveno se 
diluyen las responsabilidades, porque se dice que se entenderá 
por autoridad carcelaria al Director del Establecimiento res- 
pectivo. Así tenemos el Director de la Chacra, el del Penal de 
Libertad, el de Tacoma, el de Santiago Vázquez, el de la Cár- 
cel de Mujeres y una gran cantidad que están en la órbita del 
Director General de Cárceles. Dentro de poco tiempo estará el 
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Director de esta nueva cárcel que se está construyendo en la 
Ruta 11, en el departamento de Canelones. Digo esto por men- 
cionar algunos ejemplos. 


El señor Senador Korzeniak señalaba que en general en el 
Senado se consideraba que el proyecto de ley aprobado por la 
Cámara de Representantes era muy bueno, salvo el tema del 
artículo 184. A mi juicio, con prescindencia de esta disposi- 
ción, el texto aprobado allí es muy malo. Concretamente, me 
refiero al inciso quinto del artículo 62 que sinceramente es 
difícil de entender. 


Muchas gracias. 
SEÑOR RICALDONM!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: simplemente, 
queremos decir que en realidad este tema no fue uno de los 
que ocupó demasiado la discusión ni en la Comisión respecti- 
va de la Cámara de Representantes ni en su Plenario. Inclusi- 
ve, existe una similitud que por razones de tiempo voy a aho- 
rrarle al Senado, en cuanto a que tanto en el Mensaje del 
Poder Ejecutivo al referirse al artículo 3 como en el informe 
de la Comisión correspondiente de la Cámara Baja, se señalan 
conceptos que son fácilmente entendibles y que, realmente, no 
deberían dar lugar a mayores reflexiones. En el Mensaje del 
Poder Ejecutivo se dice que de lo que se trata es de uniformar 
criterios en esta materia y que no se autorizarán salidas transi- 
torias -estoy citando textualmente- hasta que el recluso no 
haya cumplido, como mínimo, una preventiva de noventa días, 
en el entendido de que no es posible una correcta evaluación 
de aquél en un plazo menor y, por lo demás, una autorización 
tan prematura desvirtúa la esencia y filosofía del régimen. En 
el informe de la Comisión, de fecha 4 de junio de 1997, se 
dice que este artículo consagra -también estoy haciendo una 
referencia textual- una limitante, en el sentido de que no podrá 
autorizarse salida transitoria hasta tanto no se haya cumplido 
con una preventiva de sesenta días. Es decir que la Cámara de 
Representantes cambió de noventa a sesenta días. Luego agre- 
ga que en los casos de personas condenadas por un delito cuya 
pena mínima sea de penitenciaría, no podrá concederse, hasta 
tanto no se haya cumplido una tercera parte de dicha pena. El 
informe de la Comisión termina diciendo lo siguiente: cree- 
mos que este artículo establece un marco más racional y claro 
para las distintas circunstancias que rodean la resolución de 
conceder o denegar las salidas transitorias. Este informe lo 
firman el Miembro Informante, señor Representante Borsari y 
los señores Representantes Abdala, Andrade, Araújo, Díaz May- 
nard, Fernández Chavez, Michelini y Diana Saravia. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 
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SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: queremos decir 
en forma muy breve que estamos totalmente de acuerdo con 
este artículo 3”. Evidentemente, tomar en cuenta la entidad del 
delito y la pena es un elemento importante, porque es un índi- 
ce de la naturaleza y de la peligrosidad y, de alguna manera, la 
posibilidad de que la salida transitoria esté ligada a un cumpli- 
miento parcial de la pena, nos parece un acto racional de ga- 
rantía del instituto para que no sea una situación en la cual 
alguien que, de pronto, ha tenido alta peligrosidad, enseguida 
de ser detenido o poco tiempo después, pueda gozar de la 
posibilidad de la salida transitoria. Lo mismo ocurre con la 
exigencia de una preventiva y la tecnificación resultante de la 
intervención del Instituto Nacional de Criminología y los abo- 
gados, en el caso del interior. 


De manera que nos parece que esto le da elementos de 
restricción a la salida transitoria para garantizar que no se 
convierta en un instrumento que pueda ser utilizado con ries- 
gos para la gente, por lo que lo consideramos adecuado. 


Por otra parte, queríamos decir que no hemos tenido gran- 
des diferencias y que, en alguna medida, lamentamos la intro- 
ducción del artículo 184, porque en lo demás hubiéramos coin- 
cidido. Digo esto, porque, de alguna manera, esta modifica- 
ción es la que perturba que tengamos, desde ahora -coincido 
en esto con el señor Senador Korzeniak- una ley no resuelta, 
cuando las diferencias no son muy grandes. En ese sentido, 
queremos dejar constancia, también, de esa situación. 


Por último, el planteo que hiciera el señor Senador Korze- 
niak nos obliga a aclarar que no hemos dicho que el inciso 
segundo incorporado sea una disposición típicamente de res- 
ponsabilidad objetiva. No; lo que quisimos significar es que el 
artículo 184 del Código Penal, si bien está inscripto dentro de 
una concepción de responsabilidad subjetiva, podría ser per- 
fectamente invalidado en un texto claro que estableciera la 
responsabilidad objetiva. Con esto, tampoco queremos decir 
que ello sea lo adecuado, pues creemos que los principios de 
responsabilidad subjetiva son los que deben imperar. Quería- 
mos aclarar este punto porque, de lo contrario, podría dar la 
impresión de que estábamos calificando plenamente la norma 
del inciso segundo agregado como de típica responsabilidad 
objetiva. Creemos que allí puede funcionar la interpretación 
del artículo 18 del Código Penal, pero ello tiene sus dificulta- 
des. Entonces, si se estableciera un instituto con responsabili- 
dad objetiva, de ninguna manera la filosofía del artículo 18 
impediría aplicar esa disposición, pues la regla del contexto no 
hace predominar más unos artículos que otros en el marco de 
un Código. Por lo expuesto, reitero que nos parecía importante 
dejar esta constancia, aun cuando no consideramos convenien- 
te la sustitución de la filosofía de la responsabilidad subjetiva 
por la de la objetiva en materia penal. 


Era cuanto quería manifestar. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo 3%, que pasa a ser 4”. 
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(Se vota:) 

-15 en 23. Afirmativa. 

Léase el artículo aditivo llegado a la Mesa. 
(Se lee:) 


“ARTICULO ADITIVO. - Cuando un recluso en 
régimen de salida transitoria cometiere delito, el Estado 
será responsable del daño por dicho delito causado a 
cualquier persona, si la salida transitoria hubiese sido 
concedida con culpa grave o dolo.” 


-En consideración. 
SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Señor Presidente: deseo referir- 
me brevemente a este artículo aditivo y, para alivio de los 
compañeros del Cuerpo, me voy a remitir a lo expuesto en la 
discusión general, aunque voy a dar una breve explicación 
técnica sobre el mismo. 


En primer lugar, quiero decir que la inspiración de este 
artículo, lo que no significa su texto, está en la Constitución. 
Lo mismo sucede con el artículo 332 de la Carta, que habla de 
los preceptos constitucionales no reglamentados y que fue re- 
dactado en 1942 por el profesor Juan Andrés Ramírez, que se 
inspiró en el artículo 16 del Código Civil, aunque no es igual. 


Digo esto porque he leído algunos artículos de prensa que 
no interpretaron que tuvimos en cuenta esos artículos de la 
Constitución, aunque ello no significa que los hayamos regla- 
mentado. Simplemente, nos inspiramos en ellos, cosa que me 
parece muy saludable. 


En segundo término, pienso que según el artículo 24 de la 
Constitución, que consagra la responsabilidad del Estado por 
daños causados a terceros en la ejecución de los servicios 
públicos y de acuerdo con la interpretación mayoritaria impe- 
rante en nuestro país, no es una responsabilidad objetiva del 
Estado. Si el Estado causa daño patrimonial ejecutando los 
servicios públicos, no siempre tiene que responder por ello. Es 
el caso, por ejemplo, de la aplicación de una multa. Allí se 
causa un daño al multado, aunque eso no significa que des- 
pués lo tenga que indemnizar, porque el servicio estuvo bien 
ejecutado. Entonces, aunque en el artículo no se diga, la doc- 
trina y la jurisprudencia hacen uso, entre otras, de las expre- 
siones del doctor Sayagués que dicen: “funcionó mal”, “no 
funcionó” o “funcionó tardíamente”. Otros doctrinos y Jueces 
expresan: “hay una falta de servicio”. 


En tercer lugar, debo señalar que en ese artículo 24, donde 
no hay responsabilidad objetiva del Estado, no se exige culpa 
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grave o dolo por parte de los trabajadores que provocan el 
servicio. Digo trabajadores porque estamos frente al ejercicio 
de los servicios confiados a la gestión o dirección del Estado. 
La gestión es cuando el mismo cumple los servicios por sí 
mismo y la dirección es cuando lo hace a través de concesio- 
narios. Por eso se dice dirección y no se exige culpa grave o 
dolo para que el Estado sea responsable, sino únicamente el 
hecho de que el servicio haya funcionado mal. 


En cambio, en este artículo aditivo se recoge -y vemos que 
no es una aplicación mecánica de la Constitución- la hipótesis 
prevista del artículo 25 que no se refiere a responsabilidad del 
Estado, sino a la facultad del mismo de repetir contra los 
funcionarios. Aclaro que no puede repetir contra los emplea- 
dos de las empresas concesionarias. Por eso es que aquí se 
hace mención a los funcionarios y antes habla de gestión o 
dirección. Acá, para que el Estado pueda repetir contra el 
funcionario lo que pagó por concepto de reparación, se exige 
que el mismo haya actuado con culpa grave o dolo. 


Si leemos con atención, este artículo aditivo expresa que el 
Estado es responsable cuando se concede una salida transitoria 
con culpa grave o dolo. Estamos usando una figura que no 
está en la Constitución para originar responsabilidad del Esta- 
do, aunque sí para originar la posibilidad de repetir contra los 
funcionarios. 


Hemos establecido esto, antes que nada, porque no somos 
tan alocados como para proponer que toda vez que haya un 
daño, el Estado tenga que reparar. No creo que se nos conside- 
re tan poco responsables como para proponer eso. Ahora bien; 
s1 se otorga una salida transitoria con culpa grave o dolo, por 
ejemplo, si un Juez se basa para darla en un informe hecho por 
coima -pongo ejemplos gruesos para lograr un mejor entendi- 
miento del tema- por lo menos hay culpa grave y, quizás, 
dolo. En ese caso, mezclamos el concepto de culpa grave o 
dolo necesario para que el Estado pueda repetir para originar 
la responsabilidad del Estado. Existe una especie de permuta 
de razonabilidades. No es razonable hacer responsable al Esta- 
do por un acto mediato, porque el delito no lo comete el Esta- 
do, sino el que está en uso de una salida transitoria y la doctri- 
na exige para que haya responsabilidad del Estado, no sólo 
que el servicio funcione mal, sino que el daño sea inmediato. 
Aquí estamos ante un daño mediato porque, reitero, no lo 
comete el Estado en ejercicio de sus funciones, sino un preso 
que salió en uso de una salida transitoria. Para contrarrestar 
eso se exige que el otorgamiento de la salida transitoria haya 
sido realizado con culpa grave o dolo. 


Digo esto porque han llegado hasta mí comentarios de tipo 
técnico muy bien intencionados, pero que obviamente no se 
ajustaron al texto. Pienso que cuando se va a comentar un 
artículo es necesario remitirse al texto y no hacer mención a 
los que otros dicen del mismo. Al leer esos comentarios me he 
dado cuenta que sus autores no han entendido el alcance de 
este aditivo que me parece bueno. Aunque la sesión pasada lo 
defendí con mucho calor, hubiese estado dispuesto a retirarlo, 
si el Senado hubiese aprobado el proyecto venido de la Cáma- 
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ra de Representantes con el cual obviamente tenemos algunas 
discrepancias. Ello hubiera significado que a partir del día de 
hoy contásemos con un sistema mejor en materia de salidas 
transitorias. Como al respecto hubo un episodio muy sonado, 
la idea era que el Parlamento diese una respuesta que, sin ser 
acelerada, fuera razonablemente rápida. 


Es cuanto quería expresar sobre este artículo aditivo desde 
el punto de vista técnico y repito que si se hubiese aprobado el 
proyecto venido de la Cámara de Representantes, estábamos 
dispuestos a dejarlo sin efecto, sin perjuicio de promoverlo en 
una ley separada. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - En forma breve quiero decir que a 
nuestro entender este artículo aditivo transforma totalmente lo 
que establecen los artículos 24 y 25 de la Constitución de la 
República. 


En nuestro concepto, la responsabilidad que establecen es- 
tas normas para el Estado, para los Gobiernos Departamenta- 
les, etcétera, es de tipo civil, es decir, cuando se causa un daño 
a terceros. 


La disposición habla de la ejecución de los servicios públi- 
cos que fueran confiados en su gestión o dirección. La legisla- 
ción vigente, luego de establecer la responsabilidad civil del 
Estado y de las otras personas públicas que aquí se indican, 
dispone que si el daño fuera causado por los funcionarios en el 
uso de sus funciones o en ocasión de ese ejercicio, y se ha 
obrado con culpa grave o dolo, debe responder el organismo 
público al que pertenece, el que a su vez podrá repetir contra 
dicho funcionario. Esta es la redacción que se incorporó a 
nuestra Constitución en la reforma de 1952 y que dio motivo, 
en la Comisión de los Veinticinco, a un interesante debate con 
relación a la incidencia que tenía la actuación con culpa grave 
o dolo para hacer responsable al Estado y que éste pudiera 
repetir contra el funcionario. 


En este aditivo que propone, entre otros, el señor Senador 
Korzeniak, se establece que cuando un recluso, en régimen de 
salida transitoria, comete un delito, el Estado será responsable 
del daño que se le cause a cualquier persona, en el caso de que 
dicha salida transitoria hubiera sido concedida con culpa grave 
o dolo. 


Entendemos, con el mayor de los respetos por las opinio- 
nes que fundamentan esta posición, que se está incorporando a 
nuestra legislación la responsabilidad penal del Estado. La res- 
ponsabilidad del Estado es siempre civil, por un daño, y se 
tiene en cuenta la culpa grave o dolo para que repita contra el 
funcionario, porque existe responsabilidad subjetiva de éste. 
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Con esta redacción, el Estado siempre va a ser responsable si 
el funcionario concedió la salida transitoria con culpa grave o 
dolo. 


Además, entendemos que la Constitución no habilita la 
introducción de una norma de esta naturaleza, ya que simple- 
mente prevé la responsabilidad civil. Advierto que si bien aquí 
aparece como que hay una responsabilidad civil, naturalmente 
emana de una conducta penal. Es decir, desde el momento en 
que el Estado tiene funcionarios que actúen con culpa grave o 
dolo, siempre será responsable. De esa conducta penal, pasa a 
tener responsabilidad el Estado, generándose una modifica- 
ción que estimamos imposible de introducir, porque el texto 
constitucional no lo habilita. 


Naturalmente, se trata del desarrollo de una corriente o 
postura filosófica, técnica, o como se le quiera denominar, en 
la que el Estado pasa a ser un sujeto que alcanza todas las 
posibilidades en el manejo de las alternativas que se den en la 
vida de una nación. 


En conclusión, consideramos que esta disposición no pue- 
de ser recogida ni votada, por cuanto no tiene cabida dentro 
del texto constitucional, que solamente habla de responsabili- 
dad civil para el Estado, dándole la posibilidad de repetir con- 
tra los funcionarios cuando estos actúen con culpa grave o 
dolo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR KORZENIAK. - Quiero aclarar que la solución 
que se presenta en este artículo no es la que figura en la 
Constitución. Me llevó cinco minutos explicar que me inspiré 
en ellos pero que no es lo mismo; de todas maneras, adelanto 
que no es inconstitucional. 


Por otro lado, le pediría al señor Senador Santoro que no 
me atribuyera que estoy hablando de responsabilidad penal del 
Estado. El Estado es una persona colectiva y a estas no se las 
lleva presa, como tampoco se lo hace con una sociedad anóni- 
ma. Es obvio que estoy hablando de responsabilidad civil, la 
cual se puede originar en un delito cometido por el funciona- 
rio. Si un empleado de la Intendencia atropella con dolo, con 
un Carterpiller, la casa de un ciudadano cualquiera y comete 
un delito, la responsabilidad será de la Intendencia. El tema de 
si el Estado va a repetir o no contra él, es otro asunto. Insisto 
en que es evidente que esto se refiere a la responsabilidad civil 
y no a la penal. 


¿Cuando actúa mal el servicio? Lo hace cuando le otorga 
el beneficio de la salida transitoria a un preso con culpa grave 
o dolo. Me parece que ello debe originar alguna responsabili- 
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dad del Estado, que es el que tiene el deber de hacer funcionar 
bien esa institución jurídica. De lo contrario, parecería que se 
le quiere sacar el cuerpo al tema principal, que es el de las 
víctimas de los delitos. A nuestro juicio, eso debe tener alguna 
solución. ¿Acaso se soluciona, solamente, apresando al que 
mató? ¿Y qué pasa con la víctima? Aquí tenemos una salida 
razonada y razonable. 


Además, quiero repetir que esto no tiene nada que ver con 
el caso ocurrido hace poco tiempo, ni estoy acusando a ningún 
Juez ni a ningún policía por el hecho de que “el Pelado” haya 
salido con libertad provisoria, con culpa grave o dolo. De 
todas formas, puede pasar; he oído muchos casos de esos, al 
igual que los demás señores Senadores. Inclusive, en los pasi- 
llos y en Comisión se comenta que con cierta cantidad de 
dinero se consiguen informes. Indudablemente, eso constituye 
una culpa grave, y si origina que a una persona le otorguen el 
beneficio de la salida transitoria y esta mata, roba o viola, 
cabría preguntarse quién actuó mal. ¿Fue el vecino que se dejó 
robar o quien con culpa grave o dolo le otorgó la salida transi- 
toria? 


En consecuencia, quiero dejar en claro que estamos ha- 
blando de responsabilidad civil -que creo debe jugar- y que 
esto no tiene nada que ver con la concepción del Estado. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SANTORO. - Pido la palabra para una aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SANTORO. - A nuestro entender, con esta inicia- 
tiva se establece la responsabilidad del Estado por razones 
penales. Cuando se comete un delito hay responsabilidad pe- 
nal, y también puede haber responsabilidad civil. Quien recibe 
una herida al ser atacado puede recurrir contra el que lo lesio- 
nó para hacerlo responsable civilmente. 


Cuando se trata del Estado, éste responde por los daños 
que cauce en el cumplimiento de sus servicios. Asimismo, 
puede repetir contra el funcionario en caso de que éste haya 
actuado con culpa grave o dolo. Sin embargo, lo que no puede 
ocurrir es que, por una conducta que tenga calificación penal 
de un funcionario, el Estado tenga que responder. En este 
caso, es evidente que el Estado, que es una persona pública, 
pasa a ser una persona subjetiva, con todos los elementos de la 
responsabilidad penal. Es decir que no puede ser responsabili- 
zado penalmente y, menos aun, obligado a indemnizar a la 
víctima de un delito. 


Era cuanto quería decir. 
SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Ricaldoni. 
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SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: la Bancada de 
mi Partido va a apoyar la postura adoptada por el señor Sena- 
dor Santoro. En ese sentido, considero que cualquier palabra 
más es innecesaria, debido a que se ha explicado esa posición 
con total precisión. 


En primer lugar, debo decir que, aun teniendo en cuenta la 
buena inspiración de este artículo, éste cuenta con una serie de 
defectos muy claros. En ese sentido, la disposición -que sería 
de rango legal- no dice que se está hablando de culpas o de 
dolos de naturaleza civil. De esta manera, la lectura del texto 
me indicó -y, además, creo que esa debe haber sido la inten- 
ción- que la previsión que aquí se establece tenía como punto 
de arranque -o, si se quiere, como fulminante- una naturaleza 
penal en la conducta del funcionario que obligaba al Estado a 
reparar por ella. Esto significa colocar dentro de la esfera pe- 
nal nada más ni nada menos que al Estado. A mi juicio, ade- 
más de ser poco procedente, es algo claramente inconstitucio- 
nal. 


En segundo término, quiero decir que tal como está confi- 
gurada la Constitución en los artículos 24 y 25, esta disposi- 
ción es absolutamente innecesaria. Además, nos lleva a algo 
mucho más grave, que es una inconstitucionalidad de otro 
tipo, porque esta norma restringe a la propia Constitución. El 
artículo 24 consagra la responsabilidad civil por el daño cau- 
sado a terceros, entre otros, por el Estado, sin efectuar ninguna 
otra distinción. En cambio, en el proyecto de ley que estamos 
considerando, esa responsabilidad sólo corresponde cuando se 
trata de culpa grave o dolo, aspecto que el artículo 24 no tiene 
en cuenta. 


Se me puede decir que la hipótesis prevista en el aditivo 
presentado por el Frente Amplio está referida a la posibilidad 
de que el Estado se haga responsable e indemnice por los 
daños causados en virtud de determinado delito cometido du- 
rante el régimen de salidas transitorias. Sin embargo, es claro 
que esto va en contra de toda la arquitectura de la Constitu- 
ción. Repito que se trata de algo inconstitucional. 


Al respecto, formularía una pregunta para aclarar mi posi- 
ción, cuya respuesta es obvia. ¿Por qué, en el caso del régimen 
de salidas transitorias, cuando comete un delito quien se bene- 
ficia de ellas, el Estado sólo va a ser responsable cuando exis- 
ta culpa grave o dolo? Se podría sostener que este régimen 
simplemente declara un principio constitucional. En otros ca- 
sos, que no tendrían nada que ver con las salidas transitorias ni 
con la situación de los presos sino con el Derecho Administra- 
tivo, la solución tendría, en cambio, una mayor amplitud. Es 
decir que cualquier persona que reclamara por indemnizacio- 
nes previstas en este artículo aditivo, podría alegar que la solu- 
ción es inconstitucional porque sólo se aplica cuando existe 
culpa grave o dolo. 


Por último, señor Presidente, quiero decir -incursionando 
en el terreno de las hipótesis- que acá no se despejan las difi- 
cultades en el sentido de que no se aclara si la culpa grave o 
dolo es civil o penal. Además es muy difícil, como todos 
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sabemos, determinar cuándo se trata de culpa grave o dolo, y 
esa calificación es tan subjetiva que puede estar dando pie 
-aunque esa no sea la intención del artículo- a procedimientos 
O prácticas que signifiquen articular de antemano una autori- 
zación injustificada y absolutamente arbitraria -dentro del ré- 
gimen de salidas transitorias- simplemente para después pre- 
parar una reclamación contra “cualquier daño causado a cual- 
quier persona”. 


SEÑOR POZZOLO. - ¿Me permite una interrupción, señor 
Senador? 


SEÑOR RICALDON!. - Con mucho gusto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede interrumpir el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR POZZOLO. - Señor Presidente: por supuesto que 
no voy a ingresar en la discusión de si esto es o no constitu- 
cional, sino que adoptaré la postura de la defensa del Estado, 
que creo que es mi primer deber. 


Imaginemos que una persona que se beneficia con este régi- 
men de salidas transitorias comete un delito grave, por ejemplo, 
una violación. Ante esto, un Juez dictamina, recurriendo contra 
el Estado, que hay que resarcir a la víctima con U$S 10:000.000. 
Entonces, ¿quién me asegura que el Estado, volviendo contra el 
funcionario que dictó la medida, pueda cobrar ese dinero? Per- 
sonalmente, creo que esto es dejar indefenso al Estado, por lo 
que no voy a acompañar esta disposición. 


Muchas gracias, señor Senador. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Puede continuar el señor Sena- 
dor Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDON!I. - Lo que ha expresado el señor Se- 
nador Pozzolo es absolutamente categórico. Cuando le hici- 
mos el merecido homenaje a su trayectoria, me quedó por 
decir una frase -porque en esa oportunidad no tenía escrito mi 
discurso- que aprovecharé a señalar en el día de hoy. 


En la Comisión de Constitución y Legislación siento que 
soy un escribidor y que las buenas ideas, las que le interesan al 
Senado, provienen de planteos como los que habitualmente 
efectúa el señor Senador Pozzolo. 


Muchas gracias. 


SEÑOR KORZENIAK. - Pido la palabra para una aclara- 
ción. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 
SEÑOR KORZENIAK. - Debo confesar que no entiendo 
lo que se ha dicho. El señor Senador Ricaldoni sostuvo que el 


artículo 24 de la Constitución hacía responsable al Estado en 
todos los casos y no sólo cuando existía culpa grave o dolo del 
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funcionario y por otro lado, el señor Senador Pozzolo dijo que 
con esta disposición se hacía responsable al Estado, y que no 
se sabía si éste después podía cobrarle al funcionario. 


A decir verdad, creo que hay en todo esto una cierta ironía. 
Pido a los señores Senadores que atacan este aditivo que lo 
lean bien. 


En primer lugar, el artículo 24 de la Constitución no hace 
responsable al Estado en todos los casos. En una situación 
como ésta, si se estudian la doctrina, la jurisprudencia y todos 
los fallos sin excepción -aunque existan diferencias en algunos 
aspectos- se puede ver que no se hace responsable al Estado, 
porque el que comete el daño es el preso y no el Estado. 
Cuando hablamos de víctima, debemos tener en cuenta que el 
Estado, repito, no es responsable por los daños que causa el 
preso. Por ello, el artículo 24 de la Constitución no consagra la 
responsabilidad a la que se refería el señor Senador Ricaldoni. 


Tal como señaló en la prensa de ayer o de hoy un miembro 
de la Suprema Corte de Justicia, tiene que haber lo que se llama 
la inmediatez. Si el señor Senador Ricaldoni lee el artículo, 
podrá ver que allí se establece que el Estado será civilmente 
responsable del daño causado a terceros, en la ejecución de los 
servicios públicos, confiados a su gestión o dirección. Enton- 
ces, cuando un preso que está en la calle mata a una persona, 
no es el Estado quien causó el daño. Esta posición es sostenida 
por todos los Jueces y por toda la doctrina; simplemente hay 
que leerla, junto con alguna sentencia. 


Por otro lado, la prueba de la culpa grave o dolo es el único 
caso en que se establece la responsabilidad civil del Estado. 


A quién se le ocurre que alguien puede hablar de la respon- 
sabilidad penal del Estado; en todo caso podremos hablar de la 
responsabilidad penal de un funcionario, un Presidente o un 
Senador, pero no del Estado. Lo que sostiene el señor Senador 
Santoro es que a raíz de un hecho penal se genera una responsa- 
bilidad civil. Y acepto ese criterio; es así. A propósito de ello 
cité un ejemplo, y puedo dar veinte más. Si un funcionario del 
Correo viene a traer una carta y le da una puñalada a una 
persona provocándole un daño, esa persona dañada tiene dere- 
cho a reclamarle al Estado porque ese funcionario estaba allí 
ejerciendo su función, es decir, entregando correspondencia. 


En consecuencia, señor Presidente, ni el artículo es incons- 
titucional, ni recoge la solución que está en la Constitución; se 
trata de algo diferente. A propósito de esto me voy a dirigir al 
sentido común que también reconozco lo tiene el señor Sena- 
dor Pozzolo, quien seguramente no entendió el aditivo porque 
dice que el Estado responde siempre, y se pregunta cómo se 
hace para cobrarle al funcionario. Este aspecto no está previs- 
to, sino que lo que se prevé es que el Estado responde sólo 
cuando le da a una persona la libertad provisoria, con culpa 
grave o dolo y ésta comete un delito. 


Frente a esto me hago la siguiente pregunta: ¿estarían de 
acuerdo o no los señores Senadores en que si un Director de 
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cárcel hizo un informe porque se lo pagaron, una psiquiatra 
hace el suyo porque la coimearon y, a su vez, coimearon al 
Juez para que otorgue una salida transitoria y la persona co- 
mete un delito y un daño, el Estado responda civilmente por 
ello? Naturalmente que tiene que haber acuerdo y no porque 
lo diga la Constitución, sino porque lo diría este aditivo si los 
señores Senadores sin fijarse en quién presenta el artículo, lo 
miraran, lo estudiaran y vieran si es o no una disposición 
razonable. 


Muchas gracias. 
SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO. - Es simplemente para hacer un co- 
mentario a propósito del final de la intervención del señor 
Senador Ricaldoni. Precisamente, él nos dice que esto podría 
dar lugar a que se fraguaran salidas transitorias para que, como 
consecuencia de ello, se produjeran delitos que luego hicieran 
recaer la responsabilidad en el Estado. 


Obsérvese el razonamiento. Yo, por ejemplo, Director de 
una cárcel, cometo un delito de tal flagrancia al dar una salida 
transitoria que, en virtud de ello, le doy la posibilidad a la 
víctima del delito cometido por el que salió de la cárcel con 
esa autorización, de hacer responsable al Estado. Al mismo 
tiempo, estoy condenándome a estar preso, porque si lo hago 
así estoy cometiendo un delito de tal naturaleza que el primero 
en ir preso seré yo. 


Entonces, no entiendo el razonamiento; no sé cómo se pue- 
de llegar a este nivel de contradicción en la exposición de una 
idea. De este razonamiento se desprende que estoy pensando 
en cometer un delito para que me descubran y me lleven pre- 
so. Es realmente asombroso. 


Muchas gracias. 
SEÑOR RICALDON!I. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el Miembro In- 
formante, señor Senador Ricaldoni. 


SEÑOR RICALDONI. - Deseo referirme a algo que es 
cierto y a ello aludió -pido disculpas por citarlo nuevamente- 
hace rato el señor Senador Santoro. 


En primer lugar, el aditivo que estamos considerando esta- 
blece una hipótesis que no está en la Constitución; en segundo 
término, no nos gusta; en tercer lugar, pensamos que es in- 
constitucional; en cuarto término, establece una discrimina- 
ción porque cabe preguntarse por qué sólo en estos casos hay 
que indemnizar cuando se comete culpa grave o dolo, y en los 
demás no. Reitero que, en lo personal, esto es inconstitucional. 


Finalmente, debemos observar que de esta manera llega- 
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mos a situaciones que son realmente absurdas, porque si se- 
guimos adentrándonos en la redacción del aditivo, vemos que 
el señor Senador Gargano -no lo quiero aludir porque si no 
esto se extiende demasiado- está pensando que el mismo refie- 
re al Director del establecimiento carcelario, cuando no es eso 
lo que aquí se dice. Este artículo o especie de “San Benito” se 
puede aplicar al Director del establecimiento carcelario, a cual- 
quiera de los funcionarios que asesora antes de que el Director 
del establecimiento carcelario aconseje que se conceda la li- 
bertad, al Actuario del Juzgado, al Ministerio Público, al Juez 
e, incluso, se puede aplicar en determinadas etapas procesales 
a los Tribunales de Apelaciones. 


Esto, señor Presidente, tiene algo de bomba atómica que, 
reitero, va a contrapelo de lo que es la solución constitucional 
que sigo defendiendo. Por lo tanto -y con esto termino, acla- 
rando que no voy a intervenir más- nosotros tampoco vamos a 
votar esta disposición. 


Muchas gracias. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SARTHOU. - Realmente no entiendo cuál es la 
diferencia en cuanto al funcionamiento del Estado y de la 
función pública en lo que tiene que ver con el otorgamiento de 
una salida transitoria, respecto al que se da en cualquier otro 
ámbito de la Administración. Y esto está previsto en el artícu- 
lo 25, al establecer: “Cuando el daño haya sido causado por 
sus funcionarios, en el ejercicio de sus funciones o en ocasión 
de ese ejercicio, en caso de haber obrado con culpa grave o 
dolo, el órgano público correspondiente podrá repetir contra 
ellos, lo que hubiere pagado en reparación”. Es decir que si 
hubo dolo o culpa grave por parte de funcionarios en cual- 
quier actividad del Estado, este último responde y puede repe- 
tir contra el que incurrió en culpa grave o dolo. Esto es lo 
mismo para cualquier servicio, y no se distingue si el servicio 
es para una concesión, el cumplimiento de un contrato de 
transporte, etcétera. En primer lugar, el Estado es responsable 
y puede accionar contra el funcionario que actuó con dolo o 
culpa grave. Entonces, cabe preguntarse cuál es la diferencia 
con cualquier otro ámbito de la Administración en el que su- 
ceda esto, es decir, cuando determinado funcionario, Juez, Ac- 
tuario o Director de cárcel actúa con dolo o culpa grave deter- 
minando el otorgamiento de una salida transitoria que está mal 
dada. Esto es lo que resulta de este artículo 25 y no veo cuál 
es la diferencia. 


Por otro lado, lo único que ha hecho este aditivo es explici- 
tar el contenido del artículo 25 para la hipótesis de las salidas 
transitorias; es más, lo explicita, lo desarrolla, no está en con- 
tra e, inclusive, las figuras de culpa grave y dolo están en el 
artículo constitucional mencionado. 


Se ha dicho que podría haber un “concilium fraudis”, un 
acuerdo; respecto de cualquier otra actuación del Estado lo 
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puede haber. También puede darse el caso de alguien que 
cometa un daño y esté concertado con otro que va a reclamar 
al Estado, lo que es exactamente igual que la hipótesis de una 
salida transitoria, y el delito acordado que ha sido referido en 
Sala. 


En definitiva, creo que lo único que hace este aditivo es 
explicitar algo que está en los artículos 24 y 25; y consagra la 
responsabilidad del Estado si, por ejemplo, funciona mal un 
servicio. Lo que aparece como distinto es que el daño material 
es indirecto. Además, si hay culpa grave o dolo hace responsa- 
ble a quien cometió el delito; si no hay ninguna de estas dos 
figuras, la responsabilidad la soporta el Estado, porque el ad- 
ministrado tiene derecho a que el servicio funcione bien. Asi- 
mismo, los ciudadanos tienen derecho a que el otorgamiento 
de las salidas transitorias funcione bien, al igual que los servi- 
cios del Municipio o determinadas áreas de obras públicas. Le 
asiste derecho. Si no hay nadie que haya obrado con culpa 
grave o dolo la responsabilidad es del Estado. Pero si resulta 
que el hecho sucedió porque había un funcionario o jefe de 
una oficina que cometió una irregularidad, incurrió en coima o 
violó una norma clara, él va a ser responsable porque el Esta- 
do va a repetir. 


Realmente leo el artículo 25 y luego hago lo mismo con 
este aditivo y observo que lo único que se aclara es que para 
este caso funciona la hipótesis prevista por el artículo 25. Por 
este motivo es que lo voto ya que, a mi entender, no hace más 
que explicitar, para esta temática, los contenidos de los artícu- 
los constitucionales existentes. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PEREYRA. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR PEREYRA. - He venido siguiendo con mucha aten- 
ción el debate sobre este aditivo, y naturalmente respeto mu- 
cho las opiniones de los técnicos que no encuentran que este 
artículo esté amparado por los artículos 24 y 25 de la Constitu- 
ción. No obstante, al no ser técnico me atengo a lo que inter- 
preto del contenido de dichos artículos. 


Pienso que en la forma en que está redactada la norma 
propuesta existe responsabilidad del Estado si la salida fuera 
concedida con culpa grave o dolo y, naturalmente, se hubiera 
aprovechado esa circunstancia para haber cometido un nuevo 
delito. Creo que este caso se encuadra dentro de las generali- 
dades que establecen los artículos 24 y 25 de la Constitución. 


Por tal motivo, y con los debidos respetos a quienes han 
opinado en forma contraria, advierto que voy a votar a favor 
de la disposición. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar el artículo aditivo propuesto, que pasaría a ser 5*. 
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(Se vota:) 
-9 en 23. Negativa. 
SEÑOR SARTHOU. - Pido la palabra para fundar el voto. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR SARTHOU. - Señor Presidente: quiero señalar que 
lo único que cambia en este caso y que aparece como desfigu- 
rando, es que el daño no lo causa directamente el funcionario, 
sino a través de alguien que comete el delito. Pero lo que 
habilitó que saliera fue el acto de servicio que causó el daño. 
Concretamente, esa es la única diferencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Queda aprobado el proyecto de 
ley con las modificaciones que se le han introducido y, por 
ende, volverá a la Cámara de Representantes. 


(Texto del proyecto de ley aprobado:) 


“Artículo 1”. - Sustitúyese el artículo 47 del Código 
Penal por el siguiente: 


“ARTICULO 47. - Agravan el delito, cuando no 
constituyen elementos constitutivos o circunstancias 
agravantes especiales del mismo, las circunstancias si- 
guientes: 


1% (Alevosía). Se entiende que existe alevosía 
cuando la víctima se halla en condiciones in- 
adecuadas de cualquier naturaleza que fueren, 
para prevenir el ataque o defenderse de la agre- 
sión. 


2%) (Móvil de interés). Cometerlo mediante precio, 
recompensa o promesa remuneratoria. 


3%) (Causa de estrago). Ejecutar el delito por me- 
dio de inundación, incendio, veneno, explosión, 
varamiento de nave o averías causada de pro- 
pósito, descarrilamiento de ferrocarril u otro ar- 
tificio que pueda ocasionar grandes estragos o 
dañar a otras personas. 


4%) (Causación de males innecesarios). Aumentar 
deliberadamente el mal del delito, causando 
otros males innecesarios para su ejecución. 


5”) (Premeditación y engaño). Obrar con premedi- 
tación conocida, o emplear astucia, fraude o 
disfraz. 


6% (Abuso de fuerza). Abusar de la superioridad 
del sexo, de las fuerzas o de las armas, en con- 
diciones que el ofendido no pueda defenderse 
con probabilidades de repeler la ofensa. 
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7% (Abuso de confianza). Cometer el delito con 
abuso de confianza. 


Igual pena se aplicará al que, autorizado por la 

autoridad competente a ausentarse de su lugar 

de reclusión, en régimen de salidas transitorias, 

8%) (Carácter público del agente). Prevalecerse del 
carácter público que tenga el culpable. 


no regresare al mismo, en el plazo fijado”. 


Art. 3”. - Sustitúyese el artículo 62 del Decreto-Ley 
N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, en la redacción 
dada por el artículo 29 de la Ley N* 16.707, de 12 de 
julio de 1995 (Ley de Seguridad Ciudadana), por el 


9% (Móvil de ignominia). Emplear medios o hacer 
que concurran circunstancias que añadan la ¡g- 
nominia a los efectos propios del hecho. 


siguiente: 
10) (Disminución de la defensa). Cometer el delito 
con ocasión de incendio, naufragio, sedición, “ARTICULO 62. - Para la concesión de la salida 
tumulto o conmoción popular u otra calamidad transitoria, se requerirá poseer buena conducta y 
o desgracia. podrá ser otorgada toda vez que el recluso, per- 
sonalmente o por intermedio de su defensor, pre- 
11) (Substracción a las consecuencias naturales o sente solicitud por escrito, ante la Dirección del 
legales del delito). Ejecutarlo con auxilio de Establecimiento donde se encuentre recluido. 
gente armada o de personas que aseguren o 
proporcionen la impunidad. En un plazo que no excederá de los diez días 
o : desde la presentación de la solicitud, la autori- 
12) (Facilidades de orden natural). Ejecutarlo de dad carcelaria formulará un informe al Juez de 
noche o en despoblado, salvo que el Juez, se- cua 
gún el delito y las circunstancias no juzgara 
COVE e tE su aphcación: Si el informe carcelario fuera opuesto a la con- 
» . : cesión de la salida transitoria, sea porque el re- 
pro de a atordaco A eeutadasen cluso no tiene buena conducta o por existir otro 
desprecio o con ofensa de la autoridad pública, É y ] NE 
A ES: motivo que determine la inconveniencia de su 
o ene ; , 
. 8 q J otorgamiento, se hará saber al Juez de la causa 
funciones. oi z 
el que, en definitiva, resolverá, en forma funda- 
; q E da, previo dictamen del Ministerio Público. 
14) (Abuso de autoridad, de relaciones domésticas, P 
etc.). Haber cometido el hecho con abuso de Ñ : : 4 
de É So Si el informe de la autoridad carcelaria fuere 
autoridad, o de las relaciones domésticas o de z 0 Ñ 
TS . ho favorable a la salida transitoria, deberá estable- 
la cohabitación, o con violación de los deberes ] O ] 
ñ Lo e cer, en forma precisa, el régimen a seguirse, y en 
inherentes al estado, cargo, oficio o profesión. . 
especial: 
15) (De las cosas públicas o expuestas a la fe pú- Ay El1 ia Dudo deád 
a , ugar o distancia máxima a que podrá tras- 
blica). Haber cometido el hecho sobre cosas ) 8 ape Pp 
, De ma ladarse el recluso; 
existentes en establecimientos públicos o que 
se hallaren bajo secuestro, o expuestas por ne- 
cesidad o por la costumbre a la fe pública, o B) LaS normas de conducta que el recluso debe- 
destinadas al servicio público, o de utilidad, 29 observar durante. la salida, as como las 
defensa o reverencia pública. restricciones o prohibiciones que se estime 
convenientes; 
16) (En uso del régimen de salidas transitorias). Co- 


meter el delito mientras se encontrare al ampa- 
ro del régimen de salidas transitorias estableci- 
do por la Ley N* 16.707, de 12 de julio de 
1995”. 


Art. 2”. - Modifícase el artículo 184 del Código 
Penal, el que quedará redactado de la siguiente manera: 


“ARTICULO 184. (Autoevasión). - El que ha- 
llándose legalmente preso o detenido se evadiere 
empleando violencia en las cosas, será castigado 
con seis meses de prisión a cuatro años de peni- 
tenciaría. 


C) El tiempo de duración de la salida, el motivo 
y el grado de seguridad que se adopte; 


D) Cualquier otro requisito o condición que se 
estime necesario para el mejor cumplimiento 
del régimen. 


El referido informe le será entregado, en origi- 
nal y una copia, al recluso o a su defensor, a fin 
de ser presentado ante la sede judicial compe- 
tente, donde, al momento de recibirse, se sellará 
la copia y se la devolverá con la constancia del 
día y hora de presentación. 
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El Actuario del Juzgado, bajo la más severa res- 
ponsabilidad, deberá poner el informe al despa- 
cho del Juez en forma inmediata, quien, sin más 
trámite, dará vista al Ministerio Público, por un 
plazo de cinco días hábiles. Vuelto el expedien- 
te, el Juez de la causa, dentro de igual plazo y 
bajo su más seria responsabilidad, conforme a lo 
previsto por los artículos 109 y siguientes de la 
Ley Orgánica de la Judicatura N* 15.750, de 24 
de junio de 1985 y normas concordantes, deberá 
expedirse sobre el régimen propuesto o sobre las 
modificaciones que entendiere pertinentes al mis- 
mo. 


La resolución que se dicte no será pasible de 
recurso alguno. 


Si la autorización de salida transitoria fuera en 
definitiva denegada, el recluso no podrá presen- 
tar nueva solicitud, hasta que no hayan transcu- 
rrido noventa días desde la anterior denegatoria. 


Al recluso que, autorizado por la autoridad com- 
petente a ausentarse del lugar de reclusión, no 
regresare al mismo, en el plazo fijado sin causa 
justificada, se le incrementará el mínimo para 
obtener la libertad anticipada a razón de dos días 
por cada día de retraso, debiendo la autoridad 
carcelaria comunicar al Juez de la causa dicho 
hecho en un término no mayor a los diez días de 
producirse el reintegro del recluso al estableci- 
miento respectivo. 


A los fines del presente régimen, se entenderá 
por autoridad carcelaria al Director Nacional de 
Cárceles y Centros de Recuperación y a los Je- 
fes de Policía, en el ámbito de sus respectivas 
jurisdicciones”. 
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rización, el informe del Instituto Nacional de Cri- 
minología o, en su defecto, de los abogados re- 
gionales dependientes del Ministerio del Interior 
que, por razones de jurisdicción corresponda, el 
que deberá ser recabado por la autoridad carce- 
laria y evacuado, dentro del plazo de que ésta 
dispone, conforme a lo previsto en el artículo 
anterior”.” 


6) SUSPENSION DE LA SESION PREVISTA PARA EL 
DIA MIERCOLES 3 DE DICIEMBRE 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia va a dar cuenta 
de un hecho que considera importante que conozca el Senado. 


El día miércoles 3 de diciembre, en horas de la tarde, se 
realizará en el Salón de los Pasos Perdidos la ceremonia inau- 
gural del Partenariat Unión Europea - MERCOSUR, evento de 
gran importancia para el país, en el que tomarán parte unos 
750 empresarios uruguayos y extranjeros, así como Ministros 
de Estado, Legisladores, líderes políticos, cuerpo diplomático, 
personalidades extranjeras invitadas y autoridades de la Comi- 
sión Europea. Participará, asimismo, cerrando la parte orato- 
ria, el señor Presidente de la República, doctor Julio María 
Sanguinetti. Ello hace que la Presidencia de la Asamblea Ge- 
neral haya dispuesto una serie de medidas respecto al funcio- 
namiento de la actividad del Palacio Legislativo ese día, a 
partir de la hora 13. 


En ese marco, sería aconsejable suspender la sesión ordi- 
naria del Senado del miércoles 3 de diciembre, trasladándola 
para el día jueves si fuere imprescindible, en función de los 
asuntos que figuren en el orden del día. 


SEÑOR POZZOLO. - Hago moción en ese sentido, señor 
Presidente. 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 


Art. 4”. - Sustitúyese el artículo 63 del Decreto-Ley 
N* 14.470, de 2 de diciembre de 1975, en la redacción dor. 
dada por el artículo 30 de la Ley N* 16.707, de 12 de 
julio de 1995 (Ley de Seguridad Ciudadana), por el SEÑOR RICALDON!I. - Señor Presidente: advierto que es- 
siguiente: toy dispuesto a votar la moción pero en el entendido de que la 


“ARTICULO 63. - En ningún caso podrá autori- 
zarse la salida transitoria de un recluso que no 
haya cumplido, como mínimo, una preventiva 
de noventa días. 


Tratándose de personas procesadas o condena- 
das por un delito cuya pena mínima, prevista 
legalmente, sea de penitenciaría, la salida transi- 
toria no podrá concederse, hasta tanto no se haya 
cumplido una tercera parte de dicha pena. Asi- 
mismo, en dichos casos, será preceptivo, como 
requisito para poder conceder la respectiva auto- 


sesión que se suspenda quede fijada para el día jueves. 
SEÑORA ARISMENDI. - En ese caso, no la votaría. 


SEÑOR PRESIDENTE. - La Presidencia pide a los señores 
Senadores que hagan confianza en ella. 


Obviamente, se acordará un día de sesión distinto si el 
orden del día así lo impusiera. Lo cierto es que pueden existir 
puntos del orden del día que aún no estén informados o que ya 
lo estén desde antes y, de ese modo, adelantaríamos la sesión. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Pido la palabra. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR HIERRO LOPEZ. - Señor Presidente: consulto si 
la moción realizada implica que las Comisiones no funcionen 
el día miércoles. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Las Comisiones pueden trabajar 
normalmente; se entendió que el trabajo del Pleno del Senado 
-obviamente, se entenderá que el mismo planteo se hará en el 
seno de la Cámara de Representantes, que podrá resolverlo 
favorablemente o no- dificultaría no sólo el trabajo del Parte- 
nariat Unión Europea - MERCOSUR, sino que también impli- 
caría un trasiego de personas que podría generar problemas de 
seguridad. 


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la suspensión 
de la sesión del día 3 de diciembre. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


7) CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA LA 
CORRUPCION 


SEÑOR GARGANO. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Sena- 
dor. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: en virtud de que 
estamos llegando a la finalización de la sesión, pediría que los 
señores Senadores permanecieran unos minutos más en Sala y 
se alterara el orden del día para tratar el punto que figura en 
tercer término, que refiere a un proyecto de ley que tiene el 
informe unánime de la Comisión de Asuntos Internacionales. 
Se trata de la ratificación de la Convención Interamericana 
contra la Corrupción. 


Es un proyecto muy importante, con el que se da un paso 
claro y decisivo, cuya aprobación permitiría trasladarlo a la 
Cámara de Representantes a efectos de que sea aprobado antes 
de que finalice el período legislativo. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar si se altera el orden del día. 


(Se vota:) 

-20 en 21. Afirmativa. 

SEÑOR PRESIDENTE. - El Senado pasa a considerar el 
asunto que figura en tercer término del orden del día: “Proyec- 
to de ley por el que se aprueba la Convención Interamericana 


contra la Corrupción. (Carp. N* 823/97 - Rep. N* 522/97)”. 


(Antecedentes:) 
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“Carp. N* 823/97 
Rep. N* 522/97 


Ministerio de Relaciones Exteriores 
Ministerio del Interior 
Ministerio de Economía y Finanzas 
Ministerio de Educación y Cultura 


Montevideo, 12 de agosto de 1997. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el Proyecto 
de Convención Interamericana contra la Corrupción sus- 
crita en Caracas, Venezuela, el 29 de marzo de 1996., 


El presente Proyecto de Convención significa para 
los Estados Signatarios, la consagración de normas mí- 
nimas e indispensables, para combatir el efecto de zapa 
que la corrupción tiene respecto de la legitimidad de las 
instituciones públicas, de las bases de la sociedad, del 
orden moral y de la justicia, y para estimular la partici- 
pación de la sociedad con organizaciones no guberna- 
mentales en la erradicación de conductas reñidas con la 
ética. 


El propósito fundamental ha sido la aprobación de 
un instrumento que promueva y facilite la cooperación 
internacional para combatir la corrupción, establecien- 
do un marco normativo que permita prevenir, detectar 
y combatir los actos de corrupción, así como las activi- 
dades delictivas vinculadas al tráfico ilícito de estupe- 
facientes. 


Con este objeto, la Convención reafirma la necesi- 
dad de promover y fortalecer el desarrollo, por cada 
uno de los Estados Parte, de los mecanismos internos 
necesarios para asegurar, entre otras cosas, una conduc- 
ta ética exigente en el desempeño de la función pública, 
un sistema adecuado de transparencia, determinado por 
ley, respecto a la situación patrimonial de los funciona- 
rios, un sistema de protección eficaz para los ciudada- 
nos que denuncien, de buena fe, actos de corrupción y 
medidas que impidan el soborno. 


Por otra parte, el Tratado contempla el estableci- 
miento por los Estados Parte de mecanismos operati- 
vos, sobre la base de la coordinación y armonización de 
sus legislaciones nacionales. 


En atención a lo expuesto la Convención prevé su 
aplicación siempre que el acto de corrupción se haya 
cometido o produzca sus efectos en un Estado Parte. 
Cuando el delito se cometa en su territorio, el Estado 
Parte afectado, deberá tomar las medidas necesarias para 
ejercer su jurisdicción respecto de los delitos que se 
hayan tipificado de conformidad con la Convención. 
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Sin perjuicio de las normas constitucionales y de los 
principios fundamentales del ordenamiento jurídico de 
los estados Parte, la Convención establece la obligación, 
para ellos, de prohibir y sancionar el soborno transnacio- 
nal, esbozando una tipificación de este delito. A tales 
efectos prevé la equiparación de los delitos de soborno 
transnacional tipificados por el Derecho interno, a los 
actos de corrupción según los define la Convención. Asi- 
mismo, impone el deber de cooperación para aquellos 
Estados Parte que no lo hubieren tipificado. 


Con el fin de promover el desarrollo y armoniza- 
ción de las legislaciones nacionales en la materia, la 
Convención establece la obligación de considerar la ti- 
pificación del aprovechamiento en beneficio propio o 
de terceros, 


a) de información reservada o promulgada de la que 
el funcionario público haya tomado conocimiento, 


b) de los bienes del Estado o de empresas o institu- 
ciones que cuenten con su participación, 


c) de las sanciones u omisiones destinadas a obtener 
de la Autoridad Pública una decisión de la que emanen, 
beneficio o provecho personal. 


En el artículo XII, dispone que no será necesario 
que los actos de corrupción produzcan perjuicio patri- 
monial al Estado. 


En el artículo XIIL, se prevé que cada uno de los 
delitos a los que se aplica se consideren incluidos entre 
los que den lugar a extradición en todo Tratado de ex- 
tradición a concluirse entre los Estados Parte. Por otra 
parte se sienta el principio de la aplicabilidad de este 
artículo como base jurídica de la extradición para aque- 
llos casos no regulados convencionalmente y en los que 
el o los Estados involucrados supediten el funciona- 
miento del instituto a la existencia de Tratado. 


En este sentido, la extradición estará sujeta a las 
condiciones previstas por la legislación del Estado Par- 
te requerido o por los Tratados de Extradición aplica- 
bles. 


Complementando estas obligaciones, el artículo XIV 
establece las bases de un mecanismo de coordinación 
jurídica en materia penal con el objeto de no negar la 
existencia solicitada por un Estado requirente, ampa- 
rándose en el secreto bancario. Ello no obstante, la asis- 
tencia se presta de conformidad con el Derecho interno 
del Estado requerido. En forma complementaria, el ar- 
tículo XVI impone la obligación del Estado Parte re- 
querido a no negarse a proporcionar la asistencia solici- 
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tada por un Estado Parte amparándose en el secreto 
bancario. 


Finalmente, se prevé la hipótesis de que los bienes 
derivados de un acto de corrupción sean destinados a 
fines políticos, o que se invoquen razones políticas para 
la comisión de un acto de corrupción, estableciendo que 
no bastarán por sí solos para otorgar esa calidad al acto. 


Conforme a la declaración que la Delegación de la 
República realizó en oportunidad de la firma de la pre- 
sente Convención, y cuyo texto se transcribe: 


“Primero. Que participa del consenso laboriosa- 
mente alcanzado por la Conferencia Especializada 
sobre el Proyecto de Convención Interamericana con- 
tra la Corrupción, tras los importantes esfuerzos lle- 
vados a cabo por los Estados miembros de la OEA 
y de modo particular por el Gobierno de la Repúbli- 
ca de Venezuela, a través de su Canciller, el Exce- 
lentísimo Dr. Angel Purelli Rivas. 


Segundo. Que es preocupación prioritaria del Go- 
bierno del Uruguay, la no inclusión en el texto de 
una Convención de naturaleza esencialmente penal 
como la presente, de una cláusula de orden público 
-fórmula fundamentalmente garantista- consagrada 
en Convenciones de la importancia de las Naciones 
Unidas sobre Narcotráfico de 1998 y de la Conven- 
ción Interamericana sobre Asistencia Mutua en Ma- 
teria Penal -ambas en vigor- así como en sendos 
acuerdos bilaterales celebrados entre Estados miem- 
bros de la OEA”. 


La República, en el momento del depósito del Ins- 
trumento de Ratificación, hará expresa reserva de la 
aplicación del orden público cuando la cooperación so- 
licitada ofenda en forma concreta, grave y manifiesta 
las normas y principios en los que Uruguay asienta su 
individualidad jurídica. 


Sin perjuicio de ello, el Poder Ejecutivo solicita de 
ese Cuerpo la aprobación correspondiente, por entender 
que es de interés la entrada en vigor de las normas de 
aplicación del Proyecto de Convención Interamericana 
contra la Corrupción, al presentar soluciones jurídicas a 
un problema de actualidad. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Julio María Sanguinetti PRESIDENTE DE LA 
REPUBLICA, Alvaro Ramos, Didier Opertti, 
Samuel Lichtensztejn, Juan A. Moreira. 


25 de Noviembre de 1997 


25 de Noviembre de 1997 


PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico. - Apruébase la Convención Intera- 
mericana contra la Corrupción, suscripta en Caracas, el 
29 de marzo de 1996. 


Alvaro Ramos, Didier Opertti, Samuel Li- 
chtensztejn, Juan A. Moreira. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


Con fecha 11 de setiembre de 1997 ingresó a consi- 
deración de vuestra Comisión de Asuntos Internaciona- 
les el Mensaje del Poder Ejecutivo por el que somete a 
consideración del Poder Legislativo el proyecto de ley 
por el que se ratifica la Convención Interamericana con- 
tra la corrupción, suscrita en Caracas, Venezuela, el 29 
de marzo de 1996. 


En su Mensaje el Poder Ejecutivo expresa: “El pre- 
sente Proyecto de Convención significa para los Esta- 
dos Signatarios, la consagración de normas mínimas e 
indispensables, para combatir el efecto de zapa que la 
corrupción tiene respecto de la legitimidad de las insti- 
tuciones públicas, de las bases de la sociedad, del orden 
moral y de la justicia, y para estimular la participación 
de la sociedad con organizaciones no gubernamentales 
en la erradicación de conductas reñidas con la ética”. 
Agregando que: “el propósito fundamental ha sido la 
aprobación de un instrumento que promueva y facilite 
la cooperación internacional para combatir la corrup- 
ción, estableciendo un marco normativo que permita 
prevenir, detectar y combatir los actos de corrupción, 
así como las actividades delictivas vinculadas al tráfico 
ilícito de estupefacientes”. 


Para el Poder Ejecutivo “la Convención reafirma 
-con el mencionado objetivo- la necesidad de promover 
y fortalecer el desarrollo, por cada uno de los Estados 
Parte, de los mecanismos internos necesarios para ase- 
gurar, entre otras cosas, una conducta ética exigente en 
el desempeño de la función pública, un sistema adecua- 
do de transparencia, determinado por ley, respecto a la 
situación patrimonial de los funcionarios, un sistema de 
protección eficaz para los ciudadanos que denuncien, 
de buena fe, actos de corrupción y medidas que impi- 
dan el soborno”. El Tratado contempla el establecimiento 
por los Estados Parte de mecanismos operativos, sobre 
la base de la coordinación y armonización de sus legis- 
laciones nacionales. 
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Contenidos de la Convención 


En el Preámbulo los Estados Parte desarrollan los 
conceptos mencionados más arriba, agregando que “la 
corrupción tiene, en algunos casos, trascendencia inter- 
nacional, lo cual exige una acción coordinada de los 
Estados para combatirla eficazmente”, lo cual conduce 
al convencimiento de “la necesidad de adoptar cuanto 
antes un instrumento internacional que promueva y fa- 
cilite la cooperación internacional para combatir la co- 
rrupción y, en especial, para tomar las medidas apro- 
piadas contra las personas que cometan actos de co- 
rrupción en el ejercicio de las funciones públicas o es- 
pecíficamente vinculadas con dicho ejercicio, así como 
respecto de los bienes producto de estos actos”; y agre- 
ga “Profundamente preocupados por los vínculos cada 
vez más estrechos entre la corrupción y los ingresos 
provenientes del tráfico ilícito de estupefacientes, que 
socavan y atentan contra las actividades comerciales y 
financieras legítimas y la sociedad en todos los nive- 
les”, manifestando finalmente que “es preciso erradicar 
la impunidad y cooperar entre ellos para que su acción 
en este campo sea efectiva”, han convenido la presente 
Convención Interamericana contra la corrupción. 


Artículo I - Definiciones. El artículo primero esta- 
blece que para los fines de la Convención se entiende 
por “Función pública” toda actividad temporal o per- 
manente, remunerada u honoraria, realizada por una per- 
sona natural en nombre del Estado o al servicio del 
Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles 
jerárquicos”. “Funcionario público”, “Oficial guberna- 
mental” o “servidor público”, cualquier funcionario o 
empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los 
que han sido seleccionados, designados o electos para 
desempeñar actividades o funciones en nombre del Es- 
tado o al servicio del Estado, en todos sus niveles jerár- 
quicos”. 


“Bienes” se entiende por tales “los activos de cual- 
quier tipo, muebles o inmuebles, tangibles o intangi- 
bles, y los documentos o instrumentos legales que acre- 
diten, intenten probar o se refieran a la propiedad u 
otros derechos sobre activos”. 


El artículo II contiene los propósitos de la Conven- 
ción, estableciendo: 1) Promover y fortalecer el desa- 
rrollo, por cada uno de los Estados Parte, de los meca- 
nismos necesarios para prevenir, detectar, sancionar y 
erradicar la corrupción; y 2) Promover, facilitar y regu- 
lar la cooperación entre los Estados Parte a fin de ase- 
gurar la eficacia de las medidas y acciones para preve- 
nir, detectar, sancionar y erradicar los actos de corrup- 
ción en el ejercicio de las funciones públicas y los actos 
de corrupción específicamente vinculados con tal ejer- 
cicio”. 
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El artículo II, establece las Medidas Preventivas 
para los fines expuestos en el artículo IL, los Estados 
Parte convienen en considerar la aplicabilidad de medi- 
das, dentro de sus propios sistemas institucionales, des- 
tinadas a crear, mantener y fortalecer: 


1) “Normas de conducta para el adecuado, correcto 
y honorable cumplimiento de las funciones públicas”. 
Se establece que esas normas estarán orientadas a pre- 
venir conflictos de intereses y asegurar la preservación 
y el uso adecuado de los recursos asignados a los fun- 
cionarios para el desempeño de sus funciones. Esas nor- 
mas establecerán asimismo, las medidas y sistemas que 
exijan a los funcionarios públicos informar a las autori- 
dades competentes sobre los actos de corrupción en la 
función pública de los que tengan conocimiento. 


2) Mecanismos para hacer efectivo el cumplimiento 
de dichas normas de conducta. 


3) Instrucciones al personal de las entidades públi- 
cas, que aseguren la adecuada comprensión de sus res- 
ponsabilidades y las normas éticas que rigen sus activi- 
dades. 


4) Sistemas para la declaración de ingresos, activos 
y pasivos por parte de las personas que desempeñan 
funciones públicas en los cargos que establezca la ley y 
para la publicación de tales declaraciones cuando co- 
rresponda. 


5) Sistemas para la contratación de funcionarios pú- 
blicos y para la adquisición de bienes y servicios por 
parte del Estado, que aseguren la publicidad, equidad y 
eficiencia de tales sistemas. 


6) Sistemas adecuados para la recaudación y el con- 
trol de los ingresos del Estado, que impidan la corrup- 
ción. 


7) Leyes que eliminen los beneficios tributarios a 
cualquier persona o sociedad que efectúe asignaciones 
en violación de la legislación contra la corrupción de 
los Estados Parte. 


8) Sistemas para proteger a los funcionarios públi- 
cos y ciudadanos particulares denunciantes de buena fe 
de actos de corrupción, incluyendo la protección de su 
identidad, conforme a la Constitución del Estado Parte 
y su ordenamiento jurídico interno. 


9) Organos de control superior, con el fin de desa- 
rrollar mecanismos modernos para prevenir, detectar, 
sancionar y erradicar las prácticas corruptas. 


10) Medidas que impidan el soborno de funciona- 
rios públicos nacionales y extranjeros, tales como me- 
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canismos para asegurar que las sociedades mercantiles 
y otros tipos de asociaciones mantengan registros que 
reflejen con exactitud y razonable detalle la adquisición 
y enajenación de activos, y que establezcan suficientes 
controles contables internos que permitan a su personal 
detectar actos de corrupción. 


11) Mecanismos para estimular la participación de 
la sociedad civil y de las ONG en los esfuerzos destina- 
dos a prevenir la corrupción. 


12) El estudio de otras medidas de prevención que 
tomen en cuenta la relación existente entre una remune- 
ración equitativa y la probidad en el servicio público. 


El artículo IV, establece el ámbito de aplicación 
disponiendo que “es aplicable siempre que el presunto 
acto de corrupción se haya cometido o produzca sus 
efectos en un Estado Parte”. 


El artículo V, bajo el Título de “Jurisdicción”, dis- 
pone: 


1) Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean 
necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los 
delitos que haya tipificado de conformidad con esta 
Convención cuando el delito se cometa en su territorio. 


2) Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas ne- 
cesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los de- 
litos que haya tipificado de conformidad con esta Con- 
vención cuando el delito sea cometido por uno de sus 
nacionales o por una persona que tenga residencia ha- 
bitual en su territorio. 


3) Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean 
necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los 
delitos que haya tipificado de conformidad con esta 
Convención cuando el presunto delincuente se encuen- 
tre en su territorio y no lo extradite a otro país por 
motivo de la nacionalidad del delincuente. 


4) Establece que la presente Convención no excluye 
la aplicación de cualquier otra regla de jurisdicción pe- 
nal establecida por una Parte en virtud de su legislación 
nacional. 


El artículo VI establece que la Convención es apli- 
cable a los siguientes actos de corrupción: 


a) El requerimiento o la aceptación, directa o indi- 
rectamente, por un funcionario público o una persona 
que ejerza funciones públicas, de cualquier objeto de 
valor pecuniario u otros beneficios como dávidas, favo- 
res, promesas o ventajas para sí mismo o para otra per- 
sona o entidad a cambio de la realización u omisión de 
cualquier acto en el ejercicio de sus funciones públicas; 
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b) El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o indi- 
rectamente a un funcionario público o a una persona 
que ejerza funciones públicas, de las mismas ventajas o 
bienes mencionados en el inciso anterior, a cambio de 
la realización u omisión de cualquier acto en el ejerci- 
cio de sus funciones públicas; 


c) La realización de parte de un funcionario o una 
persona que ejerza funciones públicas de cualquier acto 
u omisión en el ejercicio de sus funciones, con el fin de 
obtener ilícitamente beneficios para sí o para un tercero; 


d) El aprovechamiento doloso u ocultación de bie- 
nes provenientes de cualesquiera de los actos a los que 
se refiere el presente artículo, y 


e) La participación como autor, coautor, instigador, 
cómplice, encubridor o en cualquier otra forma en la 
comisión, tentativa de comisión, asociación o confabu- 
lación para la comisión de cualquiera de los actos a los 
que se refiere el presente artículo. 


El apartado 2. de este artículo señala que la presente 
Convención será aplicable, de mutuo acuerdo entre dos 
o más Estados Parte, en relación con cualquier otro 
acto de corrupción no contemplado en ella. 


El artículo VII refiere a la Legislación Interna. Es- 
tablece que los Estados Parte que aún no lo hayan he- 
cho adoptarán la medidas legislativas o de otro carácter 
que sean necesarias para tipificar como delitos en su 
derecho interno los actos de corrupción descriptos en el 
Art. VI. 1, a fin de facilitar la cooperación entre ellos. 


El artículo VIT refiere al Soborno Transnacional, 
estableciendo que cada Estado Parte con sujeción a su 
Constitución y a los principios fundamentales de su 
orden jurídico, prohibirá y sancionará el acto de ofrecer 
u otorgar a un funcionario público de otro Estado, di- 
recta o indirectamente, por parte de sus nacionales, per- 
sonas que tengan su residencia habitual en su territorio 
y empresas domiciliadas en él, cualquier objeto de va- 
lor pecuniario u otros beneficios, como dávidas, favo- 
res, promesas, o ventajas, a cambio de que dicho fun- 
cionario realice u omita cualquier acto, en el ejercicio 
de sus funciones públicas, relacionado con una transac- 
ción de naturaleza económica o comercial. 


Entre aquellos Estados Parte que hayan tipificado el 
delito de soborno transnacional, éste será considerado 
un acto de corrupción para los fines de esta Conven- 
ción. Aquel Estado Parte que no haya tipificado el so- 
borno transnacional brindará la asistencia y coopera- 
ción previstas en esta Convención en la medida -y con 
relación a este delito- en que sus leyes lo permitan. 


El artículo IX, norma sobre enriquecimiento ilíci- 
to, establece que los Estados Parte, con sujeción a su 
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Constitución y principios fundamentales de su ordena- 
miento jurídico, que aún no lo hayan hecho, adoptarán 
las medidas necesarias para tipificar en su legislación 
como delito, el incremento de patrimonio de un funcio- 
nario público con significativo exceso respecto de sus 
ingresos legítimos durante el ejercicio de sus funciones 
y que no pueda ser razonablemente justificado por él. 


Entre aquellos Estados Parte que sí hayan tipificado 
el delito de enriquecimiento ilícito, éste será considera- 
do un acto de corrupción para los propósitos de la pre- 
sente Convención. 


Aquel Estado Parte que no haya tipificado el enri- 
quecimiento ilícito brindará la asistencia y cooperación 
previstas en esta Convención, en relación con este deli- 
to, en la medida en que sus leyes lo permitan. 


Artículo X. Prevé que cuando un Estado Parte le- 
gisle con relación a lo que disponen los párrafos 1 de 
los artículos VII y IX, lo notificará al Secretario Ge- 
neral de la OEA quien a su vez lo notificará a los de- 
más Estados Parte. Los delitos de soborno transnacio- 
nal y de enriquecimiento ilícito serán considerados para 
ese Estado Parte acto de corrupción para los propósitos 
de esta Convención, transcurridos treinta días contados 
a partir de la fecha de esa notificación. 


El artículo XI establece que a los fines de impulsar 
el desarrollo y la armonización de las legislaciones na- 
cionales y la consecución de los objetivos de esta Con- 
vención, los Estados Parte estiman conveniente y se 
obligan a considerar la tipificación en sus legislacio- 
nes de las siguientes conductas: 


a) El aprovechamiento indebido en beneficio propio 
o de un tercero, por parte de un funcionario público o 
de una persona que se desempeñe en funciones públi- 
cas, de cualquier tipo de información privilegiada o 
reservada de la cual ha tenido conocimiento en razón o 
con ocasión de la función desempeñada; 


b) El uso o aprovechamiento indebido en beneficio 
propio o de un tercero por parte de un funcionario o de 
una persona que ejerce funciones públicas de cualquier 
tipo de bienes del Estado o de empresas o instituciones 
en que éste tenga parte, a los cuales ha tenido acceso en 
razón o con ocasión de la función desempeñada; 


c) Toda acción u omisión efectuada por cualquier 
persona que, por sí misma o por persona interpuesta o 
actuando como intermediaria, procure la adopción por 
parte de la autoridad pública, de una decisión en virtud 
de la cual obtenga ilícitamente para sí O para otra per- 
sona, cualquier beneficio o provecho, haya o no detri- 
mento del patrimonio del Estado; 


d) La desviación ajena a su objeto que, para benefi- 
cio propio o de terceros hagan los funcionarios públi- 
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cos, de bienes muebles o inmuebles, dinero o valores 
pertenecientes al Estado, a un organismo descentraliza- 
do o a un particular, que los hubieran percibido por 
razón de su cargo, en administración, depósito o por 
otra causa. 


En su apartado 2. este artículo dispone que entre 
aquellos Estados Parte que hayan tipificado estos deli- 
tos, éstos serán considerados actos de corrupción para 
los propósitos de la presente Convención. 


En su apartado 3. se dispone que aquellos Estados 
Parte que no hayan tipificado los delitos descritos en 
este artículo brindarán la asistencia y cooperación pre- 
vistas en esta Convención en relación con ellos, en la 
medida en que sus leyes lo permitan. 


El Art. XII legisla sobre “Efectos sobre el Patrimo- 
nio del Estado”, estableciendo en su inciso primero que 
para la aplicación de esta Convención “no será necesa- 
rio que los actos de corrupción descritos en la misma 
produzcan perjuicio patrimonial al Estado”. 


El Art. XIII, legisla sobre “Extradición”, y dispone: 


1. - El presente artículo se aplicará a los delitos 
tipificados por los Estados Parte de conformidad con 
esta Convención. 


2. - Cada uno de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo se considerará incluido entre los deli- 
tos que den lugar a extradición en todo Tratado de ex- 
tradición vigente entre los Estados Parte. Los Estados 
Parte se comprometen a incluir tales delitos como casos 
de extradición en todo Tratado de extradición que con- 
cierten entre sí. 


3. - Si un Estado Parte que supedita la extradición a 
la existencia de un Tratado recibe una solicitud de ex- 
tradición de otro Estado Parte, con el que no lo vincula 
ningún Tratado de extradición, podrá considerar la pre- 
sente Convención como la base jurídica de la extradi- 
ción respecto de los delitos a los que se aplica el pre- 
sente artículo. 


4. - Los Estados Parte que no supediten la extradi- 
ción a la existencia de un Tratado reconocerán los deli- 
tos a los que se aplica el presente artículo como casos 
de extradición entre ellos. 


5. - La extradición estará sujeta a las condiciones 
previstas por la legislación del Estado Parte requerido o 
por los Tratados de extradición aplicables, incluidos los 
motivos por los que se puede denegar la extradición. 


6. - Si la extradición solicitada por un delito al que 
se aplica el presente artículo se deniega en razón úni- 
camente de la nacionalidad de la persona objeto de 
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la solicitud, o porque el Estado Parte requerido se 
considere competente, éste presentará el caso ante sus 
autoridades competentes para su enjuiciamiento, a me- 
nos que se haya convenido otra cosa con el Estado 
requirente, e informará oportunamente a éste de su re- 
sultado final (los subrayados son del Miembro Infor- 
mante para facilitar el análisis de la disposición). 


7. - A reserva de lo dispuesto en su derecho interno 
y en sus Tratados de extradición, el Estado Parte reque- 
rido podrá, tras haberse cerciorado de que las circuns- 
tancias lo justifican y tienen carácter urgente, y a solici- 
tud del Estado Parte requirente, proceder a la detención 
de la persona cuya extradición se solicite y que se en- 
cuentre en su territorio o adoptar otras medidas adecua- 
das para asegurar su comparecencia en los trámites de 
extradición. 


El artículo XTV. Establece los mecanismos de asis- 
tencia y cooperación, entre los Estados Parte que de 
conformidad con sus leyes y los Tratados aplicables se 
prestarán la más amplia asistencia, dando curso a las 
solicitudes emanadas de las autoridades que, conforme 
a su derecho interno tengan facultades para la investi- 
gación o juzgamiento de los actos de corrupción, para 
los fines de obtención de pruebas y otros actos necesa- 
rios para facilitar los procesos y actuaciones referentes 
a la investigación o juzgamiento de actos de corrup- 
ción. El inciso segundo establece que se crearán los 
ámbitos de intercambio de experiencias para cooperar 
técnicamente sobre las formas y métodos para prevenir, 
detectar, investigar y sancionar los actos de corrupción. 


Artículo XV. Medidas sobre bienes. Este artículo 
establece que los Estados Parte “se prestarán mutua- 
mente la más amplia asistencia posible en la identifica- 
ción, el rastreo, la inmovilización, la confiscación y el 
decomiso de bienes obtenidos o derivados de la comi- 
sión de los delitos tipificados de conformidad con la 
presente Convención, de los bienes utilizados en dicha 
comisión o del producto de dichos bienes”. 


El inciso segundo de este artículo establece que el 
Estado Parte que aplique sus propias sentencias de de- 
comiso, o las de otro Estado Parte, con respecto a los 
bienes o productos descritos en el párrafo anterior dis- 
pondrá de tales bienes o productos de acuerdo con su 
propia legislación. Y que en la medida que lo permitan 
sus leyes y en las condiciones que considere apropia- 
das, ese Estado Parte podrá transferir total o parcial- 
mente dichos bienes o productos a otro Estado Parte 
que haya asistido en la investigación o en las actuacio- 
nes judiciales conexas. 


Artículo XVI. Secreto Bancario. El Estado Parte 
requerido no podrá negarse a proporcionar la asisten- 
cia solicitada por el Estado Parte requirente amparán- 
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dose en el secreto bancario. Este artículo será aplicado 
por el Estado Parte requerido, de conformidad con su 
derecho interno, sus disposiciones de procedimiento o 
con los acuerdos bilaterales o multilaterales que lo vin- 
culen con el Estado Parte requirente. El Estado Parte 
requirente se obliga a no utilizar las informaciones pro- 
tegidas por el secreto bancario que reciba, para ningún 
fin distinto del proceso para el cual hayan sido solicita- 
das, salvo autorización del Estado Parte requerido. 


Artículo XVII. Naturaleza del acto. A los fines 
previstos en los artículos XIII, XIV, XV y XVI de la 
presente Convención, se establece que “el hecho de que 
los bienes obtenidos o derivados de un acto de corrup- 
ción hubiesen sido destinados a fines políticos o el he- 
cho de que se alegue que un acto de corrupción ha sido 
cometido por motivaciones o con finalidades políticas, 
no bastarán por sí solos para considerar dicho acto 
como un delito político o como un delito común co- 
nexo con un delito político. (Los subrayados son del 
Miembro Informante para facilitar el análisis). 


El artículo XVIII. Autoridades centrales. Este ar- 
tículo establece que para los propósitos de la asistencia 
y cooperación previstos en esta Convención cada Esta- 
do Parte podrá designar una autoridad central, o podrá 
utilizar las autoridades centrales contempladas en los 
Tratados u otros acuerdos pertinentes. Ellas serán las 
encargadas de formular y recibir las solicitudes de asis- 
tencia y cooperación, y se comunicarán entre sí directa- 
mente para los efectos de la Convención. 


Artículo XIX. Aplicación temporal. Este artículo 
trata de la aplicación temporal de la Convención, reco- 
giendo los siguientes elementos: 


a) Con sujeción a los principios constitucionales, al 
ordenamiento jurídico interno de cada Estado y a los 
Tratados vigentes entre los Estados Parte, el hecho de 
que el presunto acto de corrupción se hubiese cometido 
con anterioridad a la entrada en vigor de la presente 
Convención no impedirá la cooperación procesal pe- 
nal internacional entre los Estados Parte. 


b) La presente disposición en ningún caso afectará 
el principio de la irretroactividad de la ley penal ni 
su aplicación interrumpirá los plazos de prescripción en 
curso relativos a los delitos anteriores a la fecha de 
entrada en vigor de esta Convención. 


Artículo XX. Otros acuerdos o prácticas. Ningu- 
na de las disposiciones de la presente Convención “será 
interpretada en el sentido de impedir que los Estados 
Parte se presten recíprocamente cooperación al amparo 
de lo previsto en otros acuerdos internacionales, bilate- 
rales o multilaterales, vigentes o que se celebren en el 
futuro entre ellos, o de cualquier otro acuerdo o prácti- 
ca aplicable”. 
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El artículo XXI refiere a la firma de la Conven- 
ción; el XXII se refiere a la ratificación disponiendo 
que los instrumentos de ratificación se depositarán en 
la Secretaría General de la OEA; el XXIII a la Adhe- 
sión que queda abierta a cualquier otro Estado; el XXIV 
a las reservas que puedan formularse señalando que 
podrán hacerse siempre que no sean incompatibles con 
el objeto y propósito de la Convención y versen sobre 
una o más disposiciones específicas; el artículo XXV 
legisla sobre la entrada en vigor disponiendo que entra- 
rá en vigor al trigésimo día a partir de la fecha en que 
haya sido depositado el segundo instrumento de ratifi- 
cación. Para cada Estado Parte que deposite la ratifica- 
ción después de haber sido depositado el segundo ins- 
trumento de ratificación, o se adhiera a la misma en la 
misma situación, la Convención entrará en vigor el tri- 
gésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o adhesión. 
El artículo XXVI establece los mecanismos de Denun- 
cia de la Convención; el artículo XXVII establece que 
cualquier Estado Parte podrá someter a la consideración 
de los otros Estados Parte reunidos en ocasión de la Asam- 
blea General de la OEA, proyectos de protocolos adicio- 
nales a esta Convención con el objeto de contribuir al 
logro de los propósitos enunciados en su artículo II. El 
artículo final -XXVITI- establece el mecanismo de de- 
pósito del instrumento original. 


Finalmente la Delegación de la República formuló 
la Declaración que se transcribe al firmar la Conven- 
ción: 


“Primero. - Que participa del consenso laboriosa- 
mente alcanzado por la Conferencia Especializada so- 
bre el Proyecto de Convención Interamericana contra la 
Corrupción, tras los importantes esfuerzos llevados a 
cabo por los Estados miembros de la OEA y de modo 
particular por el Gobierno de la República de Venezue- 
la, a través de su Canciller, el Excelentísimo Dr. Mi- 
guel Angel Burelli Rivas. 


Segundo. - Que es preocupación prioritaria del Go- 
bierno del Uruguay, la no inclusión en el texto de una 
Convención de naturaleza esencialmente penal como la 
presente, de una cláusula de orden público -fórmula 
fundamentalmente garantista- consagrada en Conven- 
ciones de la importancia de la de Naciones Unidas so- 
bre Narcotráfico de 1988 y de la Convención Interame- 
ricana sobre Asistencia Mutua en materia penal -ambas 
en vigor- así como en sendos acuerdos bilaterales cele- 
brados entre Estados miembros de la OEA”. 


En su Mensaje el Poder Ejecutivo dice que “Con- 
forme a la declaración que la Delegación de la Repúbli- 
ca realizó en oportunidad de la firma de la presente 
Convención, la República, en el momento del depósito 
del instrumento de Ratificación, hará expresa reserva 
de la aplicación del orden público cuando la coopera- 
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ción solicitada ofenda en forma concreta, grave y ma- 
nifiesta las normas y principios en los que Uruguay 
asienta su individualidad jurídica”. 


Aunque es posible compartir en general esta reser- 
va, y no se hará cuestión de la definición de orden 
público en materia internacional menos precisa, puede 
sin embargo señalarse que no se advierte que el texto 
de la Convención pueda dar lugar a una ofensa concre- 
ta, grave y manifiesta a las normas y principios en los 
que Uruguay asienta su individualidad jurídica. 


Vuestra Comisión entiende que la ratificación de 
esta Convención Interamericana por parte de nuestra 
República realizada en forma rápida por nuestro Parla- 
mento constituye una muy buena señal a la ciudadanía 
en el sentido de que la Nación da carácter de compro- 
miso legal a disposiciones que buscan combatir en for- 
ma clara y terminante a un flagelo lamentablemente 
extendido en las sociedades de América. 


En función de las consideraciones antedichas, vuestra 
Comisión recomienda al Cuerpo la ratificación de la pre- 
sente Convención Interamericana contra la corrupción. 


Sala de la Comisión, 13 de noviembre de 1997. 


Reinaldo Gargano (Miembro Informante), Ce- 
lia Barbato, Rafael Michelini, Carlos Julio Pe- 
reyra, Américo Ricaldoni. Senadores. 


ORGANIZACION DE LOS 
ESTADOS AMERICANOS 


ANEXO I 


CONFERENCIA ESPECIALIZADA SOBRE 
EL PROYECTO DE CONVENCION 
INTERAMERICANA CONTRA 

LA CORRUPCION 

27 al 29 de marzo de 1996 

Caracas, Venezuela 


PROYECTO DE CONVENCION 
INTERAMERICANA 
CONTRA LA CORRUPCION' 


Preámbulo 


LOS ESTADOS MIEMBROS DE LA ORGANIZA- 
CION DE LOS ESTADOS AMERICANOS, 


CONVENCIDOS de que la corrupción socava la 
legitimidad de las instituciones públicas, atenta contra 
la sociedad, el orden moral y la justicia, así como con- 
tra el desarrollo integral de los pueblos; 


! Suscrita en Caracas, Venezuela, el 29 de marzo de 1996. 
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CONSIDERANDO que la democracia representati- 
va, condición indispensable para la estabilidad, la paz y 
el desarrollo de la región, por su naturaleza, exige com- 
batir toda forma de corrupción en el ejercicio de las 
funciones públicas, así como los actos de corrupción 
específicamente vinculados con tal ejercicio; 


PERSUADIDOS de que el combate contra la co- 
rrupción fortalece las instituciones democráticas, evita 
distorsiones de la economía, vicios en la gestión públi- 
ca y el deterioro de la moral social; 


RECONOCIENDO que, a menudo, la corrupción es 
uno de los instrumentos que utiliza la criminalidad or- 
ganizada con la finalidad de materializar sus propósi- 
tos; 


CONVENCIDOS de la importancia de generar con- 
ciencia entre la población de los países de la región 
sobre la existencia y gravedad de este problema, así 
como de la necesidad de fortalecer la participación de 
la sociedad civil en la prevención y lucha contra la 
corrupción; 


RECONOCIENDO que la corrupción tiene, en al- 
gunos casos, trascendencia internacional, lo cual exige 
una acción coordinada de los Estados para combatirla 
eficazmente; 


CONVENCIDOS de la necesidad de adoptar cuanto 
antes un instrumento internacional que promueva y fa- 
cilite la cooperación internacional para combatir la co- 
rrupción y, en especial, para tomar las medidas apro- 
piadas contra las personas que cometan actos de co- 
rrupción en el ejercicio de las funciones públicas o es- 
pecíficamente vinculados con dicho ejercicio; así como 
respecto de los bienes producto de estos actos; 


PROFUNDAMENTE PREOCUPADOS por los 
vínculos cada vez más estrechos entre la corrupción y 
los ingresos provenientes del tráfico ilícito de estupefa- 
cientes, que socavan y atentan contra las actividades 
comerciales y financieras legítimas y la sociedad, en 
todos los niveles; 


TENIENDO PRESENTE que para combatir la co- 
rrupción es responsabilidad de los Estados la erradica- 
ción de la impunidad y que la cooperación entre ellos 
es necesaria para que su acción en este campo sea efec- 
tiva; y 


DECIDIDOS a hacer todos los esfuerzos para pre- 
venir, detectar, sancionar y erradicar la corrupción en 
el ejercicio de las funciones públicas y en los actos de 
corrupción específicamente vinculados con tal ejerci- 
cio. 
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HAN CONVENIDO 
en suscribir la siguiente 


CONVENCION INTERAMERICANA CONTRA 
LA CORRUPCION 


Artículo I 
Definiciones 


Para los fines de la presente Convención, se entien- 
de por: 


“Función pública”, toda actividad temporal o per- 
manente, remunerada u horaria, realizada por una per- 
sona natural en nombre del Estado o al servicio del 
Estado o de sus entidades, en cualquiera de sus niveles 
jerárquicos. 


“Funcionario público”, “Oficial Gubernamental” o 
“Servidor público”, cualquier funcionario o empleado 
del Estado o de sus entidades, incluidos los que han 
sido seleccionados, designados o electos para desempe- 
ñar actividades o funciones en nombre del Estado o al 
servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos. 


“Bienes”, los activos de cualquier tipo, muebles o 
inmuebles, tangibles o intangibles, y los documentos o 
instrumentos legales que acrediten, intenten probar o se 
refieran a la propiedad u otros derechos sobre dichos 
activos. 


Artículo H 
Propósitos 
Los propósitos de la presente Convención son: 


1. Promover y fortalecer el desarrollo, por cada uno 
de los Estados Parte, de los mecanismos necesa- 
rios para prevenir, detectar, sancionar y erradi- 
car la corrupción; y 


2. Promover, facilitar y regular la cooperación en- 
tre los Estados Parte a fin de asegurar la eficacia 
de las medidas y acciones para prevenir, detec- 
tar, sancionar y erradicar los actos de corrupción 
en el ejercicio de las funciones públicas y los 
actos de corrupción específicamente vinculados 
con tal ejercicio. 


Artículo HI 
Medidas preventivas 


A los fines expuestos en el artículo II de esta Con- 
vención, los Estados Parte convienen en considerar la 
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aplicabilidad de medidas, dentro de sus propios siste- 
mas institucionales, destinadas a crear, mantener y for- 
talecer: 


1. Normas de conducta para el correcto, honorable 
y adecuado cumplimiento de las funciones pú- 
blicas. Estas normas deberán estar orientadas a 
prevenir conflictos de intereses y asegurar la pre- 
servación y el uso adecuado de los recursos asig- 
nados a los funcionarios públicos en el desem- 
peño de sus funciones. Establecerán también las 
medidas y sistemas que exijan a los funcionarios 
públicos informar a las autoridades competentes 
sobre los actos de corrupción en la función pú- 
blica de los que tengan conocimiento. Tales me- 
didas ayudarán a preservar la confianza en la 
integridad de los funcionarios públicos y en la 
gestión pública. 


2. Mecanismos para hacer efectivo el cumplimien- 
to de dichas normas de conducta. 


3. Instrucciones al personal de las entidades públi- 
cas, que aseguren la adecuada comprensión de 
sus responsabilidades y las normas éticas que 
rigen sus actividades. 


4. Sistemas para la declaración de los ingresos, ac- 
tivos y pasivos por parte de las personas que 
desempeñan funciones públicas en los cargos que 
establezca la ley y para la publicación de tales 
declaraciones cuando corresponda. 


5. Sistemas para la contratación de funcionarios pú- 
blicos y para la adquisición de bienes y servicios 
por parte del Estado que aseguren la publicidad, 
equidad y eficiencia de tales sistemas. 


6. Sistemas adecuados para la recaudación y el con- 
trol de los ingresos del Estado, que impidan la 
corrupción. 


7. Leyes que eliminen los beneficios tributarios a 
cualquier persona o sociedad que efectúe asig- 
naciones en violación de la legislación contra la 
corrupción de los Estados Parte. 


8. Sistemas para proteger a los funcionarios públi- 
cos y ciudadanos particulares que denuncien de 
buena fe actos de corrupción, incluyendo la pro- 
tección de su identidad, de conformidad con su 
Constitución y los principios fundamentales de 
su ordenamiento jurídico interno. 


9. Organos de control superior, con el fin de desa- 
rrollar mecanismos modernos para prevenir, de- 
tectar, sancionar y erradicar las prácticas corrup- 
tas. 
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10. Medidas que impidan el soborno de funciona- 
rios públicos nacionales y extranjeros, tales como 
mecanismos para asegurar que las sociedades 
mercantiles y otros tipos de asociaciones man- 
tengan registros que reflejen con exactitud y ra- 
zonable detalle la adquisición y enajenación de 
activos, y que establezcan suficientes controles 
contables internos que permitan a su personal 
detectar actos de corrupción. 


11. Mecanismos para estimular la participación de 
la sociedad civil y de las organizaciones no gu- 
bernamentales en los esfuerzos destinados a pre- 
venir la corrupción. 


12. El estudio de otras medidas de prevención que 
tomen en cuenta la relación entre una remunera- 
ción equitativa y la probidad en el servicio pú- 
blico. 


Artículo IV 
Ambito 


La presente Convención es aplicable siempre que el 
presunto acto de corrupción se haya cometido o pro- 
duzca sus efectos en un Estado Parte. 


Artículo V 
Jurisdicción 


1. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean 
necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los 
delitos que haya tipificado de conformidad con esta 
Convención cuando el delito se cometa en su territorio. 


2. Cada Estado Parte podrá adoptar las medidas que 
sean necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de 
los delitos que haya tipificado de conformidad con esta 
Convención cuando el delito sea cometido por uno de 
sus nacionales o por una persona que tenga residencia 
habitual en su territorio. 


3. Cada Estado Parte adoptará las medidas que sean 
necesarias para ejercer su jurisdicción respecto de los 
delitos que haya tipificado de conformidad con esta 
Convención cuando el presunto delincuente se encuen- 
tre en su territorio y no lo extradite a otro país por 
motivo de la nacionalidad del presunto delincuente. 


4. La presente Convención no excluye la aplicación 
de cualquier otra regla de jurisdicción penal establecida 
por una Parte en virtud de su legislación nacional. 
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Artículo VI 
Actos de corrupción 


1. La Presente Convención es aplicable a los si- 
guientes actos de corrupción: 


a. El requerimiento o la aceptación, directa o indi- 
rectamente, por un funcionario público o una per- 
sona que ejerza funciones públicas, de cualquier 
objeto de valor pecuniario u otros beneficios 
como dávidas, favores, promesas o ventajas para 
sí mismo o para otra persona o entidad a cambio 
de la realización u omisión de cualquier acto en 
el ejercicio de sus funciones públicas; 


b. El ofrecimiento o el otorgamiento, directa o in- 
directamente, a un funcionario público o a una 
persona que ejerza funciones públicas, de cual- 
quier objeto de valor pecuniario u otros benefi- 
cios como dávidas, favores, promesas o ventajas 
para ese funcionario público o para otra persona 
o entidad a cambio de la realización u omisión 
de cualquier acto en el ejercicio de sus funciones 
públicas; 


Cc. La realización por parte de un funcionario públi- 
co o una persona que ejerza funciones públicas 
de cualquier acto u omisión en el ejercicio de 
sus funciones, con el fin de obtener ilícitamente 
beneficios para sí mismo o para un tercero; 


d. El aprovechamiento doloso u ocultación de bie- 
nes provenientes de cualesquiera de los actos a 
los que se refiere el presente artículo; y 


e. La participación como autor, coautor, instigador, 
cómplice, encubridor o en cualquier otra forma 
en la comisión, tentativa de comisión, asocia- 
ción o confabulación para la comisión de cual- 
quiera de los actos a los que se refiere el presen- 
te artículo. 


2. La presente Convención también será aplicable, 
de mutuo acuerdo entre dos o más Estados Parte, en 
relación con cualquier otro acto de corrupción no con- 
templado en ella. 


Artículo VII 
Legislación interna 


Los Estados Parte que aún no lo hayan hecho adop- 
tarán las medidas legislativas o de otro carácter que 
sean necesarias para tipificar como delitos en su dere- 
cho interno los actos de corrupción descritos en el artícu- 
lo VI 1. para facilitar la cooperación entre ellos, en los 
términos de la presente Convención. 
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Artículo VIM 
Soborno transnacional 


Con sujeción a su Constitución y a los principios 
fundamentales de su ordenamiento jurídico, cada Esta- 
do Parte prohibirá y sancionará el acto de ofrecer u 
otorgar a un funcionario público de otro Estado, directa 
o indirectamente, por parte de sus nacionales, personas 
que tengan residencia habitual en su territorio y empre- 
sas domiciliadas en él, cualquier objeto de valor pecu- 
niario u otros beneficios, como dávidas, favores, pro- 
mesas, o ventajas, a cambio de que dicho funcionario 
realice u omita cualquier acto, en el ejercicio de sus 
funciones públicas, relacionado con una transacción de 
naturaleza económica o comercial. 


Entre aquellos Estados Parte que hayan tipificado el 
delito de soborno transnacional, éste será considerado 
un acto de corrupción para los propósitos de esta Con- 
vención. 


Aquel Estado Parte que no haya tipificado el sobor- 
no transnacional brindará la asistencia y cooperación 
previstas en esta Convención, en relación con este deli- 
to, en la medida en que sus leyes lo permitan. 


Artículo IX 
Enriquecimiento ilícito 


Con sujeción a su Constitución y a los principios 
fundamentales de su ordenamiento jurídico, los Estados 
Parte que aún no lo hayan hecho adoptarán las medidas 
necesarias para tipificar en su legislación como delito, 
el incremento del patrimonio de un funcionario público 
con significativo exceso respecto de sus ingresos legíti- 
mos durante el ejercicio de sus funciones y que no 
pueda ser razonablemente justificado por él. 


Entre aquellos Estados Parte que hayan tipificado el 
delito de enriquecimiento ilícito, éste será considerado 
un acto de corrupción para los propósitos de la presente 
Convención. 


Aquel Estado Parte que no haya tipificado el enri- 
quecimiento ilícito brindará la asistencia y cooperación 
previstas en esta Convención, en relación con este deli- 
to, en la medida en que sus leyes lo permitan. 


Artículo X 

Notificación 
Cuando un Estado Parte adopte la legislación a la 
que se refieren los párrafos 1 de los artículos VIII y IX, 


lo notificará al Secretario General de la Organización 
de los Estados Americanos, quien lo notificará a su vez 
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a los demás Estados Parte. Los delitos de soborno trans- 
nacional y de enriquecimiento ilícito serán considera- 
dos para ese Estado Parte acto de corrupción para los 
propósitos de esta Convención, transcurridos treinta días 
contados a partir de la fecha de esa notificación. 


Artículo XI 
Desarrollo progresivo 


1. A los fines de impulsar el desarrollo y la armoni- 
zación de las legislaciones nacionales y la consecución 
de los objetivos de esta Convención, los Estados Parte 
estiman conveniente y se obligan a considerar la tipifi- 
cación en sus legislaciones de las siguientes conductas: 


a. El aprovechamiento indebido en beneficio pro- 
pio o de un tercero, por parte de un funcionario 
público o una persona que ejerce funciones pú- 
blicas, de cualquier tipo de información reserva- 
da o privilegiada de la cual ha tenido conoci- 
miento en razón o con ocasión de la función 
desempeñada. 


b. El uso o aprovechamiento indebido en beneficio 
propio o de un tercero, por parte de un funciona- 
rio público o una persona que ejerce funciones 
públicas de cualquier tipo de bienes del Estado o 
de empresas o instituciones en que éste tenga 
parte, a los cuales ha tenido acceso en razón o 
con ocasión de la función desempeñada. 


c. Toda acción u omisión efectuada por cualquier 
persona que, por sí misma o por persona inter- 
puesta o actuando como intermediaria, procure 
la adopción por parte de la autoridad pública, de 
una decisión en virtud de la cual obtenga ilícita- 
mente para sí o para otra persona, cualquier be- 
neficio o provecho, haya o no detrimento del 
patrimonio del Estado. 


d. La desviación ajena a su objeto que, para benefi- 
cio propio o de terceros, hagan los funcionarios 
públicos, de bienes muebles o inmuebles, dinero 
o valores, pertenecientes al Estado, a un organis- 
mo descentralizado o a un particular, que los 
hubieran percibido por razón de su cargo, en 
administración, depósito o por otra causa. 


2. Entre aquellos Estados Parte que hayan tipificado 
estos delitos, éstos serán considerados actos de corrup- 
ción para los propósitos de la presente Convención. 


3. Aquellos Estados Parte que no hayan tipificado 
los delitos descritos en este artículo brindarán la asis- 
tencia y cooperación previstas en esta Convención en 
relación con ellos, en la medida en que sus leyes lo 
permitan. 
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Artículo XII 
Efectos sobre el patrimonio del Estado 


Para la aplicación de esta Convención, no será ne- 
cesario que los actos de corrupción descritos en la mis- 
ma produzcan perjuicio patrimonial al Estado. 


Artículo XIMI 
Extradición 


1. El presente artículo se aplicará a los delitos tipifi- 
cados por los Estados Parte de conformidad con esta 
Convención. 


2. Cada uno de los delitos a los que se aplica el 
presente artículo se considerará incluido entre los deli- 
tos que den lugar a extradición en todo tratado de ex- 
tradición vigente entre los Estados Parte. Los Estados 
Parte se comprometen a incluir tales delitos como casos 
de extradición en todo tratado de extradición que con- 
cierten entre sí. 


3. Si un Estado Parte que supedita la extradición a 
la existencia de un tratado recibe una solicitud de extra- 
dición de otro Estado Parte, con el que no lo vincula 
ningún tratado de extradición, podrá considerar la pre- 
sente Convención como la base jurídica de la extradi- 
ción respecto de los delitos a los que se aplica el pre- 
sente artículo. 


4. Los Estados Parte que no supediten la extradición 
a la existencia de un tratado reconocerán los delitos a 
los que se aplica el presente artículo como casos de 
extradición entre ellos. 


5. La extradición estará sujeta a las condiciones pre- 
vistas por la legislación del Estado Parte requerido o 
por los tratados de extradición aplicables, incluidos los 
motivos por los que se puede denegar la extradición. 


6. Si la extradición solicitada por un delito al que se 
aplica el presente artículo se deniega en razón únicamen- 
te de la nacionalidad de la persona objeto de la solicitud, 
O porque el Estado Parte requerido se considere compe- 
tente, éste presentará el caso ante sus autoridades compe- 
tentes para su enjuiciamiento, a menos que se haya con- 
venido otra cosa con el Estado Parte requirente, e infor- 
mará oportunamente a éste de su resultado final. 


7. A reserva de lo dispuesto en su derecho interno 
y en sus tratados de extradición, el Estado Parte re- 
querido podrá, tras haberse cerciorado de que las cir- 
cunstancias lo justifican y tienen carácter urgente, y a 
solicitud del Estado Parte requirente, proceder a la 
detención de la persona cuya extradición se solicite y 
que se encuentre en su territorio o adoptar otras medi- 
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das adecuadas para asegurar su comparecencia en los 
trámites de extradición. 


Artículo XIV 
Asistencia y cooperación 


Los Estados Parte se prestarán la más amplia asis- 
tencia recíproca, de conformidad con sus leyes y los 
tratados aplicables, dando curso a las solicitudes ema- 
nadas de las autoridades que, de acuerdo con su dere- 
cho interno, tengan facultades para la investigación o 
juzgamiento de los actos de corrupción descritos en la 
presente Convención, a los fines de la obtención de 
pruebas y la realización de otros actos necesarios para 
facilitar los procesos y actuaciones referentes a la in- 
vestigación o juzgamiento de actos de corrupción. 


Asimismo, los Estados Parte se prestarán la más am- 
plia cooperación técnica mutua sobre las formas y mé- 
todos más efectivos para prevenir, detectar, investigar y 
sancionar los actos de corrupción. Con tal propósito, 
propiciarán el intercambio de experiencias por medio 
de acuerdos y reuniones entre los órganos e institucio- 
nes competentes y otorgarán especial atención a las for- 
mas y métodos de participación ciudadana en la lucha 
contra la corrupción. 


Artículo XV 
Medidas sobre bienes 


De acuerdo con las legislaciones nacionales aplica- 
bles y los tratados pertinentes u otros acuerdos que pue- 
dan estar en vigencia entre ellos, los Estados Parte se 
prestarán mutuamente la más amplia asistencia posible 
en la identificación, el rastreo, la inmovilización, la con- 
fiscación y el decomiso de bienes obtenidos o derivados 
de la comisión de los delitos tipificados de conformidad 
con la presente Convención, de los bienes utilizados en 
dicha comisión o del producto de dichos bienes. 


El Estado Parte que aplique sus propias sentencias 
de decomiso, o las de otro Estado Parte, con respecto a 
los bienes o productos descritos en el párrafo anterior, 
de este artículo, dispondrá de tales bienes o productos 
de acuerdo con su propia legislación. En la medida en 
que lo permitan sus leyes y en las condiciones que 
considere apropiadas, ese Estado Parte podrá transferir 
total o parcialmente dichos bienes o productos a otro 
Estado Parte que haya asistido en la investigación o en 
las actuaciones judiciales conexas. 


Artículo XVI 
Secreto bancario 


El Estado Parte requerido no podrá negarse a pro- 
porcionar la asistencia solicitada por el Estado Parte 
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requirente amparándose en el secreto bancario. Este ar- 
tículo será aplicado por el Estado Parte requerido, de 
conformidad con su derecho interno, sus disposiciones 
de procedimiento o con los acuerdos bilaterales o multi- 
laterales que lo vinculen con el Estado Parte requirente. 


El Estado Parte requirente se obliga a no utilizar las 
informaciones protegidas por el secreto bancario que 
reciba, para ningún fin distinto del proceso para el cual 
hayan sido solicitadas, salvo autorización del Estado 
Parte requerido. 


Artículo XVI 
Naturaleza del acto 


A los fines previstos en los artículos XIII, XIV, XV 
y XVI de la presente Convención, el hecho de que los 
bienes obtenidos o derivados de un acto de corrupción 
hubiesen sido destinados a fines políticos o el hecho de 
que se alegue que un acto de corrupción ha sido come- 
tido por motivaciones o con finalidades políticas, no 
bastarán por sí solos para considerar dicho acto como 
un delito político o como un delito común conexo con 
un delito político. 


Artículo X VIH 
Autoridades centrales 


Para los propósitos de la asistencia y cooperación 
internacional previstas en el marco de esta Convención, 
cada Estado Parte podrá designar una autoridad central 
O podrá utilizar las autoridades centrales contempladas 
en los tratados pertinentes u otros acuerdos. 


Las autoridades centrales se encargarán de formular 
y recibir las solicitudes de asistencia y cooperación a 
que se refiere la presente Convención. 


Las autoridades centrales se comunicarán en forma 
directa para los efectos de la presente Convención. 


Artículo XIX 
Aplicación temporal 


Con sujeción a los principios constitucionales, al or- 
denamiento interno de cada Estado y a los tratados vi- 
gentes entre los Estados Parte, el hecho de que el presun- 
to acto de corrupción se hubiese cometido con anteriori- 
dad a la entrada en vigor de la presente Convención, no 
impedirá la cooperación procesal penal internacional en- 
tre los Estados Parte. La presente disposición en ningún 
caso afectará el principio de la irretroactividad de la ley 
penal ni su aplicación interrumpirá los plazos de pres- 
cripción en curso relativos a los delitos anteriores a la 
fecha de la entrada en vigor de esta Convención. 
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Artículo XX 
Otros acuerdos o prácticas 


Ninguna de las normas de la presente Convención 
será interpretada en el sentido de impedir que los Esta- 
dos Parte se presten recíprocamente cooperación al am- 
paro de lo previsto en otros acuerdos internacionales, 
bilaterales o multilaterales, vigentes o que se celebren 
en el futuro entre ellos, o de cualquier otro acuerdo o 
práctica aplicable. 


Artículo XXI 
Firma 


La presente Convención está abierta a la firma de 
los Estados miembros de la Organización de los Esta- 
dos Americanos. 


Artículo XXII 
Ratificación 


La presente Convención está sujeta a ratificación. Los 
instrumentos de ratificación se depositarán en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos. 


Artículo XXI 
Adhesión 


La presente Convención queda abierta a la adhesión 
de cualquier otro Estado. Los instrumentos de adhesión 
se depositarán en la Secretaría General de la Organiza- 
ción de los Estados Americanos. 


Artículo XXIV 
Reservas 


Los Estados Parte podrán formular reservas a la pre- 
sente Convención al momento de aprobarla, firmarla, ra- 
tificarla o adherir a ella, siempre que no sean incompati- 
bles con el objeto y propósitos de la Convención y ver- 
sen sobre una o más disposiciones específicas. 


Artículo XXV 
Entrada en vigor 


La presente Convención entrará en vigor el trigési- 
mo día a partir de la fecha en que haya sido depositado 
el segundo instrumento de ratificación. Para cada Esta- 
do que ratifique la Convención o adhiera a ella después 
de haber sido depositado el segundo instrumento de 
ratificación, la Convención entrará en vigor el trigési- 
mo día a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o adhesión. 
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Artículo XXVI 
Denuncia 


La presente Convención regirá indefinidamente, 
pero cualesquiera de los Estados Parte podrá denun- 
clarla. El instrumento de denuncia será depositado en 
la Secretaría General de la Organización de los Esta- 
dos Americanos. Transcurrido un año, contado a par- 
tir de la fecha de depósito del instrumento de denun- 
cia, la Convención cesará en sus efectos, para el Esta- 
do denunciante y permanecerá en vigor para los de- 
más Estados Parte. 


Artículo XXVII 
Protocolos adicionales 


Cualquier Estado Parte podrá someter a la conside- 
ración de los otros Estados Parte reunidos con ocasión 
de la Asamblea General de la Organización de los Esta- 
dos Americanos, proyectos de protocolos adicionales a 
esta Convención con el objeto de contribuir al logro de 
los propósitos enunciados en su artículo II. 


Cada protocolo adicional fijará las modalidades de 
su entrada en vigor y se aplicará sólo entre los Estados 
Parte en dicho protocolo. 


Artículo XX VIII 
Depósito del instrumento original 


El instrumento original de la presente Convención, 
cuyos textos español, francés, inglés y portugués son 
igualmente auténticos, será depositado en la Secretaría 
General de la Organización de los Estados Americanos, 
la que enviará copia certificada de su texto para su 
registro de publicación a la Secretaría de las Naciones 
Unidas, de conformidad con el artículo 102 de la Carta 
de las Naciones Unidas. La Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos notificará a 
los Estados miembros de dicha Organización y a los 
Estados que hayan adherido a la Convención, las fir- 
mas, los depósitos de instrumentos de ratificación, ad- 
hesión y denuncia, así como las reservas que hubiere. 


ANEXO II 
Caracas, 29 de marzo de 1996. 
La Delegación de la República Oriental del Uruguay 
DECLARA 
Primero. Que participa del consenso laboriosamente 


alcanzado por la Conferencia Especializada sobre el Pro- 
yecto de Convención Interamericana contra la Corrup- 
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ción, tras los importantes esfuerzos llevados a cabo por 
los Estados miembros de la OEA y de modo particular 
por el Gobierno de la República de Venezuela, a través 
de su Canciller, el Excelentísimo Dr. Miguel Angel Bu- 
relli Rivas. 


Segundo. Que es preocupación prioritaria del Go- 
bierno del Uruguay, la no inclusión en el texto de una 
Convención de naturaleza esencialmente penal como la 
presente, de una cláusula de orden público -fórmula 
fundamentalmente garantista- consagrada en Conven- 
ciones de la importancia de la de Naciones Unidas so- 
bre Narcotráfico de 1988 y de la Convención Interame- 
ricana sobre Asistencia Mutua en materia penal -ambas 
en vigor- así como en sendos acuerdos bilaterales cele- 
brados entre Estados miembros de la OEA. 


DELEGACION DE LA REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY 


(Lucen firmas).” 
SEÑOR PRESIDENTE. - Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador 
Gargano. 


SEÑOR GARGANO. - Señor Presidente: hemos hecho un 
minucioso y extenso informe, que parto de la base de que los 
señores Senadores habrán leído. 


La mencionada Convención Interamericana contra la Co- 
rrupción fue firmada en marzo de 1996 en Caracas. Constituye 
una pieza de enorme trascendencia en la persecución de esos 
ilícitos y en el país significa un paso y un compromiso en el 


combate del flagelo que es la corrupción. 


Propongo que se apruebe sobre tablas el proyecto de ley de 
referencia. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Si no se hace uso de la palabra, 
se va a votar en general. 


(Se vota:) 

-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 


(Se lee:) 
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“ARTICULO UNICO. - Apruébase la Convención 
Interamericana contra la Corrupción, suscripta en Cara- 
cas, el 29 de marzo de 1996”. 

-En consideración. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 


-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por 
ser igual al considerado) 


S) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR RICALDON!. - Pido la palabra para una cuestión 
de orden. 


SEÑOR PRESIDENTE. - Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR RICALDONI. - Señor Presidente: formulo mo- 
ción para que se levante la sesión. 
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SEÑOR PRESIDENTE. - Se va a votar la moción formula- 
da. 


(Se vota:) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
Se levanta la sesión. 


(Así se hace, a la hora 19 y 56 minutos, presidiendo el 
doctor Batalla y estando presentes los señores Senadores Aris- 
mendi, Astori, Atchugarry, Brezzo, Cid, Couriel, Chiesa, 
Fernández Faingold, Gargano, Heber, Hierro López, Irur- 
tia, Korzeniak, Millor, Pereyra, Pozzolo, Ricaldoni, Sa- 
nabria, Sarthou, Segovia y Storace). 
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